
  

Acta Sesión Ordinaria 41-2026 
 

07 de Julio del 2026 
 
Acta de la Sesión Ordinaria N° 41-2026 celebrada por el Concejo Municipal de Belén, a las 
dieciocho horas del siete de julio del dos mil veintiséis, en la Sala de Sesiones Guillermo Villegas 
de la Municipalidad de Belén, en el Distrito San Antonio. PARTICIPANTES PERMANENTES 
PRESENTES:  REGIDORES PROPIETARIOS:  Gilberth González González  – Presidente.   
Teresita Venegas Murillo - Vicepresidenta.  María Lourdes Villalobos Morera.  Ulises Araya 
Chaves.  Ana Betty Valenciano Moscoso.  REGIDORES SUPLENTES:  Ana Yensy Ramírez 
Arrieta.  José Pablo Delgado Morales.  Sigifredo Villegas Villalobos.  Marita Arguedas Carvajal.  
Francina Quesada Ávila.  SINDICOS PROPIETARIOS:  Luis Adolfo González Zumbado.  Margot 
Montero Castillo.  Bernal González Delgado.  SINDICOS SUPLENTES:  Alejandra Solano Soto.  
Leovigildo Chaves Mora.  Isabel González Rodríguez.  ALCALDESA MUNICIPAL:  Zeneida 
Chaves Fernández.  SECRETARÍA DEL CONCEJO MUNICIPAL:  Ana Patricia Murillo Delgado.   
 

CAPÍTULO I 
 

PRESENTACIÓN DEL ORDEN DEL DÍA 
 

ORDEN DEL DÍA 
 

I) PRESENTACIÓN DEL ORDEN DEL DÍA. 
 
II) REVISIÓN Y APROBACIÓN DE LAS ACTAS 39-2026 Y 40-2026. 

 
III) ATENCION AL PÚBLICO. 
 
IV) ASUNTOS DE TRÁMITE URGENTE A JUICIO DE LA PRESIDENCIA MUNICIPAL. 

 
1- Se conoce el Oficio MB-056-2026 del Lic. Luis Álvarez Asesor Legal.  

 
2- Sesión Ordinaria del martes 15 de setiembre de 2026. 

 
V) INFORMES DE LA ALCALDÍA Y CONSULTAS A LA ALCALDÍA. 
 
VI) INFORME DE COMISIONES MUNICIPALES Y LOS CONCEJOS DE DISTRITOS. 
 
VII) INFORME DEL ASESOR DEL CONCEJO MUNICIPAL.  
 
VIII) LECTURA, EXAMEN Y TRAMITACIÓN DE LA CORRESPONDENCIA. 

 

CAPÍTULO II 
 

REVISIÓN Y APROBACIÓN DE ACTAS 
 



  

ARTÍCULO 1.  El Presidente Municipal somete a aprobación el Acta de la Sesión Ordinaria 
N°39-2026, celebrada el 30 de Junio del año dos mil veintiséis. 
  
SE ACUERDA CON CUATRO VOTOS A FAVOR DE LOS REGIDORES Gilberth Gonzalez, 
Teresita Venegas, Lourdes Villalobos, Ana Betty Valenciano:  Aprobar el Acta de la Sesión 
Ordinaria N°39-2026, celebrada el 30 de Junio del año dos mil veintiséis. 
 
ARTÍCULO 2.  El Presidente Municipal somete a aprobación el Acta de la Sesión Extraordinaria 
N°40-2026, celebrada el 02 de Julio del año dos mil veintiséis. 
  
SE ACUERDA CON CUATRO VOTOS A FAVOR DE LOS REGIDORES Gilberth Gonzalez, 
Teresita Venegas, Lourdes Villalobos, Ana Betty Valenciano:  Aprobar el Acta de la Sesión 
Extraordinaria N°40-2026, celebrada el 02 de Julio del año dos mil veintiséis. 
 

CAPÍTULO III 
 

ASUNTOS DE TRÁMITE URGENTE A JUICIO DEL PRESIDENTE MUNICIPAL 
 

El Presidente Municipal Gilberth González, plantea los siguientes asuntos: 
 

ARTÍCULO 3.  Sesión Ordinaria del martes 15 de setiembre de 2026. 
 
ACUERDO 3.  SE ACUERDA POR UNANIMIDAD Y EN FORMA DEFINITIVAMENTE 
APROBADO:  PRIMERO:  Trasladar la Sesión Ordinaria del martes 15 de setiembre de 2026, 
para el miércoles 16 de setiembre de 2026, a las 6:00 pm.  SEGUNDO:  Solicitar a la Secretaría 
del Concejo Municipal publicar en el Diario Oficial La Gaceta. 
 
INFORME DEL COMITÉ CANTONAL DE DEPORTES Y RECREACIÓN DE BELÉN. 
 
ARTÍCULO 4.  Se conoce el Oficio REF AA-0128-07-11-2026 de Edwin Antonio Solano Vargas 
Asistente Administrativo Secretario de Actas Junta Directiva Comité de Deportes y Recreación 
de Belén dirigido a Licda. Rebeca Venegas Valverde Administradora CCDRB con copia al 
Concejo Municipal.  
El suscrito secretario del Comité de Deportes y Recreación de Belén, le notifica el acuerdo 
tomado en Sesión Ordinaria N°11-2026, celebrada el lunes 15 de junio del dos mil veintiséis y 
ratificado en Sesión Ordinaria N°12-2026, celebrada el lunes 29 de junio del dos mil veintiséis 
que literalmente dice: 
CAPITULO VI. LECTURA, EXAMEN Y TRAMITACION DE LA CORRESPONDENCIA. 
ARTÍCULO 07. Se recibe Oficio Ref.3319/2026 de Ana Patricia Murillo Delgado, Depto. 
Secretaría del Concejo Municipal, de fecha 10 de junio del 2026 y que literalmente dice: La 
suscrita Secretaría del Concejo Municipal de Belén, le notifica el acuerdo tomado, en la Sesión 
Ordinaria No.33-2026, celebrada el dos de junio del dos mil veintiséis y ratificada el nueve de 
junio del año dos mil veintiséis, que literalmente dice: 

  
CAPÍTULO V 



  

  
INFORMES DE LOS ASESORES DEL CONCEJO MUNICIPAL. 

  
ARTÍCULO 19.  Se conoce el Oficio MB-051-2026 del Asesor Legal Lic. Luis Álvarez. De 
conformidad con el requerimiento del Concejo Municipal mediante oficio N° Ref. 2733/2026, del 
13 de mayo del 2026; procede esta asesoría legal a emitir las siguientes consideraciones, 
aclarando de previo que los alcances del presente pronunciamiento constituyen una mera 
opinión jurídica que no involucra un pronunciamiento de carácter obligatorio y vinculante, el cual 
puede ser adicionado o aclarado por éste órgano asesor en caso de que así se requiera, 
indicando además que se basa en los aspectos consultados y limitado al estudio del expediente 
y documentos remitidos a estudio. 
  

PRIMERO: OBJETO DE LA CONSULTA.  Solicita el Concejo Municipal criterio legal con relación 
al acuerdo adoptado por ese órgano colegiado, comunicado mediante oficio Ref. 2733-2026, 
referente a la gestión ciudadana presentada sobre la presunta realización de actividades 
lucrativas en instalaciones del Polideportivo de Belén, la eventual ausencia de patente 
municipal, la utilización de instalaciones públicas municipales administradas por el Comité 
Cantonal de Deportes y Recreación de Belén y la revisión jurídica del convenio suscrito con una 
sociedad anónima deportiva. 
  
SEGUNDO: ANÁLISIS LEGAL DEL CASO CONCRETO.  De la documentación remitida a esta 
asesoría legal se desprende que el Concejo Municipal de Belén conoció el oficio Ref. 2733-
2026, mediante el cual se puso en su conocimiento una gestión ciudadana relacionada con el 
presunto desarrollo de actividades lucrativas en instalaciones del Polideportivo de Belén, la 
eventual ausencia de patente municipal para tales actividades, el posible uso restringido o no 
ordinario de instalaciones públicas municipales, y la necesidad de revisar la situación jurídica 
del convenio suscrito entre el Comité Cantonal de Deportes y Recreación de Belén y una 
sociedad anónima deportiva.  De ahí que el presente criterio no tiene por objeto determinar, en 
esta etapa, si existió o no una infracción tributaria, una nulidad contractual, una responsabilidad 
administrativa o una irregularidad de control interno, sino delimitar jurídicamente la ruta 
institucional que corresponde seguir a partir de los hechos denunciados y de las competencias 
asignadas por el ordenamiento jurídico a cada órgano o dependencia municipal.  
Como punto de partida, debe recordarse que la Administración Pública se encuentra sometida 
al principio de legalidad. El artículo 11 de la Ley General de la Administración Pública dispone 
expresamente: 
  
“Artículo 11.-  
1. La Administración Pública actuará sometida al ordenamiento jurídico y sólo podrá realizar 
aquellos actos o prestar aquellos servicios públicos que autorice dicho ordenamiento, según la 
escala jerárquica de sus fuentes.  
2. Se considerará autorizado el acto regulado expresamente por norma escrita, al menos en 
cuanto a motivo o contenido, aunque sea en forma imprecisa.”  
Esta norma obliga a que cualquier decisión municipal relacionada con el uso de bienes públicos, 
la revisión de convenios, la fiscalización tributaria, la eventual clausura de actividades o la 
remisión de hechos a la Auditoría Interna se adopte dentro del marco competencial 



  

correspondiente, con respeto al debido procedimiento, a la motivación del acto administrativo y 
a la separación funcional entre administración activa, administración tributaria y auditoría 
interna.  En el mismo sentido, el artículo 16 de la Ley General de la Administración Pública 
establece un límite general al ejercicio de las potestades discrecionales de la Administración: 
  
“Artículo 16.- 
1. En ningún caso podrán dictarse actos contrarios a reglas unívocas de la ciencia o de la 
técnica, o a principios elementales de justicia, lógica o conveniencia.  
2. El Juez podrá controlar la conformidad con estas reglas no jurídicas de los elementos 
discrecionales del acto, como si ejerciera contralor de legalidad.”  
Por ello, aunque el Concejo Municipal cuenta con potestades de dirección política, control y 
decisión en determinadas materias municipales, no resulta jurídicamente recomendable que 
adopte medidas concluyentes sobre la eventual nulidad del convenio, la existencia de una 
actividad lucrativa sin patente, la procedencia de una clausura o la existencia de 
responsabilidades, sin contar previamente con los informes técnicos, tributarios, administrativos 
y de control que permitan acreditar los hechos relevantes.  En cuanto a las competencias 
generales de la Municipalidad, el artículo 4 del Código Municipal reconoce que la municipalidad 
posee autonomía política, administrativa y financiera, y dentro de sus atribuciones se 
encuentran, entre otras, las de administrar y prestar los servicios públicos municipales, percibir 
y administrar los tributos y demás ingresos municipales, y concertar convenios o contratos 
necesarios para el cumplimiento de sus funciones. En lo que interesa, dicha norma dispone:  
“Artículo 4- La municipalidad posee la autonomía política, administrativa y financiera que le 
confiere la Constitución Política. 
  
Dentro de sus atribuciones se incluyen las siguientes: 
  
(...)  
c) Administrar y prestar los servicios públicos municipales, así como velar por su vigilancia y 
control. 
  

(...)  
e) Percibir y administrar, en su carácter de administración tributaria, los tributos y demás 
ingresos municipales.  
f) Concertar, con personas o entidades nacionales o extranjeras, pactos, convenios o contratos 
necesarios para el cumplimiento de sus funciones.” 
  
A su vez, el artículo 13 del Código Municipal establece, entre las atribuciones del Concejo 
Municipal, las siguientes:  
“Artículo 13. - Son atribuciones del concejo:  
(...)  
b) Acordar los presupuestos y aprobar las contribuciones, tasas y precios que cobre por los 
servicios municipales, así como proponer los proyectos de tributos municipales a la Asamblea 
Legislativa. 
  
(...)  



  

e) Celebrar convenios, comprometer los fondos o bienes y autorizar los egresos de la 
municipalidad, excepto los gastos fijos y la adquisición de bienes y servicios que estén bajo la 
competencia del alcalde municipal, según el reglamento que se emita conforme a la Ley General 
de Contratación Pública y su reglamento. 
  
(...)  
m) Conocer los informes de auditoría o contaduría, según el caso, y resolver lo que 
corresponda.”  
De estas disposiciones se desprende que el Concejo Municipal sí posee un interés jurídico-
institucional legítimo en conocer la situación denunciada, especialmente si esta se relaciona con 
el eventual uso de bienes municipales, la vigencia y ejecución de convenios, el cobro de tributos 
municipales, la administración de instalaciones públicas y la eventual existencia de riesgos para 
la Hacienda Pública local.  Sin embargo, esa competencia debe ejercerse respetando las 
funciones propias de cada órgano municipal. 
  

En relación con el Comité Cantonal de Deportes y Recreación, el artículo 173 del Código 
Municipal dispone: 
“Artículo 173- En cada cantón existirá un comité cantonal de deportes y recreación, adscrito a 
la municipalidad respectiva, que gozará de personería jurídica instrumental y funcionará como 
órgano técnico desconcentrado de la corporación municipal para desarrollar planes, proyectos 
y programas deportivos, recreativos y de estilos de vida saludable cantonales, así como para 
construir, administrar, mantener y ceder el uso de sus instalaciones deportivas o recreativas a 
otras organizaciones, conforme lo establece esta ley.”  
La norma transcrita es relevante porque confirma que el Comité Cantonal de Deportes y 
Recreación de Belén es un órgano técnico desconcentrado de la corporación municipal, con 
personería jurídica instrumental, y que dentro de sus competencias se encuentra la 
administración, mantenimiento y eventual cesión de uso de instalaciones deportivas o 
recreativas.  No obstante, esa atribución no es absoluta ni puede ejercerse al margen del 
ordenamiento jurídico, del reglamento municipal aplicable, de los principios de control interno, 
de la rendición de cuentas y del destino público de las instalaciones deportivas municipales. 
  
En esa misma línea, el artículo 178 del Código Municipal dispone:  
“Artículo 178- El comité cantonal de deportes y recreación funcionará con el reglamento que 
dicte la respectiva municipalidad, el cual deberá considerar, además, las normas para regular el 
funcionamiento de los comités distritales o comunales, los procesos para la rendición de cuentas 
y la administración de las instalaciones deportivas municipales.”  
Esta disposición resulta especialmente importante para el caso concreto, porque somete la 
administración de instalaciones deportivas municipales a reglas reglamentarias, mecanismos de 
rendición de cuentas y controles definidos por la respectiva municipalidad.  Por consiguiente, si 
se denuncia que una sociedad anónima deportiva utiliza instalaciones públicas, cobra 
mensualidades, organiza campamentos, cobra entradas o realiza actividades de naturaleza 
económica dentro del Polideportivo de Belén, corresponde verificar si tales actividades están 
expresamente autorizadas en el convenio, si se ajustan al reglamento municipal aplicable, si 
respetan la finalidad pública de las instalaciones y si cuentan con los controles administrativos, 
financieros, tributarios y operativos correspondientes.  Además, el artículo 179 del Código 



  

Municipal establece que los comités cantonales de deportes y recreación coordinan con la 
municipalidad la planificación estratégica de su gestión y que los recursos asignados deben 
orientarse a programas deportivos, recreativos, de estilos de vida saludable, mantenimiento y 
construcción de instalaciones. La misma norma contiene una regla de especial trascendencia 
para este caso al indicar: 
  

“Artículo 179.-  
(…)  
Toda inversión en infraestructura deportiva estará condicionada a su utilización en beneficio de 
la población, particularmente su disposición al uso público habitual y cotidiano. No podrán recibir 
dineros públicos instalaciones de acceso restringido.”  
Esta previsión legal no permite concluir automáticamente que en el caso concreto haya existido 
una infracción; sin embargo, sí exige revisar con especial cuidado si la forma real de uso del 
Polideportivo mantiene su destino público, habitual y cotidiano en beneficio de la población, o 
si, por el contrario, alguna práctica de acceso restringido, uso preferente, explotación económica 
o aprovechamiento particular pudiera resultar incompatible con el régimen jurídico aplicable a 
instalaciones deportivas municipales financiadas o administradas con recursos públicos.  
Desde la perspectiva tributaria, el artículo 4 inciso e) del Código Municipal atribuye a la 
municipalidad la potestad de percibir y administrar, en su carácter de administración tributaria, 
los tributos y demás ingresos municipales.   
En consecuencia, la determinación de si una persona física o jurídica requiere patente municipal, 
si desarrolla actividad lucrativa dentro del cantón, si existe omisión de declaración, morosidad, 
incumplimiento de deberes formales o posibilidad de fiscalización, corresponde primariamente 
a la Unidad Tributaria municipal, conforme a la normativa tributaria local aplicable y al 
procedimiento administrativo que corresponda.  Por ello, este criterio legal no puede sustituir el 
análisis técnico de la Unidad Tributaria. Lo jurídicamente procedente es que dicha dependencia 
emita un informe técnico en el que determine, al menos, si la sociedad anónima deportiva 
denunciada cuenta o no con licencia municipal; si las actividades señaladas constituyen 
actividad lucrativa gravable; desde cuándo se habrían desarrollado; si existen registros, 
declaraciones, pagos o gestiones previas; si procede fiscalización, prevención, determinación 
tributaria, cobro, sanción o alguna medida administrativa; y si existen limitaciones legales para 
actuar por prescripción, falta de prueba, inexistencia de hecho generador o cualquier otra 
circunstancia jurídicamente relevante.  
En cuanto al convenio mencionado en la gestión ciudadana, debe partirse de que el artículo 13 
inciso e) del Código Municipal atribuye al Concejo Municipal la competencia para celebrar 
convenios, comprometer fondos o bienes y autorizar egresos municipales, salvo las materias 
que correspondan a la Alcaldía conforme al régimen de contratación pública. A su vez, el artículo 
7 de la Ley General de Contratación Pública dispone: 
  
“ARTÍCULO 7- Régimen jurídico  
La actividad de contratación pública se rige por los principios propios de esta materia y por las 
normas del ordenamiento jurídico administrativo.  
La Administración podrá utilizar instrumentalmente cualquier figura contractual que constituya 
la mejor forma para la debida satisfacción del fin público, siempre que se justifique por acto 
motivado suscrito por el jerarca o por quien él delegue.  



  

El régimen de nulidades de la Ley 6227, Ley General de la Administración Pública, de 2 de mayo 
de 1978, se aplicará a la actividad contractual pública.”  
Asimismo, el artículo 8 de la Ley General de Contratación Pública establece que los principios 
generales de la contratación pública rigen transversalmente toda actividad contractual en que 
medie el empleo de fondos públicos y durante todo el ciclo de la compra pública, incluyendo los 
principios de integridad, valor por el dinero, transparencia, eficacia, eficiencia, igualdad, libre 
concurrencia, mutabilidad del contrato e intangibilidad patrimonial.  
A partir de dichas normas, cualquier convenio que permita el uso, aprovechamiento, 
administración, cesión o explotación de instalaciones públicas debe analizarse no solo desde 
su denominación formal, sino desde su contenido real, sus obligaciones, su finalidad pública, su 
plazo, su régimen de contraprestaciones, sus mecanismos de fiscalización, sus causales de 
terminación, sus reglas de prórroga y su compatibilidad con el régimen municipal, deportivo, 
tributario, presupuestario y de contratación pública aplicable.  En otras palabras, no basta con 
que el instrumento se denomine “convenio”; debe verificarse si, por su contenido y efectos, 
constituye efectivamente un convenio de colaboración, una autorización de uso, una cesión, una 
contratación, una relación de aprovechamiento de bien público o una figura jurídica distinta.  No 
obstante, con la documentación actualmente disponible no resulta jurídicamente posible afirmar 
la nulidad del convenio, recomendar su terminación inmediata o disponer la suspensión de sus 
efectos.   
Para llegar a una conclusión de esa naturaleza sería necesario contar, al menos, con copia 
íntegra del convenio, sus adendas, prórrogas, acuerdos de aprobación, expediente de 
ejecución, informes del Comité Cantonal de Deportes y Recreación, informes de la 
administración activa, criterio tributario y demás antecedentes que permitan verificar si el acto 
fue emitido por órgano competente, con motivo legítimo, contenido posible, finalidad pública, 
procedimiento válido y debida motivación.  La eventual nulidad de un acto o convenio 
administrativo debe analizarse conforme a la Ley General de la Administración Pública. El 
artículo 128 de dicho cuerpo normativo dispone: 
  
“Artículo 128.- Será válido el acto administrativo que se conforme sustancialmente con el 
ordenamiento jurídico, incluso en cuanto al móvil del funcionario que lo dicta.” 
  
Por su parte, el artículo 132 establece: 
  
“Artículo 132.-  
1. El contenido deberá ser lícito, posible, claro y preciso y abarcar todas las cuestiones de hecho 
y derecho surgidas del motivo, aunque no hayan sido debatidas por las partes interesadas.  
2. Deberá ser, además, proporcionado al fin legal y correspondiente al motivo, cuando ambos 
se hallen regulados.”  
Asimismo, el artículo 133 de la misma Ley establece: 
  
“Artículo 133.-  
1. El motivo deberá ser legítimo y existir tal y como ha sido tomado en cuenta para dictar el acto.  
2. Cuando no esté regulado deberá ser proporcionado al contenido y cuando esté regulado en 
forma imprecisa deberá ser razonablemente conforme con los conceptos indeterminados 
empleados por el ordenamiento.” 



  

  
Finalmente, el artículo 136 dispone:  
“Artículo 136.-  
1. Serán motivados con mención, sucinta al menos, de sus fundamentos:  
a) Los actos que impongan obligaciones o que limiten, supriman o denieguen derechos 
subjetivos; 
b) Los que resuelvan recursos;  
c) Los que se separen del criterio seguido en actuaciones precedentes o del dictamen de 
órganos consultivos; 
d) Los de suspensión de actos que hayan sido objeto del recurso;  
e) Los reglamentos y actos discrecionales de alcance general; y  
f) Los que deban serlo en virtud de ley. 
  
2. La motivación podrá consistir en la referencia explícita o inequívoca a los motivos de la 
petición del administrado, o bien a propuestas, dictámenes o resoluciones previas que hayan 
determinado realmente la adopción del acto, a condición de que se acompañe su copia.”  
De las normas anteriores se desprende que la revisión del convenio debe realizarse a partir del 
expediente y no a partir de afirmaciones generales. Si el convenio fue válidamente aprobado, 
cuenta con causa legítima, contenido lícito, finalidad pública y ejecución conforme al 
ordenamiento, no habría base jurídica para cuestionarlo.  Pero si del expediente se determina 
que el convenio permitió un aprovechamiento privado incompatible con el destino público de las 
instalaciones, omitió controles esenciales, encubrió una relación contractual sujeta a otro 
régimen jurídico, permitió una actividad lucrativa sin los permisos correspondientes, restringió 
indebidamente el uso público habitual o fue prorrogado sin sustento técnico y jurídico suficiente, 
entonces corresponderá a los órganos competentes valorar las medidas administrativas que 
resulten procedentes.  Desde la perspectiva de control interno, la Ley General de Control Interno 
establece que los entes y órganos sujetos a dicha ley deben disponer de sistemas de control 
interno aplicables, completos, razonables, integrados y congruentes con sus competencias. En 
lo conducente, el artículo 7 dispone: 
“Artículo 7º-Obligatoriedad de disponer de un sistema de control interno. Los entes y órganos 
sujetos a esta Ley dispondrán de sistemas de control interno, los cuales deberán ser aplicables, 
completos, razonables, integrados y congruentes con sus competencias y atribuciones 
institucionales. Además, deberán proporcionar seguridad en el cumplimiento de esas 
atribuciones y competencias; todo conforme al primer párrafo del artículo 3 de la presente Ley.” 
  
El artículo 8 de la misma ley define el sistema de control interno como una serie de acciones 
ejecutadas por la administración activa para proporcionar seguridad en la consecución de 
determinados objetivos, entre ellos: 
“a) Proteger y conservar el patrimonio público contra cualquier pérdida, despilfarro, uso indebido, 
irregularidad o acto ilegal. 
b) Exigir confiabilidad y oportunidad de la información.  
c) Garantizar eficiencia y eficacia de las operaciones.  
d) Cumplir con el ordenamiento jurídico y técnico.” 
  



  

En ese marco, los hechos denunciados sí ameritan una reacción institucional razonable, pues 
se refieren a posibles riesgos vinculados con el uso de bienes públicos, la eventual percepción 
o no percepción de tributos municipales, la ejecución de convenios, la utilización de 
instalaciones deportivas y la existencia de controles suficientes sobre sujetos públicos o 
privados que pudieran estar aprovechando instalaciones municipales.  No obstante, debe 
distinguirse cuidadosamente entre la responsabilidad de la administración activa y la función de 
la Auditoría Interna. El artículo 10 de la Ley General de Control Interno dispone: 
  
“Artículo 10.- Responsabilidad por el sistema de control interno. Serán responsabilidad del 
jerarca y del titular subordinado establecer, mantener, perfeccionar y evaluar el sistema de 
control interno institucional. Asimismo, será responsabilidad de la administración activa realizar 
las acciones necesarias para garantizar su efectivo funcionamiento.” 
  
A su vez, el artículo 12 establece:  
“Artículo 12.-Deberes del jerarca y de los titulares subordinados en el sistema de control interno. 
En materia de control interno, al jerarca y los titulares subordinados les corresponderá cumplir, 
entre otros, los siguientes deberes: 
  
a) Velar por el adecuado desarrollo de la actividad del ente o del órgano a su cargo.  
b) Tomar de inmediato las medidas correctivas, ante cualquier evidencia de desviaciones o 
irregularidades.  
c) Analizar e implantar, de inmediato, las observaciones, recomendaciones y disposiciones 
formuladas por la auditoría interna, la Contraloría General de la República, la auditoría externa 
y las demás instituciones de control y fiscalización que correspondan.  
d) Asegurarse de que los sistemas de control interno cumplan al menos con las características 
definidas en el artículo 7 de esta Ley.”  
  
De estas normas se desprende que la primera obligación de verificar, documentar, fiscalizar, 
prevenir, corregir y eventualmente iniciar procedimientos administrativos corresponde a la 
administración activa y a los titulares subordinados competentes.  La Auditoría Interna no 
sustituye a la administración activa, no administra, no resuelve expedientes tributarios, no 
ejecuta clausuras, no determina tributos, no dirige la gestión ordinaria del Comité Cantonal de 
Deportes y Recreación, ni decide por el Concejo Municipal la validez o invalidez de un convenio. 
Su papel es distinto: fiscaliza, asesora, advierte y evalúa el sistema de control interno, conforme 
a su independencia funcional y de criterio. 
  

El artículo 21 de la Ley General de Control Interno define la Auditoría Interna en los siguientes 
términos:  
“Artículo 21.-Concepto funcional de auditoría interna. La auditoría interna es la actividad 
independiente, objetiva y asesora, que proporciona seguridad al ente u órgano, puesto que se 
crea para validar y mejorar sus operaciones. Contribuye a que se alcancen los objetivos 
institucionales, mediante la práctica de un enfoque sistémico y profesional para evaluar y 
mejorar la efectividad de la administración del riesgo, del control y de los procesos de dirección 
en las entidades y los órganos sujetos a esta Ley. Dentro de una organización, la auditoría 
interna proporciona a la ciudadanía una garantía razonable de que la actuación del jerarca y la 



  

del resto, de la administración se ejecuta conforme al marco legal y técnico y a las prácticas 
sanas.” 
  
El artículo 22 de esa misma ley establece las competencias principales de la Auditoría Interna, 
entre ellas:  
“Artículo 22.-Competencias. Compete a la auditoría interna, primordialmente lo siguiente: 
a) Realizar auditorías o estudios especiales semestralmente, en relación con los fondos públicos 
sujetos a su competencia institucional, incluidos fideicomisos, fondos especiales y otros de 
naturaleza similar. Asimismo, efectuar semestralmente auditorías o estudios especiales sobre 
fondos y actividades privadas, de acuerdo con los artículos 5 y 6 de la Ley Orgánica de la 
Contraloría General de la República, en el tanto estos se originen en transferencias efectuadas 
por componentes de su competencia institucional.  
b) Verificar el cumplimiento, la validez y la suficiencia del sistema de control interno de su 
competencia institucional, informar de ello y proponer las medidas correctivas que sean 
pertinentes.  
c) Verificar que la administración activa tome las medidas de control interno señaladas en esta 
Ley, en los casos de desconcentración de competencias, o bien la contratación de servicios de 
apoyo con terceros; asimismo, examinar regularmente la operación efectiva de los controles 
críticos, en esas unidades desconcentradas o en la prestación de tales servicios. 
d) Asesorar, en materia de su competencia, al jerarca del cual depende; además, advertir a los 
órganos pasivos que fiscaliza sobre las posibles consecuencias de determinadas conductas o 
decisiones, cuando sean de su conocimiento.”  
A su vez, el artículo 25 de la Ley General de Control Interno establece una regla esencial para 
este caso:  
“Artículo 25.-Independencia funcional y de criterio. Los funcionarios de la auditoría interna 
ejercerán sus atribuciones con total independencia funcional y de criterio respecto del jerarca y 
de los demás órganos de la administración activa.”  
Esta norma impide que el Concejo Municipal ordene a la Auditoría Interna el contenido, alcance, 
oportunidad, metodología, resultado o sentido de una investigación. Por tanto, aunque el 
Concejo Municipal puede poner formalmente en conocimiento de la Auditoría Interna los hechos 
denunciados y solicitar que valore lo que corresponda dentro de su ámbito competencial, no 
resulta jurídicamente adecuado utilizar expresiones como “instruir a la Auditoría Interna para 
que investigue”, si ello pudiera interpretarse como una orden jerárquica sobre el ejercicio de sus 
competencias técnicas.  
Lo procedente, conforme a los artículos 21, 22 y 25 de la Ley General de Control Interno, es que 
el Concejo Municipal remita los antecedentes a la Auditoría Interna para que, con plena 
independencia funcional y de criterio, valore si corresponde atender el asunto mediante 
auditoría, estudio especial, servicio preventivo, asesoría, advertencia, incorporación al plan de 
trabajo o cualquier otra actuación compatible con la normativa técnica aplicable.   
Esta fórmula preserva el deber institucional de reacción ante posibles riesgos, sin afectar la 
independencia legalmente reconocida a la Auditoría Interna. 
  
Lo anterior se refuerza con el artículo 33 de la Ley General de Control Interno, según el cual:  
“Artículo 33.-Potestades. El auditor interno, el subauditor interno y los demás funcionarios de la 
auditoría interna tendrán, las siguientes potestades:  



  

(...)  
b) Solicitar, a cualquier funcionario y sujeto privado que administre o custodie fondos públicos 
de los entes y órganos de su competencia institucional, en la forma, las condiciones y el plazo 
razonables, los informes, datos y documentos para el cabal cumplimiento de su competencia. 
En el caso de sujetos privados, la solicitud será en lo que respecta a la administración o custodia 
de fondos públicos de los entes y órganos de su competencia institucional.  
c) Solicitar, a funcionarios de cualquier nivel jerárquico, la colaboración, el asesoramiento y las 
facilidades que demande el ejercicio de la auditoría interna.  
d) Cualesquiera otras potestades necesarias para el cumplimiento de su competencia, de 
acuerdo con el ordenamiento jurídico y técnico aplicable.”  
De dicha norma se desprende que, si la Auditoría Interna estima procedente intervenir dentro 
de su ámbito funcional, cuenta con potestades suficientes para requerir información al Comité 
Cantonal de Deportes y Recreación, a la administración activa, a la Unidad Tributaria, a 
funcionarios municipales y, en lo que corresponda, a sujetos privados que administren, 
custodien o utilicen fondos o bienes públicos sujetos a fiscalización. Pero la activación, 
delimitación y alcance de esas potestades corresponde a la Auditoría Interna, no al Concejo 
Municipal.  En consecuencia, desde el punto de vista jurídico, el acuerdo del Concejo Municipal 
debe ejecutarse mediante una ruta ordenada y respetuosa de competencias. La Unidad 
Tributaria debe emitir el informe técnico correspondiente sobre la eventual actividad lucrativa y 
la situación de patente municipal.  El Comité Cantonal de Deportes y Recreación de Belén debe 
remitir copia íntegra del convenio, sus adendas, prórrogas, acuerdos de aprobación, informes 
de ejecución, registros de uso de instalaciones, controles de acceso, ingresos percibidos y 
cualquier antecedente relevante.   
La administración activa debe informar sobre el uso real de las instalaciones públicas, los 
mecanismos de control existentes y la eventual existencia de autorizaciones administrativas.  Y 
la Auditoría Interna debe recibir los antecedentes para valorar, con plena independencia 
funcional y de criterio, si corresponde ejercer alguna de sus competencias fiscalizadoras, 
asesoras o preventivas.  Esta separación es relevante porque el Concejo Municipal no debe 
sustituir a la Unidad Tributaria en la determinación de obligaciones municipales, ni a la 
administración activa en la fiscalización ordinaria de convenios, ni al Comité Cantonal de 
Deportes y Recreación en la ejecución técnica de sus competencias, ni a la Auditoría Interna en 
la definición de sus estudios o servicios.  La función del Concejo, en esta etapa, consiste en 
requerir los insumos institucionales pertinentes, conocer los informes que correspondan, valorar 
sus resultados y adoptar, mediante acuerdo motivado, las medidas que legalmente procedan.  
En síntesis, los hechos denunciados justifican la apertura de una revisión institucional integral, 
pero no permiten todavía arribar a conclusiones definitivas sobre nulidad, responsabilidad, 
clausura, cobro tributario o terminación del convenio.  La actuación jurídicamente más prudente 
y ajustada al ordenamiento consiste en requerir informes diferenciados a las instancias 
competentes, poner los antecedentes en conocimiento de la Auditoría Interna sin afectar su 
independencia funcional y de criterio, y reservar cualquier decisión material sobre continuidad, 
modificación, no prórroga, suspensión, terminación o eventual impugnación del convenio para 
una etapa posterior, una vez que el Concejo Municipal cuente con expediente suficiente, 
informes técnicos y motivación adecuada. 
  



  

TERCERO: CONCLUSIONES Y RECOMENDACIONES.  De conformidad con las 
consideraciones de hecho y de Derecho expuestas, se concluye lo siguiente:  
1. Conforme a los artículos 4 inciso e) y 13 incisos b), e) y m) del Código Municipal, el Concejo 

Municipal posee competencia para conocer los hechos puestos en su conocimiento, en 
tanto se relacionan con el eventual uso de instalaciones públicas municipales, la revisión 
de convenios, la posible afectación de ingresos municipales y el conocimiento de informes 
técnicos o de auditoría que puedan derivarse de dichas actuaciones. 

2. Conforme a los artículos 173, 178 y 179 del Código Municipal, el Comité Cantonal de 
Deportes y Recreación de Belén es un órgano técnico desconcentrado de la Municipalidad, 
con personería jurídica instrumental, competente para administrar instalaciones deportivas 
municipales; no obstante, dicha administración debe sujetarse al reglamento municipal 
aplicable, a los deberes de rendición de cuentas, al control institucional y al destino público 
de las instalaciones deportivas. 

3. Conforme al artículo 4 inciso e) del Código Municipal, la determinación de si existe o no 
actividad lucrativa sujeta a patente municipal, así como la verificación de eventuales 
obligaciones tributarias, fiscalización, cobro, prevención, sanción o cualquier otra medida 
administrativa relacionada con tributos municipales, corresponde a la Unidad Tributaria 
municipal, por lo que el Concejo Municipal debe requerir el informe técnico correspondiente, 
por medio de la alcaldía municipal en su condición de jerarca administrativo, antes de 
adoptar cualquier decisión material sobre ese extremo.  

4. Conforme a los artículos 7, 8, 10, 12, 21, 22, 25 y 33 de la Ley General de Control Interno, 
los hechos expuestos justifican una revisión institucional desde la perspectiva del control 
interno; sin embargo, el Concejo Municipal no debe instruir ni dirigir a la Auditoría Interna 
sobre el contenido, alcance o resultado de una investigación, sino únicamente poner los 
antecedentes en su conocimiento para que dicha dependencia, con plena independencia 
funcional y de criterio, valore lo que corresponda dentro de sus competencias.  

5. Conforme al principio de legalidad regulado en el artículo 11 de la Ley General de la 
Administración Pública, no resulta jurídicamente procedente concluir, en esta etapa, la 
existencia de una nulidad del convenio, una infracción tributaria, una responsabilidad 
administrativa, una clausura o una sanción, sin contar previamente con expediente 
suficiente, informes técnicos, valoración tributaria, antecedentes del convenio y actuación 
de los órganos competentes conforme al debido procedimiento. 

6. Se recomienda al Concejo Municipal requerir al Comité Cantonal de Deportes y Recreación 
de Belén copia íntegra del convenio suscrito con la sociedad anónima deportiva, sus 
adendas, prórrogas, acuerdos de aprobación, informes de ejecución, controles de uso de 
instalaciones, registros de ingresos, condiciones de acceso y cualquier otro antecedente 
relacionado con el uso del Polideportivo de Belén. 

7. Se recomienda al Concejo Municipal valorar la conveniencia de trasladar copia de los 
antecedentes a la Alcaldía Municipal, para que, en el ejercicio de sus competencias como 
jerarca administrativo y por medio de las dependencias técnicas correspondientes, se 
determine lo que en derecho proceda respecto de la situación de patente municipal de la 
sociedad anónima deportiva, la naturaleza de las actividades denunciadas, la eventual 
existencia de actividad lucrativa gravable, el cumplimiento de obligaciones municipales y 
las posibles medidas administrativas aplicables conforme al ordenamiento jurídico. 



  

8. Se recomienda al Concejo Municipal poner formalmente en conocimiento de la Auditoría 
Interna los antecedentes del caso, para que, con plena independencia funcional y de 
criterio, valore si corresponde atender el asunto mediante auditoría, estudio especial, 
servicio preventivo, asesoría, advertencia o cualquier otra actuación compatible con la Ley 
General de Control Interno y la normativa técnica aplicable. 

9. Se recomienda al Concejo Municipal reservar cualquier decisión material sobre la 
continuidad, modificación, no prórroga, suspensión, terminación o eventual revisión de 
legalidad del convenio referido, hasta contar con los informes técnicos, tributarios, 
administrativos y de control que permitan adoptar un acuerdo debidamente motivado, 
proporcional y ajustado al bloque de legalidad.  

  
SE ACUERDA POR UNANIMIDAD:  PRIMERO:  Dar por recibido el oficio del Asesor Legal.  
SEGUNDO:  Aprobar las recomendaciones expuestas en el oficio.  TERCERO:  Conforme a los 
artículos 4 inciso e) y 13 incisos b), e) y m) del Código Municipal, el Concejo Municipal posee 
competencia para conocer los hechos puestos en su conocimiento, en tanto se relacionan con 
el eventual uso de instalaciones públicas municipales, la revisión de convenios, la posible 
afectación de ingresos municipales y el conocimiento de informes técnicos o de auditoría que 
puedan derivarse de dichas actuaciones.  CUARTO:  Conforme a los artículos 173, 178 y 179 
del Código Municipal, el Comité Cantonal de Deportes y Recreación de Belén es un órgano 
técnico desconcentrado de la Municipalidad, con personería jurídica instrumental, competente 
para administrar instalaciones deportivas municipales; no obstante, dicha administración debe 
sujetarse al reglamento municipal aplicable, a los deberes de rendición de cuentas, al control 
institucional y al destino público de las instalaciones deportivas.  QUINTO:  Conforme al artículo 
4 inciso e) del Código Municipal, la determinación de si existe o no actividad lucrativa sujeta a 
patente municipal, así como la verificación de eventuales obligaciones tributarias, fiscalización, 
cobro, prevención, sanción o cualquier otra medida administrativa relacionada con tributos 
municipales, corresponde a la Unidad Tributaria municipal, por lo que el Concejo Municipal debe 
requerir el informe técnico correspondiente, por medio de la Alcaldía Municipal en su condición 
de jerarca administrativo, antes de adoptar cualquier decisión material sobre ese extremo.  
SEXTO:  Conforme a los artículos 7, 8, 10, 12, 21, 22, 25 y 33 de la Ley General de Control 
Interno, los hechos expuestos justifican una revisión institucional desde la perspectiva del control 
interno; sin embargo, el Concejo Municipal no debe instruir ni dirigir a la Auditoría Interna sobre 
el contenido, alcance o resultado de una investigación, sino únicamente poner los antecedentes 
en su conocimiento para que dicha dependencia, con plena independencia funcional y de 
criterio, valore lo que corresponda dentro de sus competencias.  SETIMO:  Conforme al principio 
de legalidad regulado en el artículo 11 de la Ley General de la Administración Pública, no resulta 
jurídicamente procedente concluir, en esta etapa, la existencia de una nulidad del convenio, una 
infracción tributaria, una responsabilidad administrativa, una clausura o una sanción, sin contar 
previamente con expediente suficiente, informes técnicos, valoración tributaria, antecedentes 
del convenio y actuación de los órganos competentes conforme al debido procedimiento.  
OCTAVO:  Requerir al Comité Cantonal de Deportes y Recreación de Belén copia íntegra del 
convenio suscrito con la Sociedad Anónima Deportiva, sus adendas, prórrogas, acuerdos de 
aprobación, informes de ejecución, controles de uso de instalaciones, registros de ingresos, 
condiciones de acceso y cualquier otro antecedente relacionado con el uso del Polideportivo de 
Belén.  NOVENO:  Trasladar copia de los antecedentes a la Alcaldía Municipal, para que, en el 



  

ejercicio de sus competencias como jerarca administrativo y por medio de las dependencias 
técnicas correspondientes, se determine lo que en derecho proceda respecto de la situación de 
patente municipal de la Sociedad Anónima Deportiva, la naturaleza de las actividades 
denunciadas, la eventual existencia de actividad lucrativa gravable, el cumplimiento de 
obligaciones municipales y las posibles medidas administrativas aplicables conforme al 
ordenamiento jurídico.  DECIMO:  Poner formalmente en conocimiento de la Auditoría Interna 
los antecedentes del caso, para que, con plena independencia funcional y de criterio, valore si 
corresponde atender el asunto mediante auditoría, estudio especial, servicio preventivo, 
asesoría, advertencia o cualquier otra actuación compatible con la Ley General de Control 
Interno y la normativa técnica aplicable.  DECIMO PRIMERO:  Reservar cualquier decisión 
material sobre la continuidad, modificación, no prórroga, suspensión, terminación o eventual 
revisión de legalidad del convenio referido, hasta contar con los informes técnicos, tributarios, 
administrativos y de control que permitan adoptar un acuerdo debidamente motivado, 
proporcional y ajustado al bloque de legalidad.  DECIMO SEGUNDO:  Notificar al interesado.  

 
SE ACUERDA POR UNANIMIDAD, CON CUATRO VOTOS A FAVOR DE LOS MIEMBROS DE 
JUNTA: SRA. ROCIO MORA RODRIGUEZ, PRESIDENTA; SR. ESTEBAN QUIROS 
HERNANDEZ, VOCAL 1; SR. JUAN MANUEL GONZALEZ ATKINSON, VOCAL 2; SRA. SILVIA 
MARIN DURAN, VOCAL 3; SE ACUERDA: Primero: Solicitar al Lic. Carlos Lanzas Quesada, 
Asesor Legal Externo del CCDRB para que emita criterio referente al oficio MB-051-2026 del 
Lic. Luis Álvarez Chávez contenido en el oficio Ref.3319/2026. Segundo: Considerar en el 
análisis anteriormente solicitado la posibilidad o no de enviar al Concejo Municipal de Belén la 
propuesta del CONVENIO DE COOPERACIÓN, USO Y MANTENIMIENTO DE LA CANCHA 
DE FÚTBOL, CAMERINOS Y GRADERÍA DEL POLIDEPORTIVO ENTRE EL COMITÉ 
CANTONAL DE DEPORTES Y RECREACIÓN DE BELÉN - HEREDIA Y ESCORPIONES 
SOCIEDAD ANONIMA DEPORTIVA. PRESTAMO EN PRECARIO DE BIEN INMUEBLE 
PROPIEDAD DEL CCDR DE BELEN A CAMBIO DE MANTENIMIENTO, MEJORAS E 
INVERSIÓN. Tercero: Enviar al Concejo Municipal de Belén para su información.   
 
El Regidor Propietario Ulises Araya, cita que nada más para decir que ahí en ese informe lo que 
ellos señalan es que van a tomar en cuenta si lo envían o no, la propuesta. Yo diría que eso 
tiene que ver con Luis Álvarez, igual que el siguiente, Gilbert. 
 
El Presidente Municipal Gilberth Gonzalez, manifiesta que enviarle este oficio a Luis Álvarez, 
me parece que don Luis Álvarez fue muy claro en que el Concejo Municipal tiene que conocer 
el convenio, por qué volvérselo a enviar, los recursos son limitados, compañeros, en estos 
momentos, me parece a mí, y yo sí lo voy a hacer expreso acá que queden actas, que yo sí 
quedo a la espera del convenio que vayan a suscribir a ellos. Porque don Luis Álvarez fue muy 
claro en su MB que tenía que subir al Concejo Municipal. 
 
SE ACUERDA CON TRES VOTOS A FAVOR DE LOS REGIDORES Gilberth Gonzalez, 
Teresita Venegas, Lourdes Villalobos Y DOS EN CONTRA DE LOS REGIDORES Ana Betty 
Valenciano, Ulises Araya:  Dar por recibido el Oficio del Comité Cantonal de Deportes y 
Recreación de Belen.   



  

 
ARTÍCULO 5.  Se conoce el Oficio REF AA-0130-03-12-2026 de Edwin Antonio Solano Vargas 
Asistente Administrativo Secretario de Actas Junta Directiva Comité de Deportes y Recreación 
de Belén dirigido a Licda. Rebeca Venegas Valverde Administradora CCDRB con copia al 
Concejo Municipal. 
El suscrito secretario del Comité de Deportes y Recreación de Belén, le notifica el acuerdo 
tomado en Sesión Ordinaria N°12-2026, celebrada el lunes 29 de junio del dos mil veintiséis 
que literalmente dice: 
CAPITULO V. INFORME DE LA ADMINISTRACION GENERAL. 
ARTÍCULO 03. Se recibe oficio ADM-00188-2026 de Licda. Rebeca Venegas Valverde, 
Administradora CCDRB, de fecha 23 de junio del 2026 y que literalmente dice: Adjunto se remite 
el oficio ADM-00188-2026, el cual contiene la respuesta emitida por el Asesor Legal del CCDR 
de Belén, M.Sc. Carlos Lanzas Q., en relación con el oficio MB-051-2026 elaborado por el 
Asesor Legal del Concejo Municipal. Lo anterior para conocimiento y revisión de la Junta 
Directiva. 

Referencia: 
ANÁLISIS JURÍDICO SOBRE LA NATURALEZA DEL CONVENIO PROPUESTO CON 

ESCORPIONES CON VALORES DEL OESTE, S.A.D., Y RESPUESTA AL OFICIO MB-051-
2026 DEL CONCEJO MUNICIPAL DE BELÉN 

  
I. ANTECEDENTES Y OBJETO DE LA CONSULTA 

El Comité Cantonal de Deportes y Recreación de Belén (en adelante «el Comité» o «CCDRB») 
ha requerido a esta Asesoría Legal Externa criterio jurídico sobre la posibilidad de suscribir un 
nuevo convenio de uso y cooperación con la sociedad Escorpiones con Valores del Oeste, 
Sociedad Anónima Deportiva (en adelante «Escorpiones» o «la Sociedad»), que comprenda el 
préstamo de instalaciones deportivas del Polideportivo de Belén, en el marco del examen 
institucional derivado del Oficio MB-051-2026 del Asesor Legal del Concejo Municipal, Lic. Luis 
Álvarez Chávez, y del acuerdo adoptado por unanimidad en la Sesión Ordinaria N.° 33-2026 del 
Concejo Municipal de Belén. 
  
El presente criterio tiene por objeto: (a) establecer la naturaleza jurídica del instrumento 
propuesto; (b) determinar si dicho instrumento requiere aprobación del Concejo Municipal como 
condición de validez; (c) dar respuesta técnico-jurídica a los argumentos contenidos en el MB-
051-2026; y (d) formular la recomendación de actuación institucional que resulte más adecuada, 
desde el bloque de legalidad aplicable. 
  
Para la elaboración del presente criterio se han tenido a la vista los siguientes antecedentes 
documentales: 
• Criterio legal de Lanzas Abogados de fecha 01 de diciembre de 2025, sobre uso de 

instalaciones deportivas por sujetos privados y permisos de uso a título precario. 
• Criterio legal de Lanzas Abogados de fecha 12 de marzo de 2026 (Estado de la situación 

del convenio con Escorpiones con Valores del Oeste S.A.D.), sobre figuras jurídicas 
procedentes. 



  

• Criterio legal de Lanzas Abogados de fecha 06 de abril de 2026, con proyecto de convenio 
de cooperación uso precario. 

• Oficio DJ-051-2026 de la Dirección Jurídica de la Municipalidad de Belén, de fecha 28 de 
enero de 2026. 

• Oficio MB-051-2026 del Asesor Legal del Concejo Municipal, Lic. Luis Álvarez Chávez, con 
el acuerdo de la Sesión Ordinaria N.° 33-2026, celebrada el 2 de junio de 2026 y ratificada 
el 9 de junio de 2026. 

• Convenio de préstamo, cooperación, uso y mantenimiento de la cancha de fútbol, 
camerinos y gradería del Polideportivo de Belén. 

II. DISTINCIÓN CONCEPTUAL: CESIÓN EN ADMINISTRACIÓN VERSUS PERMISO DE USO 
A TÍTULO PRECARIO 

El error de fondo que subyace en la posición del Concejo Municipal —y que el propio oficio MB-
051-2026 no logra resolver de manera satisfactoria— consiste en tratar como jurídicamente 
equivalentes dos figuras que el ordenamiento distingue con precisión y que tienen naturaleza, 
efectos y régimen competencial distintos. Es indispensable abordar esta distinción antes de 
cualquier otro análisis. 

A. La cesión en administración (artículo 180 del Código Municipal) 
La cesión en administración implica la transferencia de la gestión integral de instalaciones 
deportivas a un tercero, quien pasa a ejercer las funciones propias del administrador. El artículo 
180 del Código Municipal, reformado por las Leyes N.° 10485 y N.° 10626, establece que las 
municipalidades, en coordinación con el CCDRB, pueden ceder en administración sus áreas 
deportivas y recreativas a organizaciones de desarrollo comunal constituidas por la Ley N.° 3859 
y a asociaciones de la Ley N.° 218. Esta cesión requiere, como condición de validez, la 
aprobación del Concejo Municipal.  Conforme a la jurisprudencia administrativa consolidada, la 
aprobación del Concejo Municipal en este supuesto no es una formalidad accesoria, sino un 
requisito de validez del acto de cesión, cuya omisión genera nulidad relativa saneable conforme 
al artículo 188 de la LGAP. Así lo reconoció incluso la Dirección Jurídica Municipal en el oficio 
DJ-051-2026. 
  

B. El permiso de uso a título precario (artículos 154 LGAP y 173 del Código Municipal) 
El permiso de uso a título precario es una figura jurídica de naturaleza y efectos radicalmente 
distintos. La Procuraduría General de la República lo ha definido como: 
  

"…un acto administrativo, revocable en todo momento sin derecho de 
resarcimiento a favor del permisionario, quien no tiene derechos frente al 
Estado. El Estado no tiene obligaciones para con el permisionario, excepto la 
de permitirle ejercitar la actividad a que se refiere el permiso. Se trata de un 
derecho precario producto de la simple tolerancia de la Administración, que 
actúa en ejercicio de un poder discrecional…" 

(Dictamen C-083-2000, del 28 de abril de 2000) 
La Sala Constitucional ha sido igualmente clara: 
  



  

"La precariedad de todo derecho o permiso de uso, es consustancial a la figura 
y alude a la posibilidad que la administración, en cualquier momento lo revoque, 
ya sea por la necesidad del Estado de ocupar plenamente el bien, por 
construcción de una obra pública al igual que por razones de seguridad, 
higiene, estética, todo ello en la medida que, si llega a existir una contraposición 
de intereses entre el fin del bien y el permiso otorgado, debe prevalecer el uso 
natural de la cosa pública." 

(Sentencia N.° 2306-1991, de las 14:34 horas del 6 de noviembre de 1991) 
  
El artículo 173 del Código Municipal habilita expresamente al CCDRB para «ceder el uso de sus 
instalaciones deportivas o recreativas a otras organizaciones, conforme lo establece esta ley». 
Esta habilitación legal es directa, no está condicionada a la aprobación del Concejo Municipal, 
y constituye el fundamento normativo específico del permiso de uso precario en el ámbito 
cantonal deportivo. 
  
La distinción entre ambas figuras puede resumirse en el siguiente cuadro comparativo: 

Criterio Cesión en administración Permiso de uso precario 

Fundamento normativo Artículo 180 del Código 
Municipal (Ley 10626) 

Artículos 154 LGAP y 173 
Código Municipal 

Transferencia de gestión Sí — el tercero administra No — el CCDRB retiene la 
administración 

Beneficiarios habilitados ADC (Ley 3859) y 
Asociaciones (Ley 218) 

Cualquier administrado 
(PGR, C-360-2021) 

Aprobación del Concejo Requisito de validez No requerida 

Revocabilidad Rescisión contractual Revocable unilateralmente 
en cualquier momento 

Naturaleza del acto Bilateral — contrato Unilateral — acto 
discrecional 

Responsabilidad sobre 
instalaciones 

Se transfiere parcialmente al 
tercero 

Permanece íntegramente en 
el CCDRB 

  
III. NATURALEZA JURÍDICA DEL CONVENIO PROPUESTO 

El proyecto de convenio elaborado por esta Asesoría Legal y presentado mediante criterio del 
06 de abril de 2026 reúne todos los elementos que la jurisprudencia constitucional y 
administrativa exigen para calificarlo como permiso de uso a título precario, y no como cesión 
en administración. Esta calificación no depende de la denominación que las partes le asignen 
al instrumento, sino de su contenido real y sus efectos jurídicos, conforme al principio de 
prevalencia de la realidad sobre la forma.  Los elementos determinantes que confirman la 
naturaleza del convenio propuesto como permiso de uso precario son los siguientes: 
  



  

1. El CCDRB mantiene en todo momento el dominio directo, la titularidad y la 
responsabilidad administrativa plena sobre las instalaciones (Cláusulas Sexta y Décimo Novena 
del proyecto). Esto es incompatible con una cesión en administración, que implica transferencia 
de la gestión. 
2. El uso cedido está temporalmente limitado a un máximo de veintiséis (26) horas 
semanales, lo que confirma que el Comité retiene la gestión y disposición ordinaria de las 
instalaciones durante el resto del tiempo. 
3. El convenio es revocable en cualquier momento por razones de oportunidad o 
conveniencia, sin responsabilidad pecuniaria para el CCDRB (Cláusula Décimo Novena), lo cual 
es la característica definitoria del permiso de uso precario conforme al artículo 154 LGAP. 
4. La Sociedad no adquiere ningún derecho real sobre las instalaciones, ni puede invocar 
indemnización por las mejoras realizadas al finalizar el acuerdo. 
5. Las instalaciones continúan afectas a su fin público de deporte y recreación, y su uso 
por parte de la Sociedad debe ser compatible con ese fin, siendo el CCDRB quien fiscaliza y 
controla el cumplimiento de dicha condición. 
6. El convenio no delega competencias del CCDRB en la Sociedad, sino que le autoriza el 
uso de un espacio específico para el desarrollo de una actividad deportiva concreta y 
determinada. 
  
La propia Dirección Jurídica Municipal reconoció esta distinción en el oficio DJ-051-2026, al 
señalar expresamente que «en el convenio se hace alusión expresa al hecho de que lo que se 
está cediendo es un permiso de uso, mas no la administración de las instalaciones deportivas 
per se.» La Contraloría General de la República, en el oficio DFOE-DL-0699 (8524) de 31 de 
julio de 2016, estableció con claridad la imposibilidad de que los CCDR suscribieran convenios 
con entidades de derecho privado para coadministrar instalaciones, pero reconoció 
expresamente el permiso de uso precario como la excepción válida. Este criterio contralor no 
fue modificado por las reformas posteriores al artículo 180 del Código Municipal, que únicamente 
ampliaron el universo de beneficiarios para las cesiones en administración, sin alterar el régimen 
del permiso de uso. 
  
IV. ANÁLISIS Y RESPUESTA AL OFICIO MB-051-2026 Y AL ACUERDO N.° 33-2026 
A. Sobre la presunta inhabilitación de la Sociedad Anónima Deportiva como parte del convenio 
El acuerdo del Concejo Municipal sostiene que únicamente las Asociaciones de Desarrollo 
Comunal y las Asociaciones Ley N.° 218 pueden ser beneficiarias de convenios de uso de 
instalaciones municipales. Este argumento es jurídicamente. La restricción del artículo 180 del 
Código Municipal (reforma Ley 10626) aplica exclusivamente a las cesiones en administración, 
no a los permisos de uso precario. Para estos últimos, la Procuraduría General de la República 
fue explícita en el dictamen C-360-2021 al señalar que «el beneficiario de este tipo de permiso 
puede ser cualquier administrado (sujeto de Derecho Privado) dado que lo determinante será el 
tipo de actividad y la finalidad perseguida.»  Escorpiones con Valores del Oeste, Sociedad 
Anónima Deportiva, es una persona jurídica cuya finalidad primordial es la práctica deportiva, lo 
cual la hace plenamente compatible con el fin público al que están afectas las instalaciones del 
Polideportivo de Belén. La Procuraduría General de la República confirmó esta compatibilidad 
en el dictamen C-136-2000 al señalar que lo deportivo debe constituir la finalidad primordial de 
este tipo de sociedades. 



  

B. Sobre el requisito de aprobación del Concejo Municipal 
El acuerdo N.° 33-2026 y el criterio del Lic. Álvarez parte del supuesto de que el convenio 
propuesto requiere aprobación del Concejo Municipal como condición de validez. Este supuesto 
es jurídicamente equivocado por las siguientes razones:  
El artículo 180 del Código Municipal exige aprobación del Concejo únicamente para las cesiones 
en administración a ADC y Asociaciones Ley 218. El instrumento propuesto es un permiso de 
uso precario, no una cesión en administración. En consecuencia, el requisito de aprobación del 
artículo 180 no le resulta aplicable.  
El artículo 173 del Código Municipal habilita directamente al CCDRB para ceder el uso de sus 
instalaciones, sin condicionar ese acto a la aprobación del Concejo Municipal. El CCDRB, como 
órgano técnico desconcentrado con personería jurídica instrumental, tiene competencia propia 
en esta materia, derivada directamente de la ley.  
El permiso de uso precario es, por definición jurídica, un acto unilateral de la Administración (en 
este caso, del CCDRB), que no requiere la concurrencia de otro órgano para su 
perfeccionamiento. Así lo ha establecido la Procuraduría General de la República en reiterada 
jurisprudencia administrativa (dictámenes C-083-2000, C-213-98, C-155-2003, OJ-144-2001, 
entre otros).  
El Reglamento para la Organización y Funcionamiento del CCDRB, en su artículo 61, establece 
que la Junta Directiva del CCDRB es el órgano competente para autorizar el uso de las 
instalaciones y firmar los convenios correspondientes. Esa disposición reglamentaria no puede 
ser contradicha por una interpretación extensiva del artículo 180, que amplíe su ámbito de 
aplicación más allá de lo que el texto legal establece, ello con ocasión al principio de 
inderogabilidad singular del reglamento. 

E. Sobre la preocupación por el destino público de las instalaciones 
El acuerdo del Concejo Municipal hace referencia a testimonios de vecinos que afirman haber 
sido excluidos del uso del Polideportivo durante los horarios de Escorpiones. Esta preocupación 
es legítima y merece una respuesta institucional seria, pero no jurídicamente puede traducirse 
en un requisito de aprobación del Concejo sobre el convenio. 
  
El artículo 179 del Código Municipal establece que toda inversión en infraestructura deportiva 
estará condicionada a su utilización en beneficio de la población, y que no podrán recibir dineros 
públicos instalaciones de acceso restringido. Esta norma no prohíbe el permiso de uso precario 
a entidades deportivas privadas, pero sí exige que ese permiso no desnaturalice el destino 
público de las instalaciones. 
  
El proyecto de convenio propuesto por esta Asesoría responde precisamente a esa exigencia: 
limita el uso de Escorpiones a 26 horas semanales, establece expresamente que el resto del 
tiempo las instalaciones deben estar disponibles para los munícipes y organizaciones sociales 
del cantón (Cláusula Tercera), e incluye mecanismos de fiscalización trimestral y potestades de 
revocación inmediata ante incumplimientos graves. Estos elementos garantizan que el destino 
público de las instalaciones se preserve en todo momento. 
  



  

V. RECOMENDACIÓN DE ACTUACIÓN INSTITUCIONAL 
Con base en el análisis precedente, esta Asesoría Legal Externa formula las siguientes 
recomendaciones a la Junta Directiva del CCDRB: 
PRIMERA: Calificación formal del instrumento.  El nuevo convenio que el CCDRB suscriba con 
Escorpiones debe ser calificado y denominado formalmente como «Convenio de Cooperación y 
Permiso de Uso a Título Precario», con referencia expresa en sus considerandos al artículo 154 
de la LGAP y al artículo 173 del Código Municipal como fundamento habilitante. Esta calificación 
debe quedar consignada en el acuerdo de Junta Directiva que lo apruebe, precisando que el 
instrumento no constituye una cesión en administración en los términos del artículo 180 del 
Código Municipal. 
SEGUNDA: Competencia de la Junta Directiva para su aprobación.  La Junta Directiva del 
CCDRB es el órgano competente para aprobar el convenio propuesto, sin que sea jurídicamente 
necesaria la aprobación del Concejo Municipal como condición de validez del acto. Esta posición 
se fundamenta en el artículo 173 del Código Municipal, en el artículo 154 de la LGAP, en la 
reiterada jurisprudencia de la PGR sobre la naturaleza unilateral del permiso de uso precario, y 
en el artículo 61 del Reglamento de Organización y Funcionamiento del CCDRB. 
TERCERA: Remisión de conocimiento al Concejo Municipal (no de aprobación).  No obstante, 
lo anterior, en virtud del principio de transparencia institucional y en atención al contexto político 
e institucional generado por el acuerdo N.° 33-2026 del Concejo Municipal, se recomienda a la 
Junta Directiva remitir el convenio aprobado al Concejo Municipal para su conocimiento, 
conforme a las circulares AM-C-008-2008 y AM-C-009-2014. Esta remisión no implica reconocer 
que el Concejo tenga potestad decisoria sobre el acto, sino que constituye un gesto de 
coordinación interorgánica que reduce el riesgo de conflicto institucional y fortalece la 
transparencia en el manejo de bienes públicos cantonales. En el oficio de remisión, el CCDRB 
debe dejar constancia expresa de que el convenio ha sido aprobado en ejercicio de la 
competencia propia de la Junta Directiva conforme al artículo 173 del Código Municipal, y que 
la remisión se realiza en cumplimiento de los deberes de rendición de cuentas, no como requisito 
de validez. 
CUARTA: Ajustes al proyecto de convenio de abril 2026.  El proyecto de convenio elaborado 
por esta Asesoría en el criterio del 06 de abril de 2026 debe incorporar los siguientes ajustes 
para maximizar su solidez jurídica: 
  
• En el considerando PRIMERO, añadir referencia expresa a que el instrumento se 
formaliza como permiso de uso a título precario al amparo del artículo 154 de la LGAP y del 
artículo 173 del Código Municipal, precisando que el CCDRB no cede la administración de las 
instalaciones, sino únicamente el dominio útil por tiempo limitado y en horarios específicos. 
• En la Cláusula Décimo Novena, reforzar la redacción de la revocabilidad para que quede 
claro que el CCDRB puede revocar el convenio por razones de oportunidad o conveniencia, sin 
responsabilidad pecuniaria, sin requerir la concurrencia del Concejo Municipal para ese acto. 
• En la Cláusula Vigésima, eliminar cualquier redacción que pueda interpretarse como 
garantía de estabilidad o prórroga automática a favor de la Sociedad. Las prórrogas deben estar 
sujetas a valoración discrecional expresa de la Junta Directiva del CCDRB, previo informe de 
fiscalización. 



  

• Incluir una cláusula de prevalencia del uso público que establezca expresamente que, 
en cualquier momento en que el interés público cantonal así lo demande, el CCDRB podrá 
modificar, restringir o revocar el permiso de uso, con preaviso razonable a la Sociedad. 
QUINTA: Impulso de reforma reglamentaria.  Se recomienda al CCDRB impulsar ante el 
Concejo Municipal la aprobación de un reglamento específico de uso de instalaciones deportivas 
que regule de manera general y objetiva el otorgamiento de permisos de uso precario, el 
establecimiento de tarifas diferenciadas por tipo de usuario y uso, y las condiciones especiales 
para entidades deportivas. Esta iniciativa, que sí es competencia exclusiva del Concejo 
Municipal conforme a los artículos 4 y 13 del Código Municipal, servirá para enmarcar 
institucionalmente los convenios futuros y reducir el riesgo de cuestionamiento político o jurídico. 
  

VI. CONCLUSIONES 
Con fundamento en el análisis desarrollado, esta Asesoría Legal Externa concluye lo siguiente: 
  
1. El instrumento propuesto por esta Asesoría es un permiso de uso a título precario, 
regulado por el artículo 154 de la LGAP y habilitado por el artículo 173 del Código Municipal, y 
no una cesión en administración en los términos del artículo 180 del mismo cuerpo normativo. 
2. Al no tratarse de una cesión en administración, el convenio propuesto no requiere la 
aprobación del Concejo Municipal como condición de validez. La Junta Directiva del CCDRB es 
el órgano competente para aprobarlo y suscribirlo, en ejercicio de sus competencias legales 
propias. 
3. Escorpiones con Valores del Oeste, Sociedad Anónima Deportiva, puede ser 
beneficiaria de un permiso de uso precario sobre instalaciones deportivas municipales, dado 
que su finalidad primordial es la práctica del deporte, lo cual la hace compatible con el fin público 
al que están afectas dichas instalaciones. 
4. El oficio MB-051-2026 del Asesor Legal del Concejo Municipal y el acuerdo N.° 33-2026 
incurren en un error de calificación jurídica al aplicar al permiso de uso precario los requisitos 
de validez que el artículo 180 reserva para la cesión en administración, confundiendo dos figuras 
de naturaleza y régimen distintos. 
5. La remisión del convenio al Concejo Municipal para su conocimiento es una medida de 
transparencia y coordinación interorgánica que esta Asesoría recomienda, no como requisito de 
validez, sino como práctica de buena gobernanza en el manejo de bienes públicos municipales. 
6. El proyecto de convenio de abril 2026 es jurídicamente viable y adecuado, con los 
ajustes indicados en la recomendación CUARTA del presente criterio. 
  
El presente criterio legal es una opinión jurídica de carácter no vinculante, emitida en el ejercicio 
de la asesoría legal externa contratada por el CCDRB. Su contenido podrá ser adicionado, 
aclarado o modificado ante nuevos elementos de hecho o de derecho que se pongan en 
conocimiento de esta Asesoría. Suscribe, 
  
CON FIRMEZA SE ACUERDA POR UNANIMIDAD, CON CINCO VOTOS A FAVOR DE LOS 
MIEMBROS DE JUNTA: SRA. ROCIO MORA RODRIGUEZ, PRESIDENTA; SR. LUIS HERNAN 
CARDENAS ZAMORA, VICEPRESIDENTE; SR. ESTEBAN QUIROS HERNANDEZ, VOCAL 1; 
SR. JUAN MANUEL GONZALEZ ATKINSON, VOCAL 2; SRA. SILVIA MARIN DURAN, VOCAL 
3; SE ACUERDA: Primero: Instruir a la Administración a presentar ante esta Junta Directiva la 



  

revisión actualizada a la nueva normativa y la justificación del posible convenio de cooperación 
para uso y mantenimiento de instalaciones entre la Asociación Escorpiones con Valores del 
Oeste S.A.D y el CCDRB, para luego ser enviado al Concejo Municipal de Belén para su 
aprobación Segundo: Enviar al Concejo Municipal de Belén como respuesta al oficio Ref/3319-
2026.Tercero Incluir en el expediente administrativo. 
 
La Regidora Propietaria Ana Betty Valenciano, determina que yo creo que, en este oficio, el AA-
130 del Comité Cantonal de Deportes, este sí debería ir al Asesor Legal porque ellos acá no 
están respondiendo lo que el Concejo Municipal en su momento acordó y que fue por 
recomendación del Asesor Legal. 
 
SE ACUERDA CON TRES VOTOS A FAVOR DE LOS REGIDORES Gilberth Gonzalez, 
Teresita Venegas, Lourdes Villalobos Y DOS EN CONTRA DE LOS REGIDORES Ana Betty 
Valenciano, Ulises Araya:  Dar por recibido el Oficio del Comité Cantonal de Deportes y 
Recreación de Belen.   
 
ARTÍCULO 6.  Se conoce el Oficio REF AA-0133-06-12-2026 de Edwin Antonio Solano Vargas 
Asistente Administrativo Secretario de Actas Junta Directiva Comité de Deportes y Recreación 
de Belén dirigido a Carolina Quirós Méndez Presidenta Asociación de Gimnasia Artística de 
Belén S con copia Licda. Rebeca Venegas Valverde Administradora CCDRB, Concejo Municipal 
y a Sra. Zeneida Chaves Fernández, Alcaldesa Municipalidad de Belén. 
El suscrito secretario del Comité de Deportes y Recreación de Belén, le notifica el acuerdo 
tomado en Sesión Ordinaria N°12-2026, celebrada el lunes 29 de junio del dos mil veintiséis 
que literalmente dice: 
CAPITULO VI. LECTURA, EXAMEN Y TRAMITACION DE LA CORRESPONDENCIA. 
ARTÍCULO 06. Se recibe oficio AMB-M-345-2026 de Zeneida Chavez Fernández Alcaldesa 
Municipalidad de Belén., de fecha 15 de junio del 2026 y que literalmente dice: Asunto: Hemos 
recibido el correo electrónico, con fecha del 11 de junio de 2026, suscrito por la señora Carolina 
Quirós Méndez, Presidenta Asociación de Gimnasia Artística de Belén; ingresado a nuestra 
institución a través de la Unidad de Servicio al Cliente bajo el trámite N°2414-2026; por cuyo 
intermedio solicita una reunión con la Dirección Administrativa Financiera, Alcaldía y la Dirección 
Jurídica.  Al respecto, después de revisar la documentación mencionada, la remitimos para su 
conocimiento y les solicitamos coordinar la audiencia solicitada, ya que es un tema de la Junta 
Directiva de este comité, con la finalidad de atender debidamente este tema según corresponda 
y proceder con las gestiones precisas de conformidad con lo establecido para brindar la 
respuesta oportuna en el plazo determinado. 
Texto del mail enviado por Carolina Quiros Méndez:  Por este medio hago solicitud formal de 
reunión con su persona, Don Jorge González y sus abogados. Para tratar 5 puntos: 
1. Informe del Comité Cantonal adjunto al acta 3201-2026, derecho de respuesta y entrega de 
documentación de respaldo a Municipalidad y Auditoria. 
2. Denuncia formal sobre acciones en contra de la Asociación Deportiva de Gimnasia y afines 
por parte de funcionarios públicos y del Comité Cantonal. Entrega de pruebas y denuncia a la 
Municipalidad y, a la Auditoria. 
3. Revisión de los incumplimientos al contrato de Arrendamiento de Asociación Deportiva de 
Gimnasia Artística de Belen. Entrega de respaldos a la Municipalidad y a la auditoria. 



  

4. Revisión del status del Plano eléctrico que se requiere para la renovación del permiso de 
salud. Pendiente por 8 meses. Entrega de denuncia y respaldos a la Municipalidad y a la 
auditoria. 
5. Permanencia o salida de la Asociación Deportiva de Gimnasia Artística de Belén de nuestro 
Cantón. Situación de atletas y sus familias, pasos a seguir. 
Señora Zeneida Chaves durante 14 meses usted se ha negado a atendernos en todo momento, 
incluso prefirió reunirse con personas que no forman parte de esta entidad hace 7 años y que 
durante su administración hicieron quebrar la Asociación y prácticamente cerrarla. Nosotros 
somos una entidad Belemita que ha estado al servicio de la comunidad durante 16 años y sus 
representantes actuales somos ciudadanos Belemitas, con propiedades en Belen y que 
pagamos impuestos en Belén. Los atropellos, las mentiras, los ataques y el daño a nuestros 
niños, sus familias, nuestros directivos y personal es demasiado. 
 
CON FIRMEZA SE ACUERDA POR UNANIMIDAD, CON CINCO VOTOS A FAVOR DE LOS 
MIEMBROS DE JUNTA: SRA. ROCIO MORA RODRIGUEZ, PRESIDENTA; SR. LUIS HERNAN 
CARDENAS ZAMORA, VICEPRESIDENTE; SR. ESTEBAN QUIROS HERNANDEZ, VOCAL 1; 
SR. JUAN MANUEL GONZALEZ ATKINSON, VOCAL 2; SRA. SILVIA MARIN DURAN, VOCAL 
3; SE ACUERDA: Primero: Dar audiencia, según lo solicitado por la Sra. Alcaldesa Zeneida 
Chaves Fernández a la Sra. Carolina Quiros Méndez presidenta de la junta directiva de la 
Asociación Deportiva Gimnasia Artística Belén para el día 24 de agosto del 2026, previa 
presentación por escrito y de forma oficial de las denuncias indicadas y sus respectivos 
respaldos. Segundo: Solicitar a la alcaldía de la Municipalidad de Belén el acompañamiento de 
un asesor o un representante en esta reunión. Tercero: Remitir copia de este acuerdo a la 
Alcaldía Municipal y al Concejo Municipal de Belén para su información. 
 
El Regidor Propietario Ulises Araya, denuncia que anotar que esta audiencia se la pidieron a la 
Alcaldesa, pero la Alcaldesa se la redirigió al Comité Cantonal de Deportes y Recreación.  Aquí 
lo que evidentemente ha pasado es que ha existido una ausencia de motivación de firmar el 
convenio como se acordó. Creo que en lugar de esperar a que la Asociación se cansara y 
renunciara, debió haberse buscado por parte de la Alcaldía la mediación para que se firmara el 
convenio. Pero lamentablemente en esta nota es claro y evidente que la Alcaldesa rehusó 
reunirse con la Junta de la Asociación. 
 
La Alcaldesa Municipal Zeneida Chaves, sugiere que creo que las interpretaciones quedan de 
más. Te las respeto, pero no las comparto. 
 
El Regidor Propietario Ulises Araya, ratifica que no es un tema de interpretación, es un tema de 
que a usted le pidieron la audiencia y usted la denegó dándosela al Comité Cantonal de 
Deportes. La carta es clara, cualquier vecino puede acceder a ella porque es pública. No es 
interpretación, es hecho. 
 
El Presidente Municipal Gilberth Gonzalez, siente que no es denegada, Ulises, el tema es que 
es un tema administrativo del Comité Cantonal de Deportes. Hemos hecho varias sesiones de 
trabajo y aquí en la última sesión se llegó a un acuerdo. Ella fue la que no quiso firmar. 
 



  

SE ACUERDA CON TRES VOTOS A FAVOR DE LOS REGIDORES Gilberth Gonzalez, 
Teresita Venegas, Lourdes Villalobos Y DOS EN CONTRA DE LOS REGIDORES Ana Betty 
Valenciano, Ulises Araya:  Dar por recibido el Oficio del Comité Cantonal de Deportes y 
Recreación de Belen.   
 
ARTÍCULO 7.  Se conoce el Oficio REF AA-0134-07-12-2026 de Edwin Antonio Solano Vargas 
Asistente Administrativo Secretario de Actas Junta Directiva Comité de Deportes y Recreación 
de Belén dirigido a Carolina Quirós Méndez Presidenta Asociación de Gimnasia Artística de 
Belén con copia Licda. Rebeca Venegas Valverde Administradora CCDRB y al Concejo 
Municipal. 
El suscrito secretario del Comité de Deportes y Recreación de Belén, le notifica el acuerdo 
tomado en Sesión Ordinaria N°12-2026, celebrada el lunes 29 de junio del dos mil veintiséis 
que literalmente dice: 
CAPITULO VI. LECTURA, EXAMEN Y TRAMITACION DE LA CORRESPONDENCIA. 
ARTÍCULO 07. Se recibe oficio Ref.3510/2026 de Ana Patricia Murillo Delgado, Dpto. secretaria 
del Concejo Municipal, de fecha 17 de junio del 2026 y que literalmente dice: La suscrita 
Secretaría del Concejo Municipal de Belén, le notifica el acuerdo tomado, en la Sesión Ordinaria 
No.35-2026, celebrada el nueve de junio del dos mil veintiséis y ratificada el dieciséis de junio 
del año dos mil veintiséis, que literalmente dice: 

CAPÍTULO V 

INFORMES DE LOS ASESORES DEL CONCEJO MUNICIPAL. 

ARTÍCULO 10.  Se conoce el Oficio MB-052-2026 del Asesor Legal Lic. Luis Álvarez. De 
conformidad con el requerimiento del Concejo Municipal mediante oficio N° Ref. 2304/2026, del 
22 de abril del 2026 , N° 2330/2026, del 29 de abril del 2026 y 2902/2026 del 14 de mayo de 
2026; procede esta asesoría legal a emitir las siguientes consideraciones, aclarando de previo 
que los alcances del presente pronunciamiento constituyen una mera opinión jurídica que no 
involucra un pronunciamiento de carácter obligatorio y vinculante, el cual puede ser adicionado 
o aclarado por éste órgano asesor en caso de que así se requiera, indicando además que se 
basa en los aspectos consultados y limitado al estudio del expediente y documentos remitidos 
a estudio. 
  
PRIMERO: OBJETO DE LA CONSULTA.  Criterio legal con relación a la procedencia de 
integrar, en un único instrumento normativo, el borrador de convenio remitido a la Asesoría Legal 
del Concejo Municipal junto con la propuesta presentada por la Asociación de Gimnasia de 
Belén, a efectos de consolidar ambos textos en una versión unificada, coherente y jurídicamente 
consistente.  En atención a lo anterior, se remite el proyecto de convenio elaborado para el caso 
concreto, conforme a Derecho.  No obstante, si se solicita la redacción de una propuesta de 
convenio, se adjunta un borrador anexo al presente informe para análisis y valoración de todas 
las partes. 
  

CONVENIO DE PRÉSTAMO DE USO Y MANTENIMIENTO DE INSTALACIONES 
DEPORTIVAS Y RECREATIVAS 

  



  

Entre nosotros, el Comité Cantonal de Deportes y Recreación de Belén, órgano colegiado 
adscrito a la Municipalidad de Belén, con personería jurídica instrumental, cédula jurídica 
número ___________, debidamente representado por ___________________________, 
mayor de edad, portador(a) de la cédula de identidad número ___________, en su condición de 
___________________________, en adelante denominado EL COMITÉ; y la Asociación 
Deportiva de Gimnasia Artística de Belén, asociación constituida al amparo de la Ley N° 218, 
debidamente inscrita en el Registro de Asociaciones bajo la cédula jurídica número 3-002-
358783, representada en este acto por ___________________________, mayor de edad, 
portador(a) de la cédula de identidad número ___________, en su condición de 
___________________________, en adelante denominada LA ASOCIACIÓN; se conviene 
celebrar el presente CONVENIO DE PRÉSTAMO DE USO Y MANTENIMIENTO DE 
INSTALACIONES DEPORTIVAS Y RECREATIVAS, el cual se regirá por las siguientes 
cláusulas: 
  
PRIMERA: FUNDAMENTO LEGAL.  El presente convenio se suscribe con fundamento en lo 
dispuesto en los artículos 173 y 180 del Código Municipal, los artículos 53 y 55 de la Ley N°7800, 
Ley del Deporte y la Recreación, la Ley N° 218, Ley de Asociaciones, el reglamento municipal 
aplicable al funcionamiento del Comité Cantonal de Deportes y Recreación de Belén, y demás 
normativa conexa, y queda sujeto a la aprobación expresa del Concejo Municipal de Belén, 
conforme lo exige el ordenamiento jurídico vigente. 
  
SEGUNDA: OBJETO DEL CONVENIO.  El presente convenio tiene por objeto otorgar a la 
Asociación el préstamo de uso, a título gratuito y sin transmisión de dominio, solo la bodega 1 
A de las instalaciones deportivas y recreativas propiedad de la Municipalidad de Belén, bajo la 
administración del COMITÉ, que a continuación se describen:  
Número de finca: ________________________________  
Área total de la finca: ___________________________ m²  
Área específica a prestar objeto del préstamo de uso: ___________________________ m²  
Ubicación exacta (provincia, cantón, distrito, señas): ________________________. 
Las instalaciones descritas serán destinadas exclusivamente al desarrollo de actividades 
deportivas, formativas y recreativas vinculadas a la práctica de la gimnasia artística, en beneficio 
de la comunidad del cantón de Belén, conforme a los fines estatutarios la Asociación y al interés 
público que justifica el uso de bienes de dominio público.  El presente préstamo de uso no 
confiere a la Asociación derecho real alguno, ni genera expectativa de permanencia indefinida 
sobre el bien. 
  
TERCERA: NATURALEZA JURÍDICA Y AUSENCIA DE ÁNIMO DE LUCRO.  El presente 
convenio tiene naturaleza administrativa y se celebra sin ánimo de lucro, por cuanto el uso de 
las instalaciones se orienta exclusivamente al cumplimiento de una finalidad pública de carácter 
deportivo, recreativo y formativo.  Cualquier ingreso económico que la Asociación obtenga como 
consecuencia de las actividades desarrolladas en las instalaciones objeto de este convenio 
deberá destinarse de manera exclusiva al mantenimiento, mejora y conservación de dichas 
instalaciones, así como al fortalecimiento de los programas deportivos cantonales, quedando 
prohibida la distribución de beneficios patrimoniales entre sus asociados. 
  



  

CUARTA: AUTORIZACIÓN PARA EL COBRO DE IMPORTES.  De conformidad con el artículo 
180 del Código Municipal y los artículos 53 y 55 de la Ley N°7800, se autoriza a la Asociación 
a cobrar importes o tarifas aprobadas previamente por la Municipalidad, por concepto de 
servicios deportivos brindados a terceros en las instalaciones cedidas en uso, siempre que los 
recursos obtenidos se destinen exclusivamente a los fines establecidos en el presente convenio.  
La asociación se obliga a presentar bajo fe de juramento un detalle de las tarifas que se han 
venido cobrando en los últimos años a los atletas, incluyendo las tarifas cuando se cancelaban 
dos bodegas y luego una bodega. La asociación se obliga a aplicar en un cien por ciento el 
monto correspondiente a los alquileres que se dejan de percibir por los arrendamientos que ha 
venido cancelado a la Municipalidad, reflejándolas en las tarifas en beneficio de los atletas, para 
lo cual debe presentar de previo a la firma del convenio una propuesta de tarifas que refleje el 
ajuste en un porcentaje del 23,6% . Este porcentaje que deberá reflejarse de forma uniforme en 
todas las tarifas que cobre la Asociación a los atletas, quedando prohibido hacer hacer 
distorsiones de ningún tipo. 
  
QUINTA: OBLIGACIONES DE LA ASOCIACIÓN.  Son obligaciones de LA ASOCIACIÓN:  
a)La asociación se obliga a presentar bajo fe de juramento un detalle de las tarifas que se han 
venido cobrando en los últimos años a los atletas. La asociación se obliga a aplicar en un cien 
por ciento el monto correspondiente a los alquileres que se dejan de percibir reflejándolas en 
las tarifas en beneficio de a los atletas, para lo cual debe presentar de previo una propuesta de 
tarifas que refleje el ajuste de las mismas con las sumas dejadas de cancelar por 
arrendamientos. 
b) Comunicar al Comité la programación anual de eventos oficiales y asimismo de las 
actividades y programas propios de su disciplina, para evitar contraposición de horarios en el 
uso de las instalaciones deportivas. Esta programación podrá ser revisada trimestralmente en 
coordinación con la administración y respetar el horario de uso de las instalaciones deportivas 
aprobado por la Junta Directiva del Comite. Cualquier modificación de horario o solicitud 
extraordinaria de tiempo adicional deberá de solicitarse por escrito por lo menos con una 
semana de anticipación a la Administración del Comite. 
c) Solicitar al Comité autorización para realización de cualquier actividad deportiva y recreativa 
en la cual se requiera la utilización de áreas de las instalaciones del Polideportivo no 
contempladas en la cláusula primera de este convenio.  
d) Cumplir con el mantenimiento limpieza, ornato y seguridad de la bodega 1-A ubicada costado 
este del Polideportivo de Belén. 
e) Respetar la capacidad máxima prevista por las autoridades para las instalaciones deportivas 
y recreativas.  
f)  No ceder en calidad de alquiler o préstamo a terceros las instalaciones para ningún evento. 
En caso de competiciones, torneos o entrenamientos federados debe haber aprobación anterior 
del CCDRB y el cualquier tipo de cobro excepto alquiler lo debe realizar la Asociación. 
g) Desarrollar programas deportivos y recreativos a efecto de impulsar masivamente la práctica 
del deporte y la recreación en el cantón con la finalidad de promover el desarrollo integral de los 
(as) belemitas. 
h) Velar por la debida organización y desarrollo de los eventos y actividades que realice 
directamente en las instalaciones descritas en la cláusula primera, liberar de toda 
responsabilidad civil contractual y extracontractual al Comité, por eventuales siniestros, pérdida 



  

de objetos, robos, hurtos o accidentes que ocurran en las instalaciones dadas en préstamo, 
durante el desarrollo de los eventos y actividades por ella organizados. 
i) Responder civilmente por los daños que se le ocasionen a las instalaciones del Polideportivo 
de Belén descritas en la cláusula primera y eventualmente las que se permitan utilizar según lo 
dispuesto en el inciso d, lo anterior para eventos masivos no contemplados en horario habitual. 
En ese sentido se descarta el menoscabo que sufran las instalaciones por el uso normal y 
desgaste natural de las mismas.  
j) Velar por el cumplimiento del ordenamiento jurídico y las normas técnicas que regulan el uso 
de instalaciones deportivas y recreativas. 
k) Presentar cuando así lo solicite el CCDRB una verificación de los libros legales y contables 
de la asociación en presencia de los representantes legales, además de una certificación fiel y 
exacta de los mismos que, previa verificación quedará en custodia del CCDRB y se anexará al 
expediente administrativo; además de lo anterior deberá presentar las certificaciones estados 
financieros cuando así lo requiera el COMITÉ, el Concejo Municipal de Belén o la Auditoría 
Interna de la Municipalidad. 
l) Utilizar las instalaciones únicamente para los fines autorizados en el presente convenio. 
m) Asumir el mantenimiento ordinario de las instalaciones objeto del préstamo de uso. 
n) Ejecutar las mejoras necesarias, previa coordinación y autorización del COMITÉ. 
o) Cumplir con la normativa municipal, reglamentos internos y disposiciones técnicas dictadas 
por el COMITÉ. 
p) Rendir cuentas sobre el uso de los recursos generados, conforme a los mecanismos de 
control que establezca la Municipalidad de Belén. 
  
SEXTA: OBLIGACIONES DEL COMITÉ.  Corresponde al COMITÉ:  
a) Supervisar el uso adecuado de las instalaciones conforme a criterios técnicos y al interés 
público. 
b) Proponer la construcción de obras nuevas que se deben realizar en las instalaciones 
deportivas y recreativas. 
c) Autorizar o denegar la colocación de rótulos en las instalaciones deportivas y recreativas o 
en los alrededores de estas, siempre que se obtenga un beneficio económico. 
d) Velar porque se cumpla con la limpieza y mantenimiento de las áreas comunes del 
Polideportivo. 
e) Ejercer la fiscalización del uso de las instalaciones deportivas y recreativas.  
f) Pagar mensualmente el servicio eléctrico, correspondiente a los espacios físicos e 
instalaciones deportivas y recreativas que correspondan, como una forma de facilitar el acceso 
de los munícipes a dichas instalaciones, para su disfrute y uso adecuado. No obstante, lo 
anterior, se deben establecer los controles y registros adecuados, para evitar el uso irracional 
de tales servicios. 
g) Cumplir con el ordenamiento jurídico y las normas técnicas que regulan el uso de 
instalaciones deportivas y recreativas. 
h) Establecer en forma conjunta con la Asociación los horarios para el uso de las instalaciones 
descritas en la Cláusula Primera de este Convenio.  
i) Se debe facilitar el uso reglado de las referidas instalaciones a los munícipes y a las 
organizaciones sociales del cantón. La normativa aplicable para el uso de la instalación de 
gimnasia debe aprobarse en conjunto entre el CCDRB y la Asociación. 



  

J) Solicitar cuando así lo crea necesario una verificación de los libros legales y contables de la 
asociación en presencia de los representantes legales, además de una certificación de los 
mismos que quedara en custodia del CCDRB y se anexara al expediente administrativo  
k) Respetar los horarios propuestos por la Asociación de Gimnasia Artística Belén una vez 
aprobados por el Comité. 
l) Respetar que el uso de los aparatos y equipos de gimnasia está supeditado a las actividades 
de la Asociación exclusivamente y que los mismos no pueden ser utilizados para otro fin 
diferente a los establecidos y autorizados por la Asociación. Los equipos de gimnasia podrán 
ser utilizados solamente bajo la supervisión y aprobación escrita de la Asociación. 
Con relación a los equipos y aparatos de gimnasia artística, se establece lo siguiente: 

l1. ⁠ ⁠Régimen de Propiedad y Restricción de Uso: Los equipos y aparatos de gimnasia artística 

ubicados dentro de la Bodega numero 1-A son propiedad privada y para uso exclusivo de la 
Asociación y no forman parte del inmueble municipal. Por tal razón, dichos bienes muebles no 
podrán ser objeto de alquiler, cesión, préstamo, gravamen o cualquier otro compromiso por parte 
del COMITÉ en el ejercicio de su potestad de uso reglado. 

l2. ⁠ ⁠Movimiento de Equipos: Dada la naturaleza especializada, la complejidad y el alto costo de 

los equipos de gimnasia artística, estos no podrán ser desarmados o removidos de la Bodega 
numero 1-A más de una vez por año natural a solicitud del Comité en cuyo caso deberá avisar 
con al menos un mes de antelación, salvo acuerdo expreso entre las partes. 

l3. ⁠ ⁠Responsabilidad y Costos de Movimiento: En caso de requerirse el movimiento temporal de 

los aparatos por solicitud de EL COMITE por más de una vez al año, este asumirá la totalidad 
de los costos derivados del proceso, incluyendo, pero no limitándose a los gastos de desarmado, 
reinstalación y bodegaje temporal (si fuere necesario). El proceso de movimiento, desarmado y 
reinstalación será ejecutado exclusivamente por el personal técnico calificado de la Asociación 
o por el tercero que esta designe, garantizando la pericia necesaria para la manipulación 
adecuada de los bienes. 

l4. ⁠ ⁠Responder civilmente por los daños que se le ocasionen a los equipos y materiales de la 

Asociación en caso aprobación de actividades usando los equipos, también responder por los 
daños causados los equipos por personal que este realizando reparaciones aprobadas para el 
Comité Cantonal de Belén.  
l5. La Asociación deberá suscribir una póliza que proteja y custodie los equipos en caso de un 
eventual siniestro o robo. 
m) Coordinar con la Municipalidad de Belén los aspectos generales relacionados con la 
administración de las instalaciones deportivas. 
n) Brindar acompañamiento técnico y administrativo a la Asociación para la correcta ejecución 
del convenio. 
  
SETIMA: NO SE RECONOCE DERECHO REAL A FAVOR DE LA ASOCIACION.  El presente 
Convenio no supone el reconocimiento de ningún derecho real a favor de la Asociación, por ser 
los inmuebles en los que se han construido las instalaciones deportivas y recreativas bienes de 
dominio público, que se caracterizan por ser imprescriptibles, intransferibles e inalienables y de 
uso precario. 
  



  

OCTAVA: PLAZO.  El plazo del presente convenio es de un año, sin perjuicio que el mismo 
pueda prorrogarse por plazos similares pudiendo ser prorrogado previo acuerdo expreso de las 
partes y con la aprobación del Concejo Municipal de Belén, hasta completar cuatro años a partir 
de su firma. 
  
NOVENA: MODIFICACIÓN Y TERMINACIÓN ANTICIPADA.  Cualquier modificación al 
presente convenio deberá constar por escrito y contar con la aprobación del Concejo Municipal 
de Belén.  El convenio podrá darse por terminado de forma anticipada por incumplimiento grave 
de sus cláusulas, previa audiencia a la Asociación y mediante resolución debidamente motivada. 
  
DECIMA: FISCALIZACIÓN Y RENDICIÓN DE CUENTAS.  El uso de las instalaciones y la 
administración de los recursos derivados del presente convenio estarán sujetos a los 
mecanismos de fiscalización, control y rendición de cuentas que establezcan la Municipalidad 
de Belén y el Comité Cantonal de Deportes y Recreación, conforme a la normativa vigente. El 
Comité por intermedio de su funcionario(a) señor (a) Administrador (a) General del CCDRB y el 
presidente de la Asociación Deportiva de Gimnasia Artística Belén, fiscalizarán la ejecución del 
presente Convenio.  Para esos efectos, el referido funcionario (a) realizará en forma anual a 
partir de la firma del presente Convenio una evaluación del mismo.  Si en la evaluación se estima 
que el uso y el destino de las instalaciones deportivas y recreativas no se ajustan al pactado, el 
Comité tendrá la facultad de iniciar la resolución contractual del presente convenio.   
  
DECIMA PRIMERA: RESOLUCION CONTRACTUAL. El presente Convenio podrá ser resuelto 
por el incumplimiento de cualquiera de las cláusulas incorporadas al mismo, para lo cual se 
observará en lo aplicable lo dispuesto en los artículos 204 y 205 del Reglamento a la Ley de 
Contratación Administrativa.   
  
DECIMA SEGUNDA: RESCISION CONTRACTUAL. Cualquiera de las partes, podrá rescindir 
unilateralmente el presente convenio, por razones de interés público, caso fortuito o fuerza 
mayor debidamente acreditadas. Para tales efectos se pondrá en conocimiento de la contraparte 
el acto administrativo motivado, para que en un plazo de tres meses aporte sus argumentos y 
alegaciones, cumplido lo anterior de persistir el motivo que origina la rescisión, se otorgará un 
plazo prudencial para finalizar el convenio.  
  
DÉCIMA TERCERA: APROBACIÓN Y EFICACIA.  El presente convenio entrará en vigor una 
vez aprobado por el Concejo Municipal de Belén mediante acuerdo firme y suscrito por las 
partes, y será de acatamiento obligatorio durante toda su vigencia. 
  
Firmado en la ciudad de ___________, a los ___________ días del mes de ___________ del 
año ___________. 
  
Por el COMITÉ CANTONAL DE DEPORTES Y RECREACIÓN DE BELÉN  
Nombre: ___________________________   
Cargo: ___________________________   
Firma: ___________________________ 

  



  

Por la ASOCIACIÓN DEPORTIVA DE GIMNASIA ARTÍSTICA DE BELÉN  
Nombre: ___________________________ 

Cargo: ___________________________   
Firma: ___________________________ 

  

SE ACUERDA POR UNANIMIDAD:  PRIMERO:  Dar por recibido el Oficio del Asesor Legal.  
SEGUNDO:  Aprobar el convenio con la siguiente corrección:  CUARTA: AUTORIZACIÓN PARA 
EL COBRO DE IMPORTES en el porcentaje de disminución de las tarifas léase correctamente 
“22.6%” 

  
CON FIRMEZA SE ACUERDA POR UNANIMIDAD, CON CINCO VOTOS A FAVOR DE LOS 
MIEMBROS DE JUNTA: SRA. ROCIO MORA RODRIGUEZ, PRESIDENTA; SR. LUIS HERNAN 
CARDENAS ZAMORA, VICEPRESIDENTE; SR. ESTEBAN QUIROS HERNANDEZ, VOCAL 1; 
SR. JUAN MANUEL GONZALEZ ATKINSON, VOCAL 2; SRA. SILVIA MARIN DURAN, VOCAL 
3; SE ACUERDA: Primero: Aprobar la propuesta de CONVENIO DE PRÉSTAMO DE USO Y 
MANTENIMIENTO DE INSTALACIONES DEPORTIVAS Y RECREATIVAS aprobado en el 
oficio Ref/3510 por el Concejo Municipal de Belén. Segundo: Solicitar a la Junta Directiva de la 
Asociación Deportiva de Gimnasia Artística Belén la presentación de los documentos 
actualizados al 30 de junio del 2026 solicitados en el Convenio en un plazo no mayor de tres 
días hábiles lo anterior de manera oficial y consolidada: Clausula 4) Autorización para el cobro 
de importes: La asociación se obliga a presentar bajo fe de juramento un detalle de las tarifas 
que se han venido cobrando en los últimos años a los atletas. La asociación se obliga a aplicar 
en un cien por ciento el monto correspondiente a los alquileres que se dejan de percibir 
reflejándolas en las tarifas en beneficio a los atletas, para lo cual debe presentar de previo una 
propuesta de tarifas que refleje el ajuste de las mismas con las sumas dejadas de cancelar por 
arrendamientos. Clausula 5) Obligaciones de la Asociación inciso k. Presentar al CCDRB para 
verificación de los libros legales y contables de la asociación en presencia de los representantes 
legales, además de una certificación fiel y exacta de los mismos que, previa verificación quedará 
en custodia del CCDRB y se anexará al expediente administrativo; además de lo anterior deberá 
presentar las certificaciones estados financieros. Clausula 6. Inciso i-5: Presentar el inventario 
del equipamiento que actualmente cuenta la Asociación Deportiva de Gimnasia Artística Belén 
que eventualmente serán incluidos para la suscrición de la póliza que proteja y custodie los 
equipos en caso de un eventual siniestro o robo. Tercero: No se considerarán para el estudio 
de la firma del posible convenio documentos anteriores presentados. Cuarto: Enviar copia de 
este acuerdo al Concejo Municipal de Belén para su información. 
 
SE ACUERDA CON TRES VOTOS A FAVOR DE LOS REGIDORES Gilberth Gonzalez, 
Teresita Venegas, Lourdes Villalobos Y DOS EN CONTRA DE LOS REGIDORES Ana Betty 
Valenciano, Ulises Araya:  Dar por recibido el Oficio del Comité Cantonal de Deportes y 
Recreación de Belen.   
 
ARTÍCULO 8.  Se conoce el Oficio REF AA-0139-12-12-2026 de Edwin Antonio Solano Vargas 
Asistente Administrativo Secretario de Actas Junta Directiva Comité de Deportes y Recreación 



  

de Belén dirigido a Licda. Rebeca Venegas Valverde Administradora CCDRB con copia a al 
Concejo Municipal. 
El suscrito secretario del Comité de Deportes y Recreación de Belén, le notifica el acuerdo 
tomado en Sesión Ordinaria N°12-2026, celebrada el lunes 29 de junio del dos mil veintiséis 
que literalmente dice: 
CAPITULO VI. LECTURA, EXAMEN Y TRAMITACION DE LA CORRESPONDENCIA. 
ARTÍCULO 12. Se recibe oficio Ref.3604/2026 de Ana Patricia Murillo Delgado, Dpto. secretaria 
del Concejo Municipal, de fecha 24 de junio del 2026 y que literalmente dice: La suscrita 
Secretaría del Concejo Municipal de Belén, le notifica el acuerdo tomado, en la Sesión Ordinaria 
No.36-2026, celebrada el dieciséis de junio del dos mil veintiséis y ratificada el veintitrés de junio 
del año dos mil veintiséis, que literalmente dice:                      

CAPÍTULO III 

ASUNTOS DE TRÁMITE URGENTE A JUICIO DEL PRESIDENTE MUNICIPAL 

El Presidente Municipal Gilberth González, plantea los siguientes asuntos: 

ARTÍCULO 4.  Acuerdos pendientes de la Auditoría Interna por parte del Concejo Municipal.  

Informe Recomendación Acuerdo 

AAI-03-2015 De conformidad con lo establecido en 
párrafos precedentes, y según los criterios 
jurídicos mencionados, el Concejo como 
máximo jerarca del Comité Cantonal de 
Deportes y Recreación, debe velar por el 
pleno cumplimiento a lo establecido en la Ley 
de Contratación Administrativa y su 
Reglamento, en lo referente a evitar posibles 
incompatibilidades y conflictos de intereses. 
Además, de propiciar la observancia de los 
principios de probidad y transparencia, 
estipulados en la Ley contra la corrupción y 
el Enriquecimiento Ilícito, No.8422. 
   
 En aras de fortalecer el control interno y el 
cumplimiento normativo y de ética, se deben 
evitar situaciones que pueden propiciar 
incompatibilidades en contrataciones, 
conflicto de intereses y falta de probidad. Por 
lo cual, en casos que puedan suscitarse, si 
un regidor participa en una votación, en la 
que se trata algún aspecto asociado con 
alguna contratación, en el que podría tener 
algún interés o participación directa o 
indirecta, de algún familiar, incluso ir más allá 
y no solo discriminar si el mismo fue realizado 

Solicitar al asesor legal que 
en 20 días hábiles formule un 
acuerdo para suprimir la 
participación y votación de 
regidores en temas de 
Contrataciones, donde 
pueda existir conflictos de 
interés. 



  

al amparo de alguna excepción a los 
procedimientos de contratación, como por 
ejemplo el caso del animus beneficiando, y 
evitar a priori este tipo de situaciones. 

AAI-06-2019 

  
1. En lo sucesivo la Administración y el 
Concejo Municipal deben evitar realizar este 
tipo de prácticas, cuando no se disponga de 
los recursos presupuestados necesarios 
para poder llevarlas a cabo, que al final 
podría haber menguado la oportunidad de 
capacitación para los funcionarios de la 
municipalidad. 

Ratificar el acuerdo del Acta 
25-2026 

Artículo 28. 

AAI-06-2019 8. El Concejo Municipal debe ejercer un 
estricto control sobre su presupuesto con el 
fin de asegurarse que cuenta con los 
recursos necesarios que le permitan adquirir 
los bienes y servicios para el desarrollo de 
sus funciones, sin recurrir al uso de partidas 
presupuestarias que pertenezcan a la 
administración. 

PRIMERO: solicitar criterio 
de la metodología a seguir a 
la Dirección Administrativa 
Financiera para la 
elaboración del presupuesto 
del Concejo Municipal, 
donde se determinen los 
responsables de su control y 
administración. SEGUNDO: 
se comunique 
periódicamente el estado de 
ejecución de los recursos, 
para la toma de decisiones 
en cuanto a modificaciones 
que se requieran a lo largo 
del periodo que corresponda. 

INF-AI-03-2-
2020 

Por lo anterior, la Administración Superior 
debe coordinar con los responsables de la 
atención directa de las recomendaciones 
para que éstas presenten la documentación 
soporte de las acciones realizadas cada una 
de las recomendaciones emitidas por la 
Auditoría, con el fin de evidenciar su gestión. 
Además, en caso de que la situación de 
alguna recomendación cambie, es 
responsabilidad sustentarlo y comunicarlo de 
forma oportuna a esta Auditoría, para realizar 
el debido seguimiento y evaluación del 
estado correspondiente. 

Solicitar a la unidad de 
Ciudades Inteligentes valorar 
una plataforma o bien un 
cartel de licitación para la 
contratación de una app o 
herramienta más eficiente y 
automatizada que permita un 
control de vencimientos de 
recomendaciones de forma 
más fácil. 



  

INF-AI-03-2-
2020 

Por lo anterior, se debe definir para cada 
recomendación que ha emitido la Auditoría, y 
a futuro para cada una de las 
recomendaciones, el responsable y la fecha 
prevista de implementación y el plan de 
acción cuando se requiera, que le permita 
tener el control y un adecuado seguimiento 
de cada recomendación, y a su vez con ello 
se contribuya al fortalecimiento del control 
interno institucional. 

Se Elabora Plan de Acción, 
con fechas, actividades y 
responsables de la 
implementación, mismo que 
se estará subiendo en el 
segundo semestre de este 
2026 

INF-AI-03-2-
2020 

Presentar la documentación soporte de las 
acciones realizadas para implementar cada 
una de las recomendaciones emitidas por la 
Auditoría, con el fin de evidenciar su gestión 
de seguimiento y fortalecimiento del control. 
Además, en caso de que la situación de 
alguna recomendación se modifique o 
cambie, es su responsabilidad sustentarlo y 
comunicarlo a esta Auditoría. 

Se Elabora Plan de Acción, 
con fechas, actividades y 
responsables de la 
implementación, mismo que 
se estará subiendo en el 
segundo semestre de este 
2026 

INF-AI-03-2-
2020 

Definir los mecanismos para que se 
implementen las recomendaciones en el 
corto plazo, procurar un control continuo y 
efectivo, con el fin de fortalecer el control 
interno de la Municipalidad, además de 
cumplir con sus responsabilidades 
establecidas en la Ley. 

PRIMERO: Solicitar a la 
administración y al comité 
Cantonal de Deportes y 
Recreación de Belén definir 
los mecanismos, 
responsables y actividades 
para que se implementen las 
recomendaciones en el corto 
plazo, procurar un control 
continuo y efectivo, con el fin 
de fortalecer el control 
interno de la Municipalidad. 
SEGUNDO: Remitir a este 
concejo municipal para su 
información. 

  

SE ACUERDA POR UNANIMIDAD:  PRIMERO:  Dar por recibido los 8 acuerdos.  SEGUNDO:  
Aprobarlos para que la Vicepresidenta y el Presidente Municipal puedan subirlos a Síguelo.  
TERCERO:  Notificar a todas las unidades. 

  
CON FIRMEZA SE ACUERDA POR UNANIMIDAD, CON CINCO VOTOS A FAVOR DE LOS 
MIEMBROS DE JUNTA: SRA. ROCIO MORA RODRIGUEZ, PRESIDENTA; SR. LUIS HERNAN 
CARDENAS ZAMORA, VICEPRESIDENTE; SR. ESTEBAN QUIROS HERNANDEZ, VOCAL 1; 
SR. JUAN MANUEL GONZALEZ ATKINSON, VOCAL 2; SRA. SILVIA MARIN DURAN, VOCAL 
3; SE ACUERDA: Primero: Solicitar a la Administración del CCDRB los avances referentes para 



  

definir los mecanismos, responsables y actividades para que se implementen las 
recomendaciones en el corto plazo, procurar un control continuo y efectivo, con el fin de 
fortalecer el control interno de la Municipalidad. SEGUNDO: Remitir al Concejo Municipal para 
su información. 
 
SE ACUERDA POR UNANIMIDAD:  Dar por recibido el Oficio del Comité Cantonal de Deportes 
y Recreación de Belen.   
 
ARTÍCULO 9.  Se conoce el Oficio REF AA-0141-14-12-2026 de Edwin Antonio Solano Vargas 
Asistente Administrativo Secretario de Actas Junta Directiva Comité de Deportes y Recreación 
de Belén. 
El suscrito secretario del Comité de Deportes y Recreación de Belén, le notifica el acuerdo 
tomado en Sesión Ordinaria N°12-2026, celebrada el lunes 29 de junio del dos mil veintiséis 
que literalmente dice: 
CAPITULO VI. LECTURA, EXAMEN Y TRAMITACION DE LA CORRESPONDENCIA. 
ARTÍCULO 14. Se recibe oficio Ref.3619/2026 de Ana Patricia Murillo Delgado, Dpto. secretaria 
del Concejo Municipal, de fecha 24 de junio del 2026 y que literalmente dice: La suscrita 
Secretaría del Concejo Municipal de Belén, le notifica el acuerdo tomado, en la Sesión Ordinaria 
No.36-2026, celebrada el dieciséis de junio del dos mil veintiséis y ratificada el veintitrés de junio 
del año dos mil veintiséis, que literalmente dice: 

CAPÍTULO V 
LECTURA, EXAMEN Y TRAMITACIÓN DE LA CORRESPONDENCIA. 

ARTÍCULO 19.  Se conoce el Oficio SCMH-276-2021 de Katherine Campos Porras Secretaria 
Concejo Municipal de Hojancha, concejo@munihojancha.com 

Conocido el oficio SM-492-2026 remitido por el Concejo Municipal de Esparza, relacionado con 
el cambio del modelo de los Juegos Deportivos Nacionales de una modalidad anual a una 
modalidad bianual, este Concejo Municipal manifiesta su respaldo a las gestiones realizadas 
por dicho gobierno local ante el ICODER.  Asimismo, se considera de interés público contar con 
información técnica y criterios institucionales que fundamenten esta decisión, así como conocer 
las medidas que se implementarán para evitar afectaciones en los procesos de formación 
deportiva, la permanencia de los atletas en las distintas disciplinas y las oportunidades de 
participación de la población deportiva, especialmente de las categorías menores.  En 
consecuencia, el Concejo Municipal de Hojancha acuerda: 
1. Brindar su apoyo al acuerdo adoptado por el Concejo Municipal de Esparza en relación con 
las consultas planteadas al ICODER sobre la implementación del modelo bianual de los Juegos 
Deportivos Nacionales. 
2. Solicitar al ICODER que considere los impactos que esta modificación podría generar en los 
Comités Cantonales de Deportes y Recreación, atletas, entrenadores y procesos deportivos 
cantonales. 
3. Instar al ICODER a mantener informados a los Gobiernos Locales y Comités Cantonales de 
Deportes sobre las acciones, estrategias y ajustes que se implementarán para garantizar la 
continuidad y fortalecimiento del desarrollo deportivo nacional. 
4. Remitir certificación del presente acuerdo al ICODER, y a todos los Concejo Municipales del 
país para su apoyo.  
  

mailto:concejo@munihojancha.com


  

SE ACUERDA POR UNANIMIDAD:  Dar por recibido el oficio.  SEGUNDO:  Solicitar al Comité 
Cantonal de Deportes y Recreación un análisis sobre esta situación. 
  
CON FIRMEZA SE ACUERDA POR UNANIMIDAD, CON CINCO VOTOS A FAVOR DE LOS 
MIEMBROS DE JUNTA: SRA. ROCIO MORA RODRIGUEZ, PRESIDENTA; SR. LUIS HERNAN 
CARDENAS ZAMORA, VICEPRESIDENTE; SR. ESTEBAN QUIROS HERNANDEZ, VOCAL 1; 
SR. JUAN MANUEL GONZALEZ ATKINSON, VOCAL 2; SRA. SILVIA MARIN DURAN, VOCAL 
3; SE ACUERDA: Dar por recibido e indicar al Concejo Municipal de Belén que el modelo de 
realización de los Juegos Nacionales de manera bianual es de momento una propuesta que se 
encuentra en análisis, por lo que no es procedente manifestarse oficialmente sobre este tema. 
 
El Regidor Propietario Ulises Araya, pronuncia que de parte de muchos atletas hay bastante 
disconformidad porque esto, lejos de ser una propuesta que esté sobre la mesa, pareciera ser 
ya una decisión tomada. Yo, en apoyo y solidaridad con los atletas que trabajan, entrenan todos 
los años para poder participar de estas justas, más bien diría que apoyemos a la Municipalidad 
Esparza en esta moción que presentaron. 
 
SE ACUERDA CON TRES VOTOS A FAVOR DE LOS REGIDORES Gilberth Gonzalez, 
Teresita Venegas, Lourdes Villalobos Y DOS EN CONTRA DE LOS REGIDORES Ana Betty 
Valenciano, Ulises Araya:  Dar por recibido el Oficio del Comité Cantonal de Deportes y 
Recreación de Belen.    
 
INFORME DE LA AUDITORIA INTERNA. 
 
ARTÍCULO 10.  Se conoce el Oficio OAI-228-2026 de Licda. Maribelle Sancho García Auditora 
Interna. ASUNTO: REMISIÓN DEL INFORME INF-AI-05-2026.  Para su conocimiento, le remito 
el Informe INF-AI-05-2026 “Auditoría de Carácter Especial Estudio de Contratos de Tecnologías 
de Información en la Municipalidad de Belén”.  El estudio al que se refiere ese documento se 
efectuó en atención al programa de trabajo de la Auditoría Interna para el 2025-2026.  La 
comunicación verbal de los resultados, conclusiones y recomendaciones de ese informe, fueron 
comentados en la Biblioteca Municipal el 15 de mayo de 2026, en presencia de los siguientes 
funcionarios de la Municipalidad: señora Zeneida Chaves Fernández, Alcaldesa, Minor 
González Quesada Vice Alcalde, y Alina Sanchez Gonzalez, Coordinadora de la Unidad de 
Tecnologías de Información y Comunicación quienes aceptaron el resultado de dicho informe, 
lo cual consta en la minuta de auditoría MAI -31-2026 del 19 de junio del año en curso. 
En lo referente a las recomendaciones formuladas por la Auditoría Interna, es importante tener 
presente lo dispuesto en los artículos 12 incisos b) y c), 36, 37 y 39 de la Ley General de Control 
Interno, que establece lo siguiente: 
“Artículo 12.—Deberes del jerarca y de los titulares subordinados en el sistema de control 
interno. En materia de control interno, al jerarca y los titulares subordinados les corresponderá 
cumplir, entre otros, los siguientes deberes: (…) 
b) Tomar de inmediato las medidas correctivas, ante cualquier evidencia de desviaciones o 
irregularidades.  



  

c) Analizar e implantar, de inmediato, las observaciones, recomendaciones y disposiciones 
formuladas por la auditoría interna, la Contraloría General de la República, la auditoría externa 
y las demás instituciones de control y fiscalización que correspondan.” 
“Artículo 36.—Informes dirigidos a los titulares subordinados. Cuando los informes de auditoría 
contengan recomendaciones dirigidas a los titulares subordinados, se procederá de la siguiente 
manera: 
a) El titular subordinado, en un plazo improrrogable de diez días hábiles contados a partir de la 
fecha de recibido el informe, ordenará la implantación de las recomendaciones. Si discrepa de 
ellas, en el transcurso de dicho plazo elevará el informe de auditoría al jerarca, con copia a la 
auditoría interna, expondrá por escrito las razones por las cuales objeta las recomendaciones 
del informe y propondrá soluciones alternas para los hallazgos detectados. 
b) Con vista de lo anterior, el jerarca deberá resolver, en el plazo de veinte días hábiles contados 
a partir de la fecha de recibo de la documentación remitida por el titular subordinado; además, 
deberá ordenar la implantación de recomendaciones de la auditoría interna, las soluciones 
alternas propuestas por el titular subordinado o las de su propia iniciativa, debidamente 
fundamentadas. Dentro de los primeros diez días de ese lapso, el auditor interno podrá 
apersonarse, de oficio, ante el jerarca, para pronunciarse sobre las objeciones o soluciones 
alternas propuestas. Las soluciones que el jerarca ordene implantar y que sean distintas de las 
propuestas por la auditoría interna, estarán sujetas, en lo conducente, a lo dispuesto en los 
artículos siguientes. 
c) El acto en firme será dado a conocer a la auditoría interna y al titular subordinado 
correspondiente, para el trámite que proceda. 
Artículo 37.—Informes dirigidos al jerarca. Cuando el informe de auditoría esté dirigido al jerarca, 
este deberá ordenar al titular subordinado que corresponda, en un plazo improrrogable de treinta 
días hábiles contados a partir de la fecha de recibido el informe, la implantación de las 
recomendaciones. Si discrepa de tales recomendaciones, dentro del plazo indicado deberá 
ordenar las soluciones alternas que motivadamente disponga; todo ello tendrá que comunicarlo 
debidamente a la auditoría interna y al titular subordinado correspondiente.” 
Artículo 39.—Causales de responsabilidad administrativa. El jerarca y los titulares subordinados 
incurrirán en responsabilidad administrativa y civil, cuando corresponda, si incumplen 
injustificadamente los deberes asignados en esta Ley, sin perjuicio de otras causales previstas 
en el régimen aplicable a la respectiva relación de servicios. 
El jerarca, los titulares subordinados y los demás funcionarios públicos incurrirán en 
responsabilidad administrativa, cuando debiliten con sus acciones el sistema de control interno 
u omitan las actuaciones necesarias para establecerlo, mantenerlo, perfeccionarlo y evaluarlo, 
según la normativa técnica aplicable.  Asimismo, cabrá responsabilidad administrativa contra el 
jerarca que injustificadamente no asigne los recursos a la auditoría interna en los términos del 
artículo 27 de esta Ley.  Igualmente, cabrá responsabilidad administrativa contra los funcionarios 
públicos que injustificadamente incumplan los deberes y las funciones que en materia de control 
interno les asigne el jerarca o el titular subordinado, incluso las acciones para instaurar las 
recomendaciones emitidas por la auditoría interna, sin perjuicio de las responsabilidades que 
les puedan ser imputadas civil y penalmente.  El jerarca, los titulares subordinados y los demás 
funcionarios públicos también incurrirán en responsabilidad administrativa y civil, cuando 
corresponda, por obstaculizar o retrasar el cumplimiento de las potestades del auditor, el 
subauditor y los demás funcionarios de la auditoría interna, establecidas en esta Ley. 



  

Cuando se trate de actos u omisiones de órganos colegiados, la responsabilidad será atribuida 
a todos sus integrantes, salvo que conste, de manera expresa, el voto negativo.”  Se agradece 
informar a esta Auditoría, en el transcurso de los próximos 30 días hábiles, el respectivo plan 
de acción para poner en práctica lo recomendado en el citado informe.   
  
SE ACUERDA POR UNANIMIDAD:  PRIMERO:  Dar por recibido el Oficio de la Auditoría 
Interna.  SEGUNDO:  Remitir a la administración para que se sirva brindar respuesta en 30 días 
hábiles, con copia al Concejo Municipal. 
 
ARTÍCULO 11.  Se conoce el Oficio OAI-230-2026 de Licda. Maribelle Sancho García Auditora 
Interna. ASUNTO: AUTOEVALUACIÓN DE LA CALIDAD DE LA AUDITORÍA INTERNA.  Para 
su información, se adjunta el informe denominado INFORME SOBRE LA AUTOEVALUACIÓN 
DE LA CALIDAD DE LA ACTIVIDAD DE AUDITORIA INTERNA PERÍODO 2025, (INF-AI-06-
2026). Esta autoevaluación se llevó a cabo, de acuerdo con las directrices emitidas por la 
Contraloría General de la República, mediante la resolución No. R-CO-33-2008, publicada en 
La Gaceta No. 147, del 31 de julio del 2008.  En observancia de esas directrices, la presente 
autoevaluación abarcó específicamente, la verificación del cumplimiento de la normativa 
relacionada con la Administración de la actividad de Auditoría Interna, contenidas en las Normas 
Generales de Auditoría para el Sector Público (R-DC-64-2014), así como a la percepción que 
se tiene de ésta por parte del jerarca y la administración. 
 
SE ACUERDA POR UNANIMIDAD:  Dar por recibido el Oficio de la Auditoría Interna. 
 
INFORME DE LA SECRETARIA DEL CONCEJO MUNICIPAL. 
 
ARTÍCULO 12.  La encargada de la Secretaría del Concejo Municipal Ana Patricia Murillo, 
informa que en La Gaceta 118 del 26 de junio de 2026, se publicó el Artículo 27 del Acta 18-
2026, modificación de Reforma al Reglamento del acueducto para impedir el otorgamiento de 
servicios a inmobiliarias con pendientes en el Cantón de la Municipalidad de Belén. 
 
El Regidor Propietario Ulises Araya, confirma que señalar que este es un intento que ha hecho 
este Concejo Municipal para poner orden en todos los problemas que ha habido con 
condominios irresponsables que han sembrado destrucción e inconformidades en los vecinos 
de este Cantón. Sin embargo, tampoco tenemos que ser majes.  Sabemos que hay medidas 
que se pueden hacer para atribular esto, como, por ejemplo, hacer trámites o inscribirse con 
otra cédula jurídica, pero advertir que para eso estaremos preparados cuando llegue el 
momento. 
 
ACUERDO 12.  SE ACUERDA POR UNANIMIDAD Y EN FORMA DEFINITIVAMENTE 
APROBADO:  PRIMERO:  Dar por recibido el informe de la Secretaría del Concejo Municipal.  
SEGUNDO:  Remitir a la administración municipal para su respectiva implementación y 
compartir con todas las dependencias municipales. 
 

CAPÍTULO IV 
 



  

INFORME DE LA ALCALDÍA Y CONSULTAS A LA ALCALDÍA. 
 

La Alcaldesa Municipal Zeneida Chaves Fernández, plantea los siguientes asuntos: 
 

INFORME DE LA ALCALDESA. 
 
ARTÍCULO 13.  Se conoce el Oficio AMB-MC-142-2026 de Zeneida Chaves Fernández Alcalde 
Municipal. ASUNTO: REMISIÓN DEL OFICIO NºCRA-18-2026. LICITACIÓN MAYOR 2025LY-
000004-0002600001 “CONTRATACIÓN DE SERVICIOS DE MANTENIMIENTO VIAL PARA EL 
CANTÓN DE BELÉN”.  Hemos recibido el oficio NºCRA-18-2026, suscrito por la Comisión de 
Recomendación de Adjudicaciones (CRA), mediante el que notifica el Artículo 1, tomado en el 
acta 16-2026, celebrada el 26 de junio de 2026, por cuyo intermedio indican que se conoció el 
memorando P-M-069-2026 de la Proveeduría Municipal, a través del que se refieren al proceso 
de adjudicación de la Licitación Mayor 2025LY-000004-0002600001 “Contratación de servicios 
de Mantenimiento Vial para el Cantón de Belén”.  Al respecto, de conformidad con lo estipulado; 
además, tomando en consideración la recomendación de la Comisión de Recomendaciones y 
Adjudicaciones; trasladamos copia de la documentación recibida para su conocimiento, análisis 
y trámites que estimen procedentes. 
 
CRA-18-2026 
La suscrita, responsable de la secretaría de la Comisión de Recomendación de Adjudicaciones, 
le notifica el acuerdo tomado por la Comisión en el acta 16-2026 celebrada el 25 de junio del 
año en curso, que textualmente dice:  
  
ARTICULO 1. ARTICULO 2.  Se recibe oficio P-M-069-2026 de la Proveeduría Municipal, el cual 
indica:  
  
Cordial saludo, seguidamente se presenta antecedentes de la Licitación Mayor 2025LY-000004-
0002600001 “Contratación de servicios de Mantenimiento Vial para el Cantón de Belén”, para 
su conocimiento, valoración y recomendación de re-adjudicación de las partidas 1 y 2.  
  
1. El proceso fue adjudicado en la totalidad de partidas a la empresa Quebradores Pedregal, 

S.A, cédula jurídica 3-101-125873, en sesión ordinaria 10-2026 del 17 de febrero y 
ratificada el 24 de febrero 2026. Según documento Ref. 1003/2026, del Concejo Municipal.  

  
2. La Contraloría General de la República, conoció recursos de apelación en contra del acto 

de adjudicación de las partidas 1 y 2, presentados por las empresas CONCRETO 
ASFALTICO NACIONAL SOCIEDAD ANONIMA y CONSTRUCTORA BLANCO ZAMORA 
SOCIEDAD ANONIMA.  
  

3. Que por medio de la Resolución R-DCP-SICOP-00991-2026, la Contraloría resolvió:  
  
“Recurso 8122026000000312 - CONCRETO ASFALTICO NACIONAL SOCIEDAD ANONIMA  
  

https://www.sicop.go.cr/moduloBid/cgr/Ep_CgrListRecursoAppelView.jsp?cartelNo=20251003261&isPopUp=Y
https://www.sicop.go.cr/moduloBid/cgr/Ep_CgrListRecursoAppelView.jsp?cartelNo=20251003261&isPopUp=Y
https://www.sicop.go.cr/moduloBid/cgr/Ep_CgrListRecursoAppelView.jsp?cartelNo=20251003261&isPopUp=Y
https://www.sicop.go.cr/moduloBid/cgr/Ep_CgrListRecursoAppelView.jsp?cartelNo=20251003261&isPopUp=Y


  

a) Sobre el desglose de la estructura del precio. Al momento de atender la audiencia inicial 
conferida por este órgano contralor, el Consorcio Grupo CBZ (oferente) cuestionó la elegibilidad 
de la oferta presentada por la recurrente Concreto Asfáltico Nacional S.A., en loque respecta a 
la Partida 1, argumentando que dicha oferta adolece de un vicio grave e insubsanable, ya que 
la empresa estableció un porcentaje global del 59.06% para el rubro general de "materiales", 
indica que, aunque menciona nominalmente los insumos que lo componen(mezcla asfáltica en 
caliente, emulsión asfáltica y agua), no detalló qué porcentaje o valor le corresponde a cada 
uno, lo cual hace que el precio cotizado no sea ni cierto ni definitivo. Además, considera que se 
ha violentado la obligación establecida en el artículo 102 del RLGCP, el cual exige a los 
oferentes presentar una estructura de precios técnica y coherente, desglosando 
obligatoriamente los valores absolutos y porcentuales de cada uno de los insumos, por lo que al 
omitir el peso porcentual de cada componente en este rubro, implica que la Administración 
queda desprotegida ante el futuro reajuste de precios. Concluye que, permitir la participación de 
una oferta con una estructura de costos incompleta le otorga una ventaja indebida sobre los 
demás competidores (como el Consorcio Grupo CBZ), quienes sí cumplieron rigurosamente con 
el desglose detallado de todos sus costos (mano de obra, repuestos, combustibles, asfaltos, 
etc.).   
  
En este sentido, considerando que el desglose de la estructura del precio que se debe presentar 
con la oferta debe tener al menos el detalle delos costos directos, los costos indirectos, la utilidad 
y los imprevistos, no observa esta Contraloría General que la estructura del precio presentada 
por la recurrente, riña con lo establecido en la normativa y presentar un mayor detalle del renglón 
(presupuesto detallado o memoria de cálculo del renglón), le correspondería únicamente si la 
recurrente se configura como adjudicataria del concurso. Por otro lado, no acreditó el Consorcio 
Grupo CBZ cómo a su criterio la omisión del detalle del rubro de materiales contenido en la 
estructura del precio, afectará la posibilidad de que el oferente pueda presentar un futuro 
reajuste del precio, en tanto no se ha desvirtuado en el caso que el precio cotizado no sea cierto 
ni definitivo (artículo 41 de la LGCP y 98 del RLGCP).  
De conformidad con lo expuesto, se declara sin lugar el alegato interpuesto por el Consorcio 
Grupo CBZ, en contra de la oferta recurrente, en tanto no logró desvirtuar la elegibilidad de la 
misma con respecto al precio cotizado en esta partida. En razón de lo anterior, la recurrente 
mantiene la legitimación necesaria para recurrir el acto final en la Partida No. 1  
  
SOBRE EL FONDO DEL RECURSO DE APELACIÓN PRESENTADO POR LA EMPRESA 
CONCRETO ASFÁLTICONACIONAL SOCIEDAD ANÓNIMA (CONANSA).  
  
a) Sobre la evaluación del rubro de experiencia.   
  
Manifestó la recurrente que la Administración cometió un error al calificar la experiencia de su 
representada otorgándole solamente 6,25puntos en lugar de los 10 puntos 
correspondientes. Agrega que, el error radica en que se tomó como fecha de inicio de la 
actividad el año 2005, que corresponde a su registro como empresa consultora ante el Colegio 
Federado de Ingenieros y Arquitectos de Costar Rica (CFIA), no obstante que la empresa está 
inscrita ante dicho colegio profesional como constructora desde diciembre del año 1976, según 
consta en el documento aportado (certificación No. 2025-024720-E de fecha 11 de noviembre 



  

de 2025, emitida por el Director Ejecutivo del CFIA). Así las cosas, al tener más de 40 años de 
trayectoria como empresa constructora su representada supera el umbral de 20 años para 
obtener el puntaje máximo, en este rubro de evaluación. En razón de lo anterior, solicita que se 
corrija la evaluación realizada, ya que se altera la base de cálculo para los demás oferentes 
según la fórmula de evaluación establecida en el pliego cartelario.   
  
Así las cosas, el argumento presentado por la recurrente tendiente a que se reconociera el 
mayor puntaje en el rubro de experiencia, se declara con lugar y se anula el acto de adjudicación 
dictado en la Partida 1, debiendo la Administración proceder a evaluar nuevamente las ofertas 
que resulten elegibles en el concurso, según lo resuelto por este órgano contralor.  
  
b) Sobre la elegibilidad de la empresa adjudicataria Quebradores Pedregal Sociedad Anónima. 
i) Renglón de Pago No.6 Reacondicionamiento y estabilización de base granular existente con 
cemento.  
  
Indicó la recurrente que, la actividad de la Línea No. 6 comprende el reforzamiento de la capa 
estructural de base en sitio, mediante la adición de material granular base -cemento-, a ser 
homogenizada con la capa existente. Agrega que, mediante la adición de material de cemento, 
se realizarán los trabajos de reconstrucción de la estructura de pavimento, siendo que como la 
misma descripción de la actividad lo señala, se requiere del empleo de cemento para la 
ejecución adecuada de la obra. Así las cosas, manifestó que al revisar la estructura del precio 
en este renglón que presentó la adjudicataria, no se incluyeron costos relativos al cemento 
hidráulico (¢0.00). Al respecto, señala que siendo indispensable el material cemento para poder 
ejecutar la actividad requerida en el pliego de condiciones, la oferta adolece de un vicio 
insubsanable, ya que se vería afectado el precio debido a la carencia de este material en la 
oferta. Así las cosas, considera que la oferta adjudicataria debe ser declarada inelegible por 
presentar precio incierto.  
De conformidad con lo expuesto, y siendo éste el momento procesal oportuno para que la 
empresa adjudicataria demostrara que los costos asociados al material que se considera omitido 
en este renglón de pago, ha desaprovechado la oportunidad de explicar y justificar su precio, 
siendo que es en esta sede contralora donde se ha impugnado la elegibilidad de su oferta para 
resultar adjudicataria de la Partida No. 1. De esta forma resulta relevante indicar que en la 
normativa de contratación pública el concepto de la oportunidad procesal se aborda a través de 
la figura jurídica de la preclusión procesal (artículo 90 de la LGCP y 250 del RLGCP). Esta figura 
establece que, si una de las partes no ejerce su derecho o no presenta sus argumentos y 
pruebas en el momento o etapa (oportunidad) que la ley señala, pierde definitivamente la 
facultad de hacerlo con posterioridad (extinción de la facultad), por lo que era deber de la 
adjudicataria aprovechar la oportunidad procesal para aportar en este momento toda la 
información necesaria, que justifique los aspectos cuestionados referentes al precio, sin que 
pueda aportar pruebas o justificaciones en una fase posterior.   
En consecuencia esta Contraloría General es del criterio que no se puede considerar la 
propuesta de oferta presentada por la adjudicataria como una oferta elegible en el concurso, 
máximo cuanto la Administración ha determinado su inelegibilidad por el tema que se cuestiona 
en este apartado y se allanó al recurso de apelación presentado en este extremo. Aunado a lo 
anterior, como se viene indicando la adjudicataria ha desaprovechado la oportunidad procesal 



  

para demostrar que su cotización si incluye el material que se tiene como omitido en este caso, 
del Renglón de Pago No. 6 y en este sentido no será posible abrir la discusión de este aspecto 
en una etapa posterior a la presente, pues opera la preclusión procesal.  
De conformidad con lo expuesto, esta Contraloría General declara con lugar el recurso de 
apelación presentado por la empresa Concreto Asfáltico Nacional Sociedad Anónima, con 
respecto a la adjudicación de la Partida No. 1 a la empresa Quebradores Pedregal Sociedad 
Anónima, por lo que se anula el acto de adjudicación dictado en este particular. De conformidad 
con el principio de economía procesal, se omite pronunciamiento sobre otros aspectos alegados 
en el caso, por carecer de interés para los efectos de lo que fue dispuesto en la presente 
resolución.  
  
 Recurso 8122026000000293 - CONSTRUCTORA BLANCO ZAMORA SOCIEDAD ANONIMA  
  

a. Sobre el índice de precios.  
Indicó la recurrente que la adjudicataria Quebradores Pedregal Sociedad Anónima, cometió un 
grave error al no incluir en su estructura de precios varios insumos económicos fundamentales 
(mano de obra, costos de maquinaria, repuestos, llantas, combustible, lubricantes, materiales 
asfálticos y áridos), ello por cuanto utilizó únicamente el índice de "Mezcla Asfáltica en Caliente" 
(M.A.C.), un insumo para producto terminado que debe ser utilizado por empresas que no 
cuentan con planta productora. Agrega que lo anterior, genera incertidumbre y hace que el 
precio no sea cierto ni definitivo para un futuro reajuste.   …“Así las cosas, se declara sin lugar 
este extremo del recurso de apelación presentado por el Consorcio Grupo CBZ en contra de la 
elegibilidad de la empresa adjudicataria Quebradores Pedregal Sociedad Anónima, en lo que 
respecta a la Partida 2 del concurso y de esta forma se confirma el acto final dictado en lo 
particular.”  
  
4. Si bien es cierto la Contraloría no se refiere en su resolución al alegato de CONANSA en 

cuanto al incumplimiento decreto ejecutivo N° 43184-S-MINAE “Reglamento sobre emisión 
de contaminantes atmosféricos provenientes de calderas y hornos de tipo directo e 
indirecto, la administración mediante oficio AMB-C-121-2026, indicó en respuesta a la 
audiencia especial, lo siguiente:  

  
 “2. Sobre el criterio técnico emitido por SETENA.  
  
Alegato de CONANSA: El recurrente cuestiona que Pedregal haya presentado una declaración 
jurada para justificar la ausencia de permiso de SETENA, basándose en la irretroactividad de la 
Ley N° 7554.   
  
De la respuesta oficial de SETENA se concluye que:   
  
• La licencia ambiental es de carácter predictivo.   
• Las actividades en operación sin evaluación previa deben regularizarse mediante el 

Estudio de Diagnóstico Ambiental (EDA).   
• La antigüedad de la actividad no exime del cumplimiento ambiental.   

  



  

En consecuencia: La Administración determina que sí es exigible el cumplimiento de un 
instrumento ambiental vigente, por lo que no basta una declaración jurada basada en la 
irretroactividad de la ley.   
  
3. Sobre el incumplimiento del Decreto Ejecutivo N° 43184-S-MINAE (Registro de Hornos y 

Calderas).   
  
Alegato de CONANSA: El recurrente adjunta una consulta al Ministerio de Salud y su respuesta, 
de la cual se desprende que la planta de Quebradores Pedregal S.A. en Belén "no cuenta con 
ningún permiso de equipos de emisiones (Hornos y Calderas)", incumpliendo el pliego y el 
Decreto N° 43184.   
  
Análisis de la Administración:  
  
a. Contenido del pliego: El pliego de condiciones, en su punto K.1 PERMISOS DE 

FUNCIONAMIENTO, es claro al exigir: "Como parte del permiso sanitario de 
funcionamiento del Ministerio de Salud, se debe aportar el permiso de operación de hornos 
y calderas".  

  
b. Marco normativo: El Decreto N.° 43184-S-MINAE establece la obligatoriedad de registrar los 
hornos y calderas ante el Ministerio de Salud. Dicho decreto no exime de su cumplimiento por 
antigüedad de la operación; establece procedimientos de registro y presentación de reportes 
operacionales.  
  
c. Valoración de la prueba: La respuesta del Ministerio de Salud (correo de 28/10/2025) indica: 
"solamente se detectó en nuestras bases de datos una caldera registrada por el Grupo Orosi". 
Esto confirma que la planta ofrecida por Quebradores Pedregal S.A. en Belén no tiene 
registrados permisos de emisiones (hornos/calderas). La declaración jurada presentada por el 
adjudicatario sobre la irretroactividad de la Ley 7554 (SETENA) no subsana este requisito 
específico, ya que el permiso de hornos y calderas deriva de la Ley General de Salud y del 
Decreto N° 43184, no de la SETENA, y es un requisito de acatamiento obligatorio, expreso y no 
subsanable por su naturaleza (requisito habilitante para operar).  
  
Conclusión: El alegato de CONANSA en este punto cuenta con respaldo. Se configura un 
incumplimiento de un requisito de admisibilidad claramente estipulado en el pliego de 
condiciones, al no acreditarse la totalidad de los permisos de funcionamiento de la planta 
ofrecida.”  
  
Siendo así las cosas, la empresa Quebradores Pedregal S.A, cédula jurídica 3-101-
125873, no cumple con los requisitos de funcionamiento, específicamente el estudio de 
Diagnóstico Ambiental (EDA), por lo que no resulta admisible.  
  
5. Con base en la resolución antes mencionada, la unidad de Obras procedió nuevamente a 

aplicar el sistema de evaluación para las partidas 1 y 2, por medio del oficio UO-025-2026.  
  



  

“ Una vez recibida la resolución de la Contraloría General de la República mediante oficio R-
DCP-SICOP-00991-2026, correspondiente a la licitación 2025LY-000004-0002600001 
denominada “Contratación de servicios de Mantenimiento Vial para el Cantón de Belén”, se 
rectifican las calificaciones evaluación técnica como sigue:    
  

  
  

  
 

1. Oferta de CONANSA.   
  
Puntuación Obtenida: 98.68 de un total de 100 puntos.   Análisis de Admisibilidad: Cumple 
integralmente con todos los requisitos establecidos en el pliego de condiciones.   
  

2. Oferta del Consorcio CBZ y Constructora Blanco Zamora.   
  
Puntuación Obtenida: 94.23 de un total de 100 puntos.  Derivado del análisis conforme al pliego 
de condiciones, se obtuvo los siguientes resultados cuantitativos:  
Análisis de Admisibilidad: Cumple integralmente con todos los requisitos establecidos en el 
pliego de condiciones.  
  

3. Oferta de Quebradores Pedregal S.A.   
  
Puntuación Obtenida: 0.00 de un total de 100 puntos.  
  
Análisis de Admisibilidad: No Cumple con los requisitos de funcionamiento, específicamente el 
estudio de Diagnóstico Ambiental (EDA). Además, falta incluir el producto cemento en la línea 5 
de la partida 1, por lo que la oferta no fue analizada.  
  



  

 
  

 
 

1. Oferta del Consorcio CBZ y Constructora Blanco Zamora.  
  
Puntuación Obtenida: 88.80 de un total de 100 puntos.  
  
Análisis de Admisibilidad: Cumple integralmente con todos los requisitos establecidos en el 
pliego de condiciones.  
  

2. Oferta de la CONANSA.  
  
Puntuación Obtenida: 84.00 de un total de 100 puntos.  
  
Análisis de Admisibilidad: Cumple integralmente con todos los requisitos establecidos en el 
pliego de condiciones.  
   

3. Oferta de Quebradores Pedregal S.A.  
  
Puntuación Obtenida: 0.00 de un total de 100 puntos.  
  
Análisis de Admisibilidad:  No Cumple con los requisitos de funcionamiento, específicamente el 
estudio de Diagnóstico Ambiental (EDA).   
  
Recomendación:   Tomando como referencia la revisión de ofertas y la nueva aplicación del 
sistema de evaluación por parte de la Unidad de Obras, la unidad de Proveeduría recomienda 



  

re adjudicar las partidas 1 y 2 de la siguiente manera:  Partida 1, a favor de la empresa Concreto 
Asfáltico Nacional Sociedad Anónima, cédula jurídica 3-101-008650, según el siguiente detalle:  
  

LINEA  DESCRIPCIÓN  UNIDAD  
PRECIO 
UNITARIO  

1  Bacheo con mezcla asfáltica  tonelada  
          ¢86 
416,01   

2  
Colocación de carpeta o sobrecarpeta con mezcla 
asfáltica  tonelada  

          ¢74 
431,51   

3  
Colocación de carpeta o sobrecarpeta con mezcla 
asfáltica (MOPT)  tonelada  

         ¢19 
319,89   

4  

Colocación de carpeta o sobrecarpeta con mezcla 
asfáltica mediante mezcla elaborada con cemento 
asfaltico donado por RECOPE  tonelada  

          ¢49 
313,30   

5  Perfilado de pavimento  m2  
            ¢1 
682,11   

6  
Reacondicionamiento y estabilización de base 
granular existente con cemento  m3  

         ¢ 21 
899,23   

7  Suministro y colocación de base granular  m3  
          ¢20 
008,34   

   
Partida 2, a favor de Consorcio GRUPO CBZ, representado por la empresa Constructora Blanco 
Zamora Sociedad Anónima, cédula jurídica 3-101-338066, según el siguiente detalle:  
   

LINEA  DESCRIPCIÓN  UNIDAD  
PRECIO 
UNITARIO  

8  Suministro de mezcla asfáltica (boca planta)  tonelada          ¢44 500,00   

9  Suministro de emulsión asfáltica (boca planta)  litro                ¢379,80   

   
Comentarios:  
  
1. Hazel Rodríguez indica que, si bien la Contraloría confirma el acto final de la partida 2, al 

estar apercibidos que Quebradores Pedregal está incumpliendo con el requisito estudio de 
Diagnóstico Ambiental (EDA), se decide revocar ese acto de adjudicación en la plataforma 
SICOP y se solicita de nuevo la revisión de ofertas por parte de la Unidad Técnica.  
  

2. El Ing. Luis Guillermo Vásquez menciona que, en el caso de la experiencia de la empresa 
CONANSA, al realizar inicialmente la revisión de los documentos se confundieron los 
términos en la certificación del CFIA, y se tomó como fecha para la calificación, la 
inscripción como empresa consultora y no como empresa constructora.   

  
 Por otra parte, indica que la oferta de Quebradores Pedregal, en una de las líneas no 
contemplan el cemento y quedan automáticamente fuera por este aspecto. En lo referente al 



  

estudio de diagnóstico ambiental (EDA), él realizó la consulta ante SETENA, confirmando que 
es un requisito que se debe cumplir.  
  
3. Oscar Hernández indica:  Nosotros cuando hacemos las revisiones, revisamos más que 

todo cumplimiento de todo lo que establecimos en el pliego y en los costos lo que vemos 
es que no sean ruinosos o excesivos. Principalmente la estructura de costos normalmente 
se ha solicitado primero para el tema del reajuste de precios y en segundo lugar para en 
aquellos casos donde en efecto haya o se identifique que hay algo excesivo o ruinoso. Ahí 
entramos al detalle a analizar cada uno de los componentes de los insumos que utilizan 
para generar su precio. En estos casos, estas apelaciones se dan por errores u omisiones 
por parte de los oferentes, muchas veces en sus presupuestos, tal vez no con el fin de 
sacar ventaja, pero cada empresa tiene su equipo revisando minuciosa y meticulosamente 
cada uno de los componentes y las líneas para ver dónde encuentran algo que sea 
apelable.  

  
En cuento a la revisión de la experiencia, se toma en consideración las certificaciones de 
inscripción ante el Colegio de Ingenieros como empresa constructora y como empresa 
consultora, y es muy fácil en ocasiones confundirse. Este fue el caso al revisar la experiencia 
de la empresa CONANSA, por error se tomó en cuenta la fecha de inscripción como empresa 
consultora y no como empresa constructora, siendo este el requisito contemplado en el pliego 
de condiciones, aspecto que se corrige en la nueva revisión de la oferta.  
  
Tenemos como resumen que las 3 partidas se adjudicarían a tres proveedores diferentes, y esto 
no genera   
  
4. Marita Arguedas indica que le parece muy valioso el comentario de Oscar al aclarar que 

no hay ninguna interferencia en la realización de los trabajos de la unidad de obras, a pesar 
de contar con tres contratistas diferentes.  
  

5. Teresita Venegas menciona que se respeta el debido proceso y que todo el mundo debe 
cumplir con lo que se solicita. Por lo tanto, está suficientemente claro la explicación y se 
puede proceder con la recomendación.  

  
 LA COMISION DE RECOMENDACIONES Y ADJUDICACIONES, ACUERDA POR 
UNANIMIDAD Y EN FIRME CON CUATRO VOTOS A FAVOR DE: Licda. Cynthia Salas 
Chavarría, Lic. Jorge González González, Ing. Minor González Quesada, Licda Teresita 
Venegas Murillo, recomendar al Concejo Municipal PRIMERO: re adjudicar de la Partida 1, a 
favor de la empresa Concreto Asfáltico Nacional Sociedad Anónima, cédula jurídica 3-101-
008650, según el siguiente detalle:  
  

 LINEA  DESCRIPCIÓN  UNIDAD  
PRECIO 
UNITARIO  

1  Bacheo con mezcla asfáltica  tonelada  
          ¢86 
416,01   



  

2  
Colocación de carpeta o sobrecarpeta con mezcla 
asfáltica  tonelada  

          ¢74 
431,51   

3  
Colocación de carpeta o sobrecarpeta con mezcla 
asfáltica (MOPT)  tonelada  

         ¢19 
319,89   

4  

Colocación de carpeta o sobrecarpeta con mezcla 
asfáltica mediante mezcla elaborada con cemento 
asfaltico donado por RECOPE  tonelada  

          ¢49 
313,30   

5  Perfilado de pavimento  m2  
            ¢1 
682,11   

6  
Reacondicionamiento y estabilización de base 
granular existente con cemento  m3  

         ¢ 21 
899,23   

7  Suministro y colocación de base granular  m3  
          ¢20 
008,34   

  
SEGUNDO: Revocar el acto de adjudicación de la partida 2, y re adjudicar a favor del Consorcio 
GRUPO CBZ, representado por la empresa Constructora Blanco Zamora Sociedad Anónima, 
cédula jurídica 3-101-338066, según el siguiente detalle:  
  

LINEA  DESCRIPCIÓN  UNIDAD  
PRECIO 
UNITARIO  

8  Suministro de mezcla asfáltica (boca planta)  tonelada          ¢44 500,00   

9  Suministro de emulsión asfáltica (boca planta)  litro                ¢379,80   

  
La Regidora Suplente Marita Arguedas, aclara que el jueves 25 de junio del 2026 se celebró 
reunión de la CRA con el propósito de tratar los siguientes puntos.  1, modificación del plan de 
adquisiciones. El objetivo fue proceder con la actualización del Plan de Adquisiciones, se aprobó 
modificar el Plan de Adquisiciones para eliminar las contrataciones previstas que fueron 
presentadas por la Administración Municipal y dejar los recursos a disposición de la 
Administración para asignaciones presupuestarias. 2, readjudicación de partidas de la licitación 
mayor 2025 para servicios de mantenimiento vial del Cantón de Belén.  Se refiere al proceso de 
contratación de servicios de mantenimiento vial del Cantón de Belén, proceso de compra 2025 
SLY 0004-0026-0001. Este proceso de compra había sido adjudicado por el Concejo Municipal 
en la Sesión Ordinaria 10-2026, celebrada el 17 de febrero del 2026 y ratificada el 24 de febrero 
del 2026. Este proceso había sido adjudicado en la totalidad de partidas a la empresa 
Quebradores Pedregal S.A. La Contraloría General de la República conoció Recursos de 
Apelación en contra del acto de adjudicación de las partidas 1 y 2 presentadas por las empresas 
Concreto Asfáltico Nacional S.A. y Constructora Blanco Zamora S.A. Por medio de la resolución 
RDCP-00191-2026, la Contraloría General de la República resolvió lo siguiente. Desestimó 
parcialmente los alegatos sobre la estructura de precios de la partida 1, pero admitió el reclamo 
de experiencia de Concreto Asfáltico Nacional S.A., CONANSA anuló la adjudicación inicial de 
la partida 1 y ordenó reevaluación. Se declaró no admisible la oferta de Quebradores Pedregal, 
concretamente por la falta del estudio de diagnóstico ambiental conocido como EDA y por 
omisión de costos, “cemento”.  Se concluyó que la planta Pedregal no acreditó permisos de 
emisiones de horno y calderas requeridos por el pliego, siendo la declaración jurada insuficiente 



  

para subsanar este requisito. Tras reaplicación del sistema de evaluación por la Unidad de 
Obras y corrección de errores de lectura en certificaciones y puntajes, la Unidad de Proveeduría 
recomendó readjudicar la partida 1 a la Empresa Concreto Asfáltico Nacional S.A. y la partida 2 
al Consorcio Grupo CVZ, representado por la Constructora Blanco Zamora S.A. Asimismo, 
mantiene la partida 3 a favor de Quebradores Pedregal, debido a que ese renglón no exigía el 
mismo permiso de caldera o EDA. Es una licitación por demanda.  Los precios que se adjudican 
son unitarios. No hay un monto fijo por año, porque depende del presupuesto que se asigne 
para este contrato. Es un contrato por 1 año, con posibilidad de prórroga de 3 años adicionales.  
La recomendación de readjudicación fue votada y aprobada por los miembros de la Comisión. 
 
La Regidora Propietaria Ana Betty Valenciano, comenta que vamos a ver. En la Sesión 04-2026, 
nosotros recibimos el oficio AMB-007-2026, que remitía el oficio de la CRA-01-2026, donde nos 
presentaban la licitación mayor por servicios de mantenimiento de la red vial cantonal de Belén 
por 100 millones de colones. Ese oficio se envió a la Comisión de Gobierno, Administración y 
Asuntos Jurídicos. De nuestra parte, la Fracción, hicimos varias observaciones y 
recomendaciones en cuanto al cuadro comparativo de la experiencia de las empresas que 
participaron. En el Acta 07-2026 volvimos a recibir otro oficio, el AMB-28-2026, con el oficio de 
la CRA-05-2026, que nos remitía el UO-005, donde solicitaban hacer una corrección de un error 
material en la verificación del requisito de la experiencia mínima exigida y ampliar por 30 días 
más la adjudicación. En el Acta 10-2026, en el Artículo 13, se recibe el dictamen de la Comisión, 
el CGAJ-011-2026, donde los 3 compañeros, doña Teresita, Gilbert y doña Lourdes, votaron 
ese dictamen de Comisión. Nosotros mantuvimos nuestras dudas y nuestras observaciones en 
cuanto al cuadro comparativo de la experiencia. Hoy, cuando recibimos este oficio de la CRA., 
donde se remite la resolución de las apelaciones que presentaron al acto de adjudicación en las 
partidas 1 y 2, una de las apelaciones era sobre la evaluación del rubro de la experiencia y la 
Contraloría lo declara con lugar y anuló el acto administrativo de la partida 1. Mediante el oficio 
UO-025-2026 se debió evaluar de nuevo la experiencia. Después de analizar la resolución de 
la Contraloría, yo quiero agregar que cuando nuestra Fracción expone observaciones o 
recomendaciones son después de haber hecho un análisis exhaustivo a cada tema. Siempre 
hemos realizado nuestras intervenciones con gran responsabilidad y argumentos, no como han 
querido manipular, que nos oponemos por devoción.  Y en este dictamen de la Contraloría nos 
queda claro que las observaciones y recomendaciones que hicimos en su momento tenían 
justificación. Hoy de nuevo la empresa CONANSA apeló la evaluación también de la experiencia 
y la Contraloría lo declaró con lugar en la partida 1. En la partida 2, el grupo CBZ hizo también 
la apelación porque Quebradores-Pedregal no tenía o no cumplió con el estudio del diagnóstico 
ambiental.  Hoy, después de que nosotros hicimos un análisis a la resolución que hizo la 
Contraloría, que fue de 15 páginas y que fue muy interesante leerlas, cómo se fue dando el 
proceso de las apelaciones y cómo la Contraloría anuló los actos de adjudicación y leyendo el 
acuerdo que está proponiendo el Presidente, después de haber hecho este análisis, no queda 
otra que hacer de nuevo la readjudicación de las empresas que apelaron y que ganaron las 
apelaciones que presentaron. 
 
SE ACUERDA POR UNANIMIDAD:  PRIMERO:  Dar por recibido el Oficio de la Alcaldía 
Municipal.  SEGUNDO:  Dispensar de trámite de comisión.  TERCERO:  Revocar el acto de 
adjudicación de la Licitación Mayor 2025LY-000004-0002600001, para las partidas 1 y 2.  



  

CUARTO:  a) re adjudicar la partida 1 a favor de la empresa Concreto Asfáltico Nacional 
Sociedad Anónima, cédula jurídica 3-101-008650, según el siguiente detalle: 
  

 
  
b) re adjudicar la partida 2 a favor del Consorcio GRUPO CBZ, representado por la empresa 
Constructora Blanco Zamora Sociedad Anónima, cédula jurídica 3-101-338066, según el 
siguiente detalle: 

 
  
ARTÍCULO 14.  Se conoce el Oficio AMB-MC-143-2026 de Zeneida Chaves Fernández Alcalde 
Municipal. ASUNTO: REMISIÓN DEL OFICIO NºOF-GTH-266-2026. INFORME TÉCNICO 
PARA LA RECALIFICACIÓN DE LA PLAZA VACANTE DE LA PERSONA ENCARGADA DE LA 
OFICINA DE LA PERSONA ADULTA MAYOR Y PERSONA CON DISCAPACIDAD (OPAMDIS) 
Hemos recibido el documento NºOF-GTH-266-2026, con fecha del 26 de junio de 2026, suscrito 
por la señora Yanory Abarca Alvarado, Coordinadora de la Unidad de Gestión de Talento 
Humano; por cuyo intermedio, presenta Informe técnico para la recalificación de la plaza vacante 
de la persona Encargada de la Oficina de la Persona Adulta Mayor y Persona con Discapacidad 
(OPAMDIS) y la actualización de su perfil ocupacional.  Al respecto, remitimos copia de la 
documentación recibida para su conocimiento, análisis y trámites correspondientes. 
 
OF-GTH-266-2026 
Por este medio me permito remitir para su conocimiento y valoración el Informe Técnico para la 
recalificación de la plaza vacante de la persona Encargada de la Oficina de la Persona Adulta 
Mayor y Persona con Discapacidad (OPAMDIS) y la actualización de su perfil ocupacional, 
elaborado por esta Dirección en atención a la solicitud planteada por la señora Karla Castro 
Soto, Directora de Desarrollo Social.  El análisis realizado comprende la revisión de las 
funciones, responsabilidades, complejidad del puesto, requerimientos técnicos y necesidades 
institucionales asociadas a la gestión de la Oficina de la Persona Adulta Mayor y Persona con 
Discapacidad (OPAMDIS), con el propósito de determinar la procedencia de la recalificación de 
la plaza vacante y la actualización de su perfil ocupacional, de conformidad con la normativa 
aplicable y las necesidades actuales del servicio.  En virtud de lo anterior, se remite el informe 
técnico correspondiente y sus recomendaciones, con el fin de que, de estimarlo procedente, se 



  

sirva elevar la presente gestión al conocimiento y aprobación del Concejo Municipal, a efectos 
de que dicho órgano adopte el acuerdo correspondiente respecto de la recalificación de la plaza 
vacante y la actualización del perfil ocupacional del puesto de la persona Encargada de la 
Oficina de la Persona Adulta Mayor y Persona con Discapacidad (OPAMDIS). 
 
SE ACUERDA POR UNANIMIDAD:  PRIMERO:  Dar por recibido el Oficio de la Alcaldía 
Municipal.  SEGUNDO:  Remitir a la Comisión de Gobierno, Administración y Asuntos Jurídicos 
para su análisis y recomendación a este Concejo Municipal.  
 
ARTÍCULO 15.  Se conoce el Oficio AMB-MC-144-2026 de Zeneida Chaves Fernández Alcalde 
Municipal. ASUNTO: REMISIÓN DE MEMORANDO OPR-M-032-2026. REMISIÓN DE 
REGLAMENTO AUDIENCIAS PÚBLICAS PLAN REGULADOR.  Hemos recibido el memorando 
NºOPR-M-032-2026, con fecha del 25 de junio de 2026, suscrito por la señora Ligia Mª Delgado 
Zumbado de la Oficina del Plan Regulador; por medio del que, presenta el Reglamento para 
Audiencias Públicas del Plan Regulador.  Al respecto, remitimos copia de la información 
suministrada para su conocimiento, análisis y fines correspondientes. 
 
OPR-M-032-2026 
En atención al oficio DJ-374-2026 del 24 de junio de 2026, mediante el cual la Dirección Jurídica 
emite criterio en respuesta al memorando OP-M-028-2026 de la Oficina del Plan Regulador, se 
transcribe el siguiente extracto:  Se remite el último borrador ajustado de la propuesta 
reglamentaria, para que una vez encuentre su consentimiento y conformidad, con el aval de 
esta Dirección que por este medio se emite se continúe con el procedimiento tal cual lo indica 
la circular, esto para poder remitir el expediente completo con el señalado borrador, a la Alcaldía 
Municipal, quien deberá elevarlo si corresponde al Concejo Municipal, para que aplique el 
trámite de rigor, de según lo previsto en el artículo 43 del Código Municipal.  En virtud de lo 
anterior, se remite el expediente que contiene la propuesta de Reglamento para la Audiencia 
Pública del Plan Regulador del cantón de Belén, con el propósito de que sea conocido y valorado 
por el Honorable Concejo Municipal y se adopten los acuerdos que correspondan. 
Adicionalmente, se solicita respetuosamente brindar atención prioritaria a este asunto en la 
Comisión respectiva, por cuanto la aprobación de dicho instrumento constituye un requisito 
exigido por el INVU para la realización de la Audiencia Pública contempladas dentro del proceso 
de actualización del Plan Regulador. 
 

REGLAMENTO DE AUDIENCIAS PÚBLICAS PARA EL PROYECTO DE ACTUALIZACION 
DEL PLAN REGULADOR DEL CANTÓN DE BELÉN 

 
CONSIDERANDO: 

 
1. Que conforme a lo dispuesto en el artículo 170 de la Constitución Política, se reconoce la 

autonomía política, administrativa y financiera de los gobiernos municipales. 
 

2. Que el artículo 4 del Código Municipal establece que la Municipalidad posee autonomía 
política, administrativa y financiera, así como la facultad de dictar los reglamentos 



  

autónomos de organización y de servicio, así como cualquier otra disposición que autorice 
el ordenamiento jurídico. 

 
3. Que el Código Municipal establece en el artículo 5 que las municipalidades fomentarán la 

participación activa, consciente y democrática del pueblo en las decisiones del gobierno 
local y promover un desarrollo local participativo e inclusivo, que contemple la diversidad 
de las necesidades y los intereses de la población. 
 

4. Que el artículo 13 inciso c) del Código Municipal establece como atribución del Concejo 
Municipal dictar los reglamentos de la corporación municipal. 
 

5. Que el inciso 1 del artículo 17 de la Ley de Planificación Urbana dispone que previo a 
implantar un plan regulador o alguna de sus partes, la municipalidad debe convocar a una 
audiencia pública para dar a conocer el proyecto y recibir observaciones verbales o escritas 
que tengan a bien formular las personas interesadas.  
 

6. Que el INVU señaló a los Gobiernos Locales mediante el DU-016-01-2023 que la Audiencia 
Pública de un Plan Regulador, constituye un acto administrativo legal y político que se 
desarrolla como una Sesión Extraordinario del Concejo Municipal.  

 
7. Que el Manual de Planes Reguladores como Instrumento de Ordenamiento Territorial 

(MAPRIOT) del Instituto Nacional de Vivienda y Urbanismo (INVU) reconoce la necesidad 
de que las municipalidades cuenten con una reglamentación específica que garantice el 
principio de participación ciudadana y establezca reglas claras para ordenar y delimitar los 
alcances de las Audiencias Públicas en materia de Planes Reguladores, a fin de asegurar 
un proceso participativo efectivo, transparente y equitativo, evitar desviaciones de su 
finalidad, garantizar la adecuada canalización y valoración de las observaciones 
ciudadanas, y contribuir a una toma de decisiones debidamente informada por parte de la 
Administración Municipal. 

 
8. Que el Concejo Municipal del cantón de Belén ha conocido la propuesta de Reglamento de 

Audiencia Pública para el Proyecto de Actualización del Plan Regulador del cantón. 
 

Que, con mérito en lo expuesto, el Concejo Municipal de la Municipalidad de Belén, en el 
ejercicio de las facultades que le confieren los artículos 169 y 170 de la Constitución Política, 4 
inciso a) y 13 incisos c y d) del Código Municipal, decreta la siguiente: 
 

REGLAMENTO DE AUDIENCIAS PÚBLICAS PARA EL PROYECTO DE ACTUALIZACION 
DEL PLAN REGULADOR DEL CANTÓN DE BELÉN 

 
CAPÍTULO I 

Disposiciones generales 
 
Artículo 1. Definiciones  



  

1) Audiencia Pública: Mecanismo formal de participación ciudadana mediante el cual la 
Municipalidad expone el proyecto de elaboración, actualización o modificación parcial del 
Plan Regulador y recibe observaciones, consultas u objeciones de las personas 
interesadas. 

2) Plan Regulador: Instrumento técnico jurídico de ordenamiento territorial que regula el uso 
del suelo y orienta el desarrollo urbano del cantón. 

3) Actualización del Plan Regulador: Proceso de revisión, modificación parcial o integral del 
Plan Regulador vigente. 

4) Ordenamiento territorial: Proceso técnico y administrativo orientado a regular el uso, 
ocupación y desarrollo del territorio cantonal. 

5) Objeción: Manifestación formal de oposición presentada por cualquier persona interesada 
respecto del proyecto del Plan Regulador o alguno de sus reglamentos, conforme a la 
normativa aplicable. 

6) Observación: Consulta, comentario, recomendación o sugerencia formulada durante la 
Audiencia Pública o dentro del plazo habilitado para su ampliación.  

7) Informe final de la Audiencia Pública: Documento técnico administrativo que registra el 
desarrollo de la Audiencia, sistematiza las observaciones recibidas y contiene su análisis y 
valoración técnica. 

8) MAPRIOT: Manual de Planes Reguladores como Instrumento de Ordenamiento Territorial 
emitido por el Instituto Nacional de Vivienda y Urbanismo (INVU), que establece 
lineamientos técnicos para la elaboración y actualización de planes reguladores. 

9) Sesión extraordinaria: Sesión formal del Concejo Municipal convocada para atender 
asuntos específicos previamente definidos en la convocatoria, conforme a lo dispuesto en 
el artículo 36 del Código Municipal. 

 
Artículo 2. Ámbito de aplicación. El presente reglamento tiene por objeto regular el 
procedimiento para la realización de audiencias públicas, ya sea en modalidad presencial o 
virtual, relacionadas con el proyecto de actualización, modificación parcial o completa   del Plan 
Regulador del cantón de Belén 
 
Artículo 3. Principios. La Audiencia Pública se regirá por los principios de publicidad, 
participación ciudadana, accesibilidad e inclusión. 
 
Artículo 4. Modalidad de la Audiencia. La Audiencia Pública se realizará de forma prioritaria en 
modalidad presencial; no obstante, podrá desarrollarse en modalidad híbrida (presencial-virtual) 
cuando las condiciones lo permitan, garantizando la sincronización en tiempo real desde la sede 
presencial.  Para tales efectos, se definirá un proceso de inscripción oficial de las personas que 
deseen participar de manera remota, garantizando el registro con al menos la siguiente 
información: nombre completo, número de identificación y correo electrónico, al cual se remitirá 
el enlace de acceso.  Excepcionalmente y en casos debidamente justificados por razones de 
necesidad, seguridad o salud pública, podrá llevarse a cabo de manera virtual, siempre que se 
garantice la participación efectiva, inclusiva y accesible de todas las personas interesadas. 
 
Artículo 5. Sesión extraordinaria. Corresponde al Concejo Municipal convocar a la Audiencia 
Pública del Plan Regulador, según la cual se llevará a cabo en el marco de una Sesión 



  

Extraordinaria. En el acta respectiva se dejará constancia de la exposición del proyecto, así 
como de las intervenciones realizadas y se conservará el registro de audio o audiovisual 
correspondiente. 
 
Artículo 6. Disponibilidad de la documentación. Los documentos del proyecto estarán 
disponibles para consulta pública en el sitio web oficial de la Municipalidad del cantón de Belén, 
así como en la Oficina del Plan Regulador y por los medios adicionales que el municipio 
disponga, para consulta, copia o descarga, con al menos un mes de antelación a la fecha 
señalada para la Audiencia.  
 
Artículo 7. Convocatoria. La convocatoria para la realización de la Audiencia Pública se 
efectuará de conformidad con lo dispuesto en el artículo 17 de la Ley de Planificación Urbana, 
Ley N° 4240 de 15 de noviembre de 1968 y el Código Municipal, Ley N° 7794 de 30 de abril de 
1998. Dicha convocatoria deberá publicarse en el Diario Oficial La Gaceta y en otros medios de 
comunicación que se dispongan, con al menos quince días hábiles de anticipación. La 
publicación contendrá al menos la fecha, hora, lugar, modalidad de la audiencia y los medios de 
acceso correspondientes. 
 

CAPÍTULO II 
Regulaciones particulares de la Audiencia Pública  

 
Artículo 8. Disponibilidad de medios tecnológicos. La Municipalidad dispondrá de los medios 
tecnológicos correspondientes para la transmisión en vivo de la audiencia pública. 
 
Artículo 9. Registro de participación remota. Las personas interesadas en participar de manera 
remota deberán registrarse previamente mediante el formulario electrónico que la Municipalidad 
disponga en el sitio web institucional, en el cual deberán consignar al menos su nombre, número 
de cédula, dirección, representación, en caso de personas jurídicas, y correo electrónico para 
recibir el enlace de acceso.  
 
Artículo 10. Participación. Las personas participantes en la modalidad virtual podrán remitir sus 
preguntas, dudas o comentarios de manera escrita, en el chat de la reunión. En cada 
intervención en el chat, la persona debe escribir el nombre completo, número de identificación 
y correo electrónico. 
 
Artículo 11. Registro de participantes. El ingreso al recinto donde se realice la Audiencia será 
permitido al menos una hora antes de la señalada, una vez realizado el registro de identificación 
de las personas participantes, quienes deberán presentar documento oficial de identificación, e 
indicar al menos su lugar de residencia y edad.  
 
Artículo 12. Inicio de la sesión. La Sesión Extraordinaria iniciará conforme a lo establecido en 
el, Artículo 38 del Código Municipal “Las sesiones del Concejo deberán iniciarse dentro de los 
quince minutos siguientes a la hora señalada, conforme al reloj del local donde se lleve a cabo 
la sesión.”  Excepcionalmente, la Presidencia del Concejo Municipal podrá ampliar el plazo de 
espera hasta por un máximo de diez minutos adicionales, cuando existan circunstancias 



  

justificadas que puedan afectar la participación ciudadana o el normal desarrollo de la audiencia, 
tales como problemas de acceso, condiciones climáticas, fallos técnicos, situaciones de fuerza 
mayor o una baja asistencia inicial que razonablemente haga prever el ingreso posterior de más 
participantes. 
 
Artículo 13. Aforo. Se respetará el aforo máximo permitido conforme a las condiciones del 
espacio físico dispuesto para la Audiencia, según las disposiciones aplicables al efecto. Una vez 
alcanzado dicho límite, por razones de seguridad, no se permitirá el ingreso de personas. No 
obstante, los interesados que no puedan ingresar podrán utilizar los mecanismos alternativos 
dispuestos, tales como la transmisión en tiempo real a través de medios digitales o la recepción 
de observaciones por medios digitales o escritos. 
 
Artículo 14. Desarrollo de la actividad. La Presidencia del Concejo Municipal presentará la 
agenda del día, e iniciará con la bienvenida a los participantes, comunicación de las reglas de 
la audiencia, exposición del proyecto, tiempo de intervención de los miembros de ese órgano 
colegiado, espacio de participación ciudadana para formular preguntas y observaciones.  
 
Artículo 15. Desarrollo de la sesión. La Presidencia del Concejo Municipal dirigirá la sesión y 
establecerá las reglas de participación de la Audiencia.  La sesión se desarrollará conforme a la 
agenda, el cual podrá modificarse o alterarse mediante acuerdo aprobado por dos terceras 
partes de los miembros presentes. 
 
Artículo 16.  Orden de la sesión. Conforme a lo dispuesto en el artículo 34 del Código Municipal, 
corresponde a la Presidencia del Concejo Municipal dirigir la sesión, conceder y retirar el uso 
de la palabra cuando las intervenciones excedan el tiempo autorizado o cuando las expresiones 
utilizadas resulten improcedentes, así como adoptar las medidas necesarias para mantener el 
orden y garantizar el adecuado desarrollo y eficacia de la audiencia pública.  En ejercicio de 
dichas facultades, corresponderá a la Presidencia: 
 
a) Conceder el uso de la palabra a las personas participantes, así como llamar al orden a quien 
intervenga sin autorización, no se concrete al tema objeto de discusión o se aparte del mismo. 
En caso de persistir en dicha conducta, podrá suspender inmediatamente el uso de la palabra, 
sin posibilidad de volver a intervenir sobre ese mismo asunto. 
 
b) Retirar el uso de la palabra en casos tales como que se profiera expresiones injuriosas, 
ofensivas o irrespetuosas hacia integrantes del Concejo Municipal, o hacia cualquier otra 
persona presente o vinculada con la Audiencia. 
 
c) Disponer las medidas necesarias para preservar el orden, el respeto y el adecuado desarrollo 
de la sesión, incluyendo la posibilidad de suspender temporalmente intervenciones o adoptar 
cualquier otra medida razonable para garantizar la continuidad y eficacia del acto. 
 
d) A criterio de la Presidencia, podrá designarse una persona moderadora que colabore en la 
conducción de la sesión o del espacio específico destinado a la consulta ciudadana, sin perjuicio 



  

de las potestades de dirección y orden que corresponden a la Presidencia del Concejo 
Municipal. 
 
Artículo 17. Exposición del proyecto. El equipo técnico o consultor designado realizará la 
exposición del proyecto de modificación del Plan Regulador. 
 
Artículo 18. Participación del Concejo. Los miembros del Concejo Municipal podrán formular 
observaciones en el momento que corresponda, una sola vez, dentro de un tiempo razonable, 
a juicio de la Presidencia o Moderador. 
 
Artículo 19. Intervenciones durante la Audiencia. En aplicación del artículo 23 de la Ley de 
Planificación Urbana, se habilitará un espacio para la formulación de preguntas u observaciones 
por parte de la ciudadanía, las que se atenderán en estricto orden de participación, para lo cual 
las personas interesadas deberán ubicarse en la fila correspondiente para su debida atención.  
Previo a formular la pregunta, cada persona debe indicar su nombre completo y número de 
cédula para efecto de registro en el acta.  Cada participante dispondrá de un tiempo máximo de 
tres (3) minutos para su primera intervención y de hasta dos (2) minutos adicionales para 
ampliación. Asimismo, podrá realizar un máximo de dos consultas por turno. En caso de requerir 
intervenciones adicionales, deberá reincorporarse a la fila respectiva. 
 
Lo anterior tiene como finalidad garantizar una participación ordenada, equitativa y el acceso al 
uso de la palabra por parte del mayor número posible de personas interesadas.  Las personas 
que participen de forma remota podrán realizar sus consultas y observaciones a través del chat 
de la plataforma digital que se habilite, durante el desarrollo de la Audiencia.  
 
Artículo 20. Objeciones. La presentación de objeciones se realizará en concordancia con el 
artículo 23 de la Ley de Planificación Urbana, que indica:    “El vecino, propietario o cualquier 
otra persona, que se oponga al proyecto que tienda a adoptar un plan regulador o alguno de 
sus reglamentos, tendrá oportunidad de exponer sus objeciones en la Audiencia Pública que 
previene el inciso 1) del artículo 17. Por lo demás, cualquier persona inconforme que invoque 
ilegalidad y perjuicio propio contra el acto o disposición administrativa que sea, podrá usar todos 
los recursos que la ley le brinda.” 
 
Artículo 21. Respuestas Durante la Audiencia, el equipo técnico municipal o consultor, 
responderá, las preguntas que se requieran para facilitar la comprensión del proyecto, aquellas 
preguntas que, por su contenido técnico complejo, no sean atendidas en sitio, serán contestadas 
en el informe final de la Audiencia, igualmente se incorporaran y responderán en el Informe final, 
las ampliaciones de consultas que ingresen de manera posterior mediante la Plataforma de 
Servicio al Cliente.  

 
CAPÍTULO III 

Regulaciones sobre la atención de gestiones posteriores a la Audiencia Publica 
 
Artículo 22. Ampliación de observaciones. Los interesados podrán presentar ampliaciones de 
preguntas u observaciones formuladas durante la Audiencia, realizadas de manera presencial 



  

o remota, dentro de los ocho (8) días hábiles siguientes a la realización de la sesión. Únicamente 
se atenderán aquellas que sean ingresadas mediante la Plataforma de Servicio al Cliente, ya 
sea de forma física o por el correo electrónico, servicioalcliente1@belen.go.cr dentro de dicho 
plazo, lo anterior en cumplimiento del Reglamento para Regular la Recepción de documentos. 
 
Artículo 23. Informe final de la Audiencia El Informe de la Audiencia Pública constituye un 
documento fundamental para validar la realización efectiva de este mecanismo de participación, 
el cual evidencia el cumplimiento de los requisitos legales, y sirve como respaldo técnico y 
administrativo sobre el proceso de participación pública en el proceso de planificación territorial.  
El equipo técnico municipal presentará un informe final, señalando aquellas observaciones que 
se estima procedente incorporar en el proyecto, así como aquellas que se aconseja desestimar, 
indicándose en todo caso el sustento técnico. Dicho informe deberá ser conocido por el Concejo 
Municipal y será publicado en el sitio web de la municipalidad. 
 
Este deberá contener al menos: 
 
1. Datos generales de la Audiencia Pública 
a) Fecha, hora y lugar de realización. 
b) Publicación de la Convocatoria en el Diario Oficial La Gaceta: Se debe incluir la evidencia 

donde se realizó la convocatoria a la Audiencia Pública con al menos quince días hábiles 
de antelación.  

c) Registro de la lista de asistencia, indicando nombres, cédulas y lugares de residencia de 
los participantes.  

d) Acta oficial de la sesión extraordinaria del Concejo Municipal de la Audiencia Pública  
 

2. Resumen de la propuesta presentada 
a) Descripción general de los componentes del Plan Regulador expuestos durante la 

Audiencia Materiales utilizados en la presentación, como mapas, gráficos y documentos 
informativos.  

 
3. Registro de observaciones ciudadanas  

a) Relación de las observaciones planteadas, clasificadas según su naturaleza (sugerencias, 
dudas, oposiciones) 

b) Resumen de los principales puntos discutidos durante la Audiencia.  
 

4. Análisis y valoración de las observaciones  
a) Identificación de las observaciones aceptadas, justificando su inclusión en la propuesta del 

Plan Regulador.  
b) Justificación de las observaciones que no fueron viables de integrar, indicando los motivos 

técnicos, legales o administrativos.  
 

5. Acciones por seguir  
a) Descripción de los ajustes realizados en la propuesta a partir de las observaciones 

aceptadas. Comunicación de las acciones pendientes 

mailto:servicioalcliente1@belen.go.cr


  

b) En caso de que los cambios realizados alteren significativamente la propuesta original, y la 
Administración lo estime conveniente, se gestionará una nueva Audiencia Pública, según 
lo establecido en los dictámenes N.°C-501-2006 y N.°C-132- 2008 de la Procuraduría 
General de la República 

 
6. Conclusiones 

a) Declaración que valide la realización de la Audiencia Pública en conformidad con la 
normativa vigente. 

b) Recomendaciones finales dirigidas a la Comisión de Seguimiento del Plan Regulador, al 
Concejo Municipal y Alcaldía para la continuidad del proceso de aprobación del Plan 
Regulador. 

 
IV  

Vigencia  
 
Artículo 24. Vigencia. El presente reglamento rige a partir de la publicación definitiva en el Diario 
Oficial La Gaceta, la que se deberá realizar de conformidad con lo establecido por el artículo 43 
del Código Municipal.  
 
ACUERDO 15.  SE ACUERDA POR UNANIMIDAD Y EN FORMA DEFINITIVAMENTE 
APROBADO:  PRIMERO:  Dar por recibido el Oficio de la Alcaldía Municipal.  SEGUNDO:  Se 
dispense de trámite de comisión.  TERCERO:  Aprobar el Reglamento de audiencias públicas 
del Plan Regulador.  CUARTO:  Girar instrucciones a la Secretaría del Concejo Municipal para 
publicar en el Diario Oficial La Gaceta y someter a consulta pública no vinculante por un plazo 
de 10 días.  
 
ARTÍCULO 16.  Se conoce el Oficio AMB-MC-145-2026 de Zeneida Chaves Fernández Alcalde 
Municipal. ASUNTO: REMISIÓN DE MEMORANDO NºUA-078-2026. ATENCIÓN DE 
ACUERDO MUNICIPAL NºREF.3729/2025.  Hemos recibido el oficio NºUA-078-2026, con fecha 
del 24 de junio de 2026, suscrito por la señora Dulcehé Jiménez Espinoza, Coordinadora de la 
Unidad Ambiental, ingresado a esta Alcaldía el 26 de junio del año en curso; por medio del que, 
se refiere a lo indicado en el oficio NºRef.3729/2025, en cumplimento con el acuerdo tomado 
durante la Sesión Ordinaria Nº37-2025, celebrada el 24 de junio de 2025; en su capítulo VII: 
Lectura, Examen y Tramitación de Correspondencia, artículo 29; en donde se indica que: se 
conoce el trámite Nº1959-2025 de Godofredo Chaves Aguilar, representante legal de 
Agrogarpoz, S.A.  Al respecto, remitimos adjunto copia de la documentación recibida, por medio 
del que, se refiere al tema mencionado, para su conocimiento y gestiones respectivas. 
 
UA-078-2026 
En atención al Acuerdo Municipal N° 3729-2025, me permito informar que la Dirección Técnica 
Operativa ya había realizado el informe correspondiente sobre la situación planteada, en 
febrero.  Asimismo, se hace de conocimiento que, en reunión sostenida entre las partes 
involucradas, se acordó proceder con la realización de los avalúos de la finca en cuestión, con 
el fin de contar con los elementos técnicos necesarios para la valoración y eventual toma de 



  

decisiones que correspondan.  Por lo anterior, se encuentra en trámite la gestión respectiva para 
la ejecución de dichos avalúos, conforme a los procedimientos establecidos. 
 
SE ACUERDA POR UNANIMIDAD:  PRIMERO:  Dar por recibido el Oficio de la Alcaldía 
Municipal.  SEGUNDO:  Notificar al interesado. 
 
ARTÍCULO 17.  Se conoce el Oficio AMB-MC-146-2026 de Zeneida Chaves Fernández Alcalde 
Municipal. ASUNTO: REMISIÓN DEL MEMORANDO PTMB-M-116-2026. ATENCIÓN A 
ACUERDO REF.2831/2025.  Hemos recibido el memorando NºPTMB-M-116-2026, con fecha 
del 30 de junio de 2026, suscrito por el señor Sergio Trujillo Sisfontes, Coordinador de la Policía 
de Tránsito Municipal de Belén, ingresado a esta Alcaldía el 02 de julio del año en curso; a 
través del que se refiere a lo indicado en el oficio NºRef.2831/2025; lo anterior en atención al 
acuerdo tomado durante la Sesión Ordinaria Nº31-2026, celebrada el 13 de mayo de 2025; en 
su capítulo VI: Mociones e Iniciativas, artículo 31; en donde se indica que, se conoce Moción 
para explorar soluciones al problema del tránsito vehicular mediante el criterio técnico de la 
Policía de Tránsito Municipal de Belén.  Al respecto, remitimos adjunto copia de la 
documentación recibida, para su conocimiento y trámites que consideren procedentes. 
 
PTMB-M-116-2026 
En atención al acuerdo notificado mediante oficio Ref. 2831-2025, en el cual se solicita a esta 
dependencia remitir informes, documentos o propuestas técnicas relacionadas con la 
problemática de la congestión vehicular en el cantón de Belén, se emite la presente respuesta 
desde una perspectiva técnico-operativa y jurídico-administrativa, tomando como fundamento 
el memorando PTMB-M-114-2026, el cual se adjunta como respaldo.  
1. Naturaleza de la problemática 

La congestión vehicular constituye un fenómeno de carácter estructural, multicausal y de 
alcance nacional, asociado principalmente a: 

• El crecimiento sostenido del parque vehicular. 

• El aumento en la densidad poblacional y el desarrollo urbano. 

• La limitada capacidad de la infraestructura vial existente. 
En el caso particular del cantón de Belén, esta problemática se ve intensificada por: 

• Su ubicación estratégica dentro de la Gran Área Metropolitana (GAM). 

• La interconexión con rutas nacionales de alto flujo vehicular. 

• El crecimiento urbano y comercial experimentado durante los últimos años. 
La naturaleza de estos factores evidencia que la congestión vehicular trasciende el ámbito 
operativo policial y requiere intervenciones integrales sustentadas en estudios de ingeniería, 
planificación urbana y gestión de la movilidad.  
2. Alcance de la función policial en materia de tránsito 

De conformidad con la Ley N.° 9078, Ley de Tránsito por Vías Públicas Terrestres y Seguridad 
Vial, las funciones de la Policía de Tránsito se encuentran claramente delimitadas y orientadas 
a: 

• La fiscalización del cumplimiento de la normativa vigente. 

• La regulación operativa del tránsito en situaciones específicas. 

• La atención de accidentes de tránsito. 



  

• La ejecución de operativos preventivos y sancionatorios. 
En consecuencia, su actuación posee un carácter: 

• Preventivo. 

• Correctivo. 

• Operativo. 
Por lo tanto, la función policial se enfoca en el control, ordenamiento y aplicación de la normativa 
vigente, sin competencia legal en la planificación, diseño o ejecución de soluciones estructurales 
en materia de infraestructura vial.  
3. Marco jurídico de competencias en infraestructura vial 
La Ley N.° 5060, Ley General de Caminos Públicos, establece la distribución de competencias 
en materia vial, indicando que: 

• La red vial nacional corresponde al Ministerio de Obras Públicas y Transportes (MOPT). 

• La red vial cantonal corresponde a las municipalidades. 
Asimismo, toda intervención en infraestructura vial debe ser desarrollada por instancias técnicas 
competentes, bajo criterios especializados de ingeniería. 
Dentro de la estructura institucional del MOPT existe una diferenciación funcional expresa: 
Dirección General de Ingeniería de Tránsito (DGIT) 

• Diseño de soluciones viales. 

• Elaboración de estudios técnicos de movilidad. 

• Implementación de semáforos y señalización. 

• Definición de medidas estructurales de ordenamiento vial. 
Dirección General de la Policía de Tránsito (DGPT) 

• Vigilancia y control del tránsito. 

• Aplicación de la normativa de tránsito. 

• Prevención de accidentes. 

• Ejecución de acciones operativas. 
Dicha diferenciación confirma que la Policía de Tránsito no posee competencia legal ni técnica 
para intervenir en el diseño o ejecución de infraestructura vial, limitándose a funciones de 
control, regulación y fiscalización.  
4. Sobre la participación en la Junta Vial Cantonal 
De acuerdo con el marco normativo vigente: 

• Las Juntas Viales Cantonales son órganos de carácter técnico y administrativo 
encargados de la planificación y gestión vial. 

• Su integración responde a competencias relacionadas con la ingeniería, planificación y 
administración de infraestructura vial. 
En ese sentido: 

• La Policía de Tránsito no forma parte estructural de las Juntas Viales Cantonales por 
disposición legal. 

• Su participación, en caso de ser requerida, reviste un carácter colaborativo, consultivo. 
Por consiguiente, la toma de decisiones relacionadas con la planificación, priorización y 
ejecución de proyectos de infraestructura vial corresponde exclusivamente a las instancias 
técnicas competentes y a los órganos legalmente facultados para tales efectos. 
5. Enfoque técnico para la atención de la congestión 



  

La atención integral del congestionamiento vial requiere la aplicación de herramientas propias 
de la ingeniería de tránsito, tales como: 

• Semaforización y sincronización de intersecciones. 

• Reorganización de sentidos de circulación. 

• Implementación de restricciones vehiculares técnicamente fundamentadas. 

• Desarrollo y mejoramiento de infraestructura vial. 

• Estudios de flujo vehicular, movilidad y modelación de tránsito. 
Estas acciones deben sustentarse en estudios formales, metodologías técnicas y criterios 
profesionales especializados, siendo ajenas al ámbito competencial de la Policía de Tránsito.  
6. Aporte técnico-operativo de la Policía de Tránsito 

Desde la experiencia obtenida mediante la labor diaria en campo, la Policía de Tránsito puede 
aportar: 

• Identificación de puntos críticos de congestión. 

• Detección de conflictos viales recurrentes. 

• Observación de patrones de comportamiento vehicular. 

• Información operativa sobre zonas de riesgo y afectación a la movilidad. 
No obstante, estos aportes poseen un carácter: 

• Empírico. 

• Referencial. 

• Los criterios emitidos por esta dependencia tienen carácter técnico orientador y se 
ponen a disposición de las autoridades competentes para su valoración." 

  
Por lo tanto, cualquier medida derivada de dichas observaciones requiere ser analizada, 
valorada y desarrollada por las instancias competentes en materia de ingeniería y gestión vial.  
7. Consideración institucional sobre la carga operativa 

En los últimos años se ha evidenciado un incremento significativo en la demanda de atención 
de asuntos relacionados con tránsito y seguridad vial, tanto a nivel nacional como cantonal. 
Esta situación ha generado: 

• Una creciente expectativa institucional hacia la Policía de Tránsito para atender temas 
relacionados con infraestructura, planificación y gestión vial que exceden su ámbito 
competencial. 

• Un impacto directo en la capacidad operativa para cumplir adecuadamente con las 
funciones sustantivas de fiscalización, control y seguridad vial. 
Adicionalmente, se hace constar que la carga operativa de esta dependencia ha aumentado 
significativamente desde el año 2019. 
8. Consideración final 
En virtud de lo expuesto, se concluye que toda acción relacionada con infraestructura vial, 
semaforización, diseño geométrico de vías, planificación de la movilidad, ordenamiento del 
tránsito mediante medidas estructurales y establecimiento de restricciones vehiculares 
permanentes debe ser analizada, diseñada y ejecutada por las instancias técnicas de ingeniería 
y gestión vial que ostentan competencia legal para ello.  Consecuentemente, el rol de la Policía 
de Tránsito debe mantenerse dentro de las funciones que la legislación vigente le atribuye, a 
saber: 

• Fiscalización del cumplimiento de la normativa de tránsito. 



  

• Control y regulación operativa de la circulación vehicular. 

• Prevención de accidentes y conductas de riesgo. 

• Protección de la seguridad vial de los usuarios de la vía pública. 
Lo anterior en estricto apego al principio de legalidad administrativa, a la correcta distribución 
de competencias institucionales y a la eficiencia en la utilización de los recursos públicos.  La 
presente respuesta constituye un criterio técnico-operativo emitido dentro del ámbito de 
competencia de la Policía de Tránsito Municipal de Belén, sin perjuicio de las valoraciones 
técnicas, administrativas o de ingeniería que corresponda emitir a las dependencias e 
instituciones legalmente competentes en materia de infraestructura y gestión vial.  Se hace 
constar que:  Se adjunta la información solicitada para lo correspondiente, incluyendo el 
memorando PTMB-M-114-2026, como sustento técnico y jurídico del presente criterio. 
 

 
 
El Regidor Propietario Ulises Araya, aclara que solo para hacer la propuesta como opción, si se 
puede considerar al Comité de Movilidad Urbana Sostenible, que también integra varios técnicos 
municipales y que están relacionados con la materia. 
 
SE ACUERDA POR UNANIMIDAD:  PRIMERO:  Dar por recibido el Oficio de la Alcaldía 
Municipal.  SEGUNDO:  Remitir a la Unidad de Obras y Junta Vial Cantonal para su análisis y 
recomendación a este Concejo Municipal.   
 
INFORME DE LA DIRECCIÓN JURÍDICA. 
 
ARTÍCULO 18.  Se conoce el Oficio DJ-384-2026 de Diego Aguilar Ugarte Dirección Jurídica. 
Por este medio, y con instrucciones superiores, procedemos a atender el oficio Ref. 2823/2026, 
fechado el 20 de mayo del año en curso, con fundamento en los extremos que se exponen a 
continuación.  Se remite a este centro de trabajo, para su análisis y consideración, una 



  

propuesta de reglamento que iría destinado a regular el reconocimiento honorífico de personas 
funcionarias destacadas de esta municipalidad, propuesta que ha sido elaborada por la asesoría 
legal externa de este órgano colegiado.  Si bien se podrían brindar acotaciones a la propuesta 
señalada, entre ellas contemplar la posibilidad de incluir el reconocimiento póstumo de 
funcionarios (as), es menester indicar que la municipalidad cuenta con un procedimiento para 
la elaboración de reglamentos tanto externos como internos; como tal, la última versión de dicho 
procedimiento fue publicada por la Alcaldía Municipal por medio de la Circular AMB-CC-014-
2025, fechada el pasado 30 de julio del año pasado. Esto conlleva la confección formal de un 
expediente debidamente foliado y en orden cronológico. 
Siendo entonces que la presente propuesta versa sobre un reglamento interno, la iniciativa del 
caso puede emanar de ustedes, precisamente, en el tanto ya se cuente con una identificación 
precisa del tema o situación que se estima merece ser, pues, sometida a regulación formal, 
identificación que se estima ya está presente en el presente asunto.  Consecuentemente, y a 
efectos de que la iniciativa reglamentaria de interés se tramite de forma ordenada, se sugiere 
someter la misma al procedimiento antes señalado, a cuyo efecto se adjunta de paso la circular 
respectiva para mejor referencia. Como parte de tal procedimiento, la iniciativa deberá recalar 
en algún momento.  
 
El Presidente Municipal Gilberth Gonzalez, afirma que este tema tiene que ver con el 
Reglamento que le habíamos solicitado a la Dirección Jurídica que lo realizara, o que más bien 
lo revisara, porque don Luis Álvarez ya había preparado una propuesta de acuerdo, aquí nos lo 
remiten, que yo sé que hay que seguir un proceso y todo este tema. Más, sin embargo, me 
parece que nosotros habíamos quedado claros y le toca la revisión a la Dirección Jurídica para 
saber si está correcto o no, porque actualmente nosotros no podemos dar un reconocimiento y 
fue lo que se dijo también en la Comisión de Gobierno, que actualmente no se puede dar un 
reconocimiento porque no está el proceso como tal, en qué casos sí, en qué casos no y eso es 
importante tenerlo reglamentado. 
 
El Regidor Propietario Ulises Araya, reitera que de la lectura del informe de la Dirección Jurídica 
se desprende que está bien el Reglamento, pero que hace falta el procedimiento de quién 
conforma el expediente. Eso es lo que no está y es lo que la pregunta del billón, quién conforma 
el expediente, a quién le tocaría realizar esa tarea. 
 
SE ACUERDA POR UNANIMIDAD:  PRIMERO:  Dar por recibido el oficio de la Dirección 
Jurídica.  SEGUNDO:  Remitir a la Administración para que nos indiquen el proceso de la 
conformación del expediente y que quede plasmado dentro del documento. 
 
ARTÍCULO 19.  Se conoce el Oficio DJ-396-2026 de Rodrigo Calvo Fallas Director Jurídico a.i. 
Damos respuesta al oficio Ref. 3607/2026 de notificado 24 de junio del año en curso, el que se 
refiere al Capítulo III, Asuntos de Trámite Urgente a Juicio de la Presidencia Municipal, Artículo 
7; Acuerdos pendientes del Acta 27-2026 al Acta 34-2026. 
 

Acta 
referencia 
Concejo 

Artículo Acuerdo 
N° Doc. 

respuesta 
Fecha 



  

28-2026 23 
Remitir a la Dirección Jurídica, para su 
análisis y recomendación a este Concejo 
Municipal. 

DJ-384-2026 
29 de junio 
2026 

 
Sobre el particular, esta Dirección Jurídica adjunta tabla con la información de respuesta del 
documento aludido, dirigido a la instancia correspondiente.  
 
SE ACUERDA POR UNANIMIDAD:  PRIMERO:  Dar por recibido el oficio de la Dirección 
Jurídica.  SEGUNDO:  Remitir a la Secretaría del Concejo Municipal para lo que corresponda.  
 
CONSULTAS A LA ALCALDESA MUNICIPAL. 
 
ARTÍCULO 20.  El Regidor Propietario Ulises Araya, plantea que buenas noches nuevamente, 
Alcaldesa. Mi consulta de hoy era, reiterar 2 de las consultas de la semana pasada, la del Plan 
Cantonal del Agua, del Estudio de Senara, que, de hecho, esto lo hablamos el jueves anterior, 
en la presentación del informe de trabajo.  Esa es una consulta. Y la otra es, si tenemos 
información sobre los Órganos Directores que se consultaron la semana anterior, el de la 
Directora del Area Social anterior, relacionado al nombramiento ilegal y el tema relacionado a 
La Gruta de La Asunción, de la reducción ilegal también del área de protección de esa zona. 
Particularmente, me siguen preguntando vecinos de La Asunción sobre ese tema, dado que hay 
la percepción de que están moviendo cosas, como quien dice, para construir algo donde está 
en este momento la venta de autos. 
 
ARTÍCULO 21.  El Regidor Suplente Sigifredo Villegas, interroga que Alcaldesa, mi consulta 
para el día de hoy se relaciona con los vecinos de Fátima, nuevamente, para variar. El día 
viernes pasado, estando presente ahí en el lado de Fátima, al costado norte del proyecto Casas 
Max, más específicamente frente a la soda Maylú, que se encuentra en ese sitio, pude observar 
a unos obreros de Casas Max haciendo una acera en ese sector, sector que comprende 60 
metros de ese proyecto.  Y ellos, en realidad, lo que estaban era simplemente haciendo un 
tramo de acera solamente de 10 metros. No así, ni en el cordón y caño, ni el resto de la acera. 
Es bien sabido las múltiples cartas que han mandado los vecinos de Fátima sobre el tema de 
las aceras.  Yo he sido enfático aquí en decir que por lo menos la exigencia, según el 
Reglamento de Construcción, es a un proyecto nuevo, es exigirle que haga las aceras frente a 
su proyecto. Ellos las hicieron muy bien por el lado oeste, que es el que les interesa, pero este 
lado norte, que es donde está la planta de tratamiento, la laguna de retención, que son 60 
metros, todo eso fue totalmente deteriorado, cordón y caño, aceras. Pero por qué precisamente 
la parte del centro habían trabajando y solo hicieron 10 metros, yo había pasado unas fotografías 
ahí al chat del Concejo, las pasé el viernes y había solicitado que por favor viniera el Inspector 
de Desarrollo Urbano y hay que averiguarlo, porque si bien es sabido es la obligación de ellos, 
porque es solamente ese tramo de 10 metros y el resto, quería saber si sabía algo al respecto, 
ya que yo pasé esa fotografía desde el viernes pasado. Si me podría ampliar sobre el tema, por 
favor. 
 



  

La Alcaldesa Municipal Zeneida Chaves, piensa que el miércoles, la de Fátima me escribe, 
inmediatamente se abordó el tema y se atendió. El viernes, como usted lo reitera, pregunto qué 
fue lo que pasó, pero eso ya se está haciendo, ya está atendido. 
 
El Presidente Municipal Gilberth Gonzalez, formula que lo único que voy a solicitar también que 
quede en actas es que se corrobore con los técnicos municipales lo que sí tienen que arreglar 
y dejar como nuevo, porque me parece una injusticia ya para los vecinos. 
 
El Regidor Propietario Ulises Araya, consulta que doña Zeneida, es consultar también 
adicionalmente a propósito del tema, si hemos recibido respuesta del MOPT, porque ante esto 
que menciona Hilbert, yo tengo información de que ya los personeros, aparentemente de esta 
empresa constructora, dijeron que a ellos no les toca las aceras, ni los cordones de caño, 
queremos saber si tal vez del MOPT les han contestado las últimas misivas a partir de la reunión 
que tuvimos miembros del Concejo Municipal y David Umaña con los personeros del MOPT. 
 
La Regidora Propietaria Ana Betty Valenciano, advierte que Doña Zeneida, buenas noches. A 
raíz de los comentarios que están haciendo los compañeros y dados los informes que estuvimos 
viendo hace unas sesiones atrás, de que en uno de los oficios se decía que aparentemente 
había 15 casas habitadas en ese condominio. De casualidad se hizo alguna inspección para 
verificar esa información, porque el oficio era de los mismos técnicos de la Municipalidad, a mí 
sí me gustaría saber, porque reitero, ese proyecto no ha sido recibido por nosotros, a mí me 
parece que sí se debería hacer una inspección y verificar esa información. 
 

CAPÍTULO V 
 

INFORME DE COMISIONES MUNICIPALES Y LOS CONCEJOS DE DISTRITOS. 
 

INFORME DE LA COMISIÓN DE OBRAS PÚBLICAS Y DE ASUNTOS AMBIENTALES. 
 
ARTÍCULO 22.  Se conoce el Oficio SCO-15-2026. 
 
Se conoce el Acuerdo Municipal Ref.0316-2026. 
Se conoce la Moción del Regidores Ulises Araya Chaves, Ana Betty Valenciano Marita Arguedas 
Carvajal, Moscoso, Sigifredo Villegas Villalobos.   
  
Moción para asegurar la continuidad del servicio de la recolección de material valorizable 
durante fin y principio de año  
  
Considerando:  
1. Que el artículo 50 de la Constitución Política dispone que es un deber del Estado, incluidas 

las Municipalidades, el garantizar a toda persona el derecho a disfrutar de un ambiente 
sano y ecológicamente equilibrado  
   

2. Que el artículo 8 de la Ley para la Gestión integral de Residuos Nº 8839 estipula la 
responsabilidad de las Municipalidades de garantizar que en su territorio se provea de un 



  

servicio de recolección de residuos en forma selectiva, accesible, periódica y eficiente, 
promover la educación y sensibilización de los habitantes del cantón para fomentar la 
cultura de la recolección separada y fijar las tasas para los servicios de manejo de residuos 
sólidos. En el caso del cantón de Belén, se cuenta con un plan aprobado y en ejecución 
desde el 2012 que ha sido debidamente actualizado con el paso de los años.   

   
3. Que el cantón de Belén cuenta actualmente con un Plan Municipal para la Gestión Integral 

de los Residuos Sólidos (PMGIRS) como un instrumento de planificación y ejecución de la 
gestión de los residuos sólidos en el territorio del cantón.   
   

4. Que la gestión integral de residuos es definida reglamentariamente por la Municipalidad de 
Belén como “el Conjunto articulado e interrelacionado de acciones regulatorias, operativas, 
financieras, administrativas, educativas, de planificación, monitoreo y evaluación para el 
manejo de los residuos, desde su generación hasta su disposición final”.   
   

5. Que en lo que respecta al reciclaje, el mismo es definido por la Municipalidad como 
“Transformación de los residuos sólidos por medio de distintos procesos de valorización 
que permiten restituir su valor económico y energético, evitando así su disposición final, 
siempre y cuando esta restitución implique un ahorro de energía y materias primas sin 
perjuicio para la salud y el ambiente”.   
   

6. Que según el inciso a) del artículo 5 del Reglamento municipal para la gestión integral de 
los residuos sólidos del cantón de Belén, es deber de la Municipalidad:  a) Proveer del 
servicio de recolección de residuos sólidos en forma selectiva, accesible, periódica.   
   

7. La periodicidad con que se da la recolección de residuos sólidos valorizables en Belén es 
semanal, no obstante, no se ha logrado asegurar que durante los feriados de la Semana 
Santa (jueves y viernes santos) ni en la última y primera semana de cada año se haya 
logrado asegurar la continuidad ordinaria del servicio.   

   
8. Para la última semana del 2025 y la primera semana del 2026 la Administración municipal 

invirtió en una campaña publicitaría, indicando a la población que almacenaran el material 
reciclable durante dos semanas, hasta la reanudación del servicio.  
   

9. No obstante, lo anterior, fue notorio y evidente que se presentaron problemas en la 
prestación del servicio de recolección de material valorizable. Según la versión institucional, 
dichas dificultades se atribuyeron a un aumento significativo en los volúmenes de material 
reciclable, lo cual evidencia que las personas abonadas al servicio cumplieron con la 
indicación de almacenar el material durante el período señalado. Sin embargo, la empresa 
recolectora no logró responder con la eficiencia requerida en los tiempos de recolección, 
presentándose la situación más crítica en el distrito de San Antonio el jueves 8 de enero. 
Ese día se emitió un primer comunicado institucional asegurando que la totalidad del 
material sería recolectado; no obstante, el viernes 9 de enero, después de las 11:00 a.m., 
se divulgó un segundo comunicado en el que se confirmó que finalmente el material 
reciclable no fue recogido, solicitando nuevamente a las personas vecinas que lo 



  

almacenaran. Para ese momento, la ruta de recolección de residuos ordinarios ya llevaba 
varias horas de operación, por lo que es razonable presumir que una cantidad significativa 
de material reciclable se mezcló con los residuos ordinarios y fue dispuesta como tal.  

   
10. Que en una institución pública profesional y moderna, situaciones como la descrita no 

deberían presentarse, máxime cuando el servicio inició el año con un aumento en la tarifa. 
Este tipo de escenarios deben ser previstos, planificados y gestionados con antelación 
mediante medidas de contingencia adecuadas, a fin de garantizar la continuidad, eficiencia 
y calidad del servicio público brindado a la ciudadanía.  

  
Por tanto, solicitamos al honorable Concejo Municipal acordar:   
SE ACUERDA.   
PRIMERO. Solicitar un informe al departamento de Control Interno acerca de los problemas 
ocurridos con el servicio de recolección de material valorizable (reciclaje) del distrito de San 
Antonio de Belén durante el jueves 8 de enero del 2026  
SEGUNDO. Solicitar un informe al departamento de Gestión Integral de Residuos, acerca de 
cuáles son las razones operativas o técnicas que ocasionan que la recolección del reciclaje se 
suspenda durante quince días en la última semana de diciembre y primera semana de enero.   
TERCERO. Solicitar a la Administración municipal realizar las acciones útiles y necesarias para 
efectos de que no se vuelva a presentar la suspensión de la recolección del reciclaje a fin y 
principio de año, asegurando con ello la continuidad del servicio.    
CUARTO. Solicitar a la Administración Municipal que, a partir de los informes requeridos, 
determine si existieron incumplimientos contractuales por parte de la empresa prestataria del 
servicio de recolección de material valorizable y, de ser procedente, adopte las medidas 
administrativas, contractuales o sancionatorias correspondientes, informando de ello al Concejo 
Municipal.  
QUINTO. Solicitar a la Administración Municipal la elaboración y presentación ante el Concejo 
Municipal de un plan de contingencia específico para la recolección de material valorizable 
durante períodos de alta generación y feriados prolongados, incluyendo fin y principio de año, 
con el fin de asegurar la continuidad del servicio.  
SEXTO. Solicitar a la Administración Municipal revisar y mejorar los protocolos de comunicación 
institucional con la ciudadanía en situaciones de contingencia del servicio de recolección, a fin 
de garantizar información oportuna, clara y coherente.  
  
SE ACUERDA POR UNANIMIDAD:  Remitir a la Comisión de Obras y Asuntos Ambientales 
para análisis y recomendación a este Concejo Municipal.  
  
LA COMISIÓN DE OBRAS Y ASUNTOS AMBIENTALES ACUERDA CON DOS VOTOS A 
FAVOR DE LOS REGIDORES Gilberth González González coordinador, Teresita Venegas 
Murillo, Y UN VOTO EN CONTRA DE LA REGIDORA Ana Betty Valenciano. RECOMENDAR 
AL CONCEJO MUNICIPAL: PRIMERO: Dar por recibida la moción. SEGUNDO: Rechazar la 
moción. TERCERO: Solicitar una campaña de comunicación sobre el modelo actual de 
recolección de residuos valorizables para que el Belemita entienda realmente ¿Por qué hacerlo? 
¿Y por qué se realiza? 
  



  

El Presidente Municipal Gilberth Gonzalez, razona que donde los compañeros habían 
presentado una moción, ese día Esteban explicó el por qué, como criterio técnico, él no veía 
viable el tema de la aprobación. 
 
La Regidora Propietaria Ana Betty Valenciano, señala que yo quisiera explicarles a los 
compañeros por qué yo voté negativamente ese dictamen de la Comisión. Nosotros habíamos 
presentado una moción a este Concejo Municipal para solicitar que el servicio de recolección 
de los residuos valorizables fuera continuo, que en el periodo de final de año y principio de año 
y creo que de Semana Santa, que no se hace la recolección, se pudiera programar para que en 
esos días, principalmente a finales de año y principios de año, que hay tanto movimiento de 
papel, de cajas, de bolsas y de todo eso, no se suspendiera la recolección de esos residuos y 
al contrario, como se genera más cantidad, se pudiera programar alguna recolección y no se 
suspendiera el servicio. Pero bueno, dentro de la Comisión los compañeros no lo vieron 
aceptable y decidieron rechazar la moción.  Sin embargo, nosotros consideramos que en algún 
momento la parte técnica podría retomar las observaciones que se plantearon en esa moción 
para ver la posibilidad de buscar alguna estrategia de que no se suspenda la recolección de los 
residuos valorizables en esas fechas. 
 
El Regidor Propietario Ulises Araya, expone que agradecer la explicación que da, efectivamente, 
Ana Betty, porque el espíritu de la moción era, efectivamente, que los Belemitas no tuvieran 
interrumpido el servicio de recolección de reciclables a final de año, que es cuando más se 
produce material reciclable en el Cantón, por las fiestas de Navidad, las actividades sociales 
que se organizan y demás.  Y no era, como que esto implicara de una vez aprobarlo, sino 
conocer cuáles pueden ser propuestas técnicas para solventar esa necesidad. De esta manera, 
rechazando la moción, lo que se produce es que al día de hoy carezcamos, sigamos careciendo 
de tener una posibilidad sobre la mesa la cual sí pudiera ser analizada, si vale la pena o no vale 
la pena, que esos 15 días en los que no hay reciclaje, pudiéramos tener una opción de servicio 
de manera que no se descontinuara. 
 
SE ACUERDA CON TRES VOTOS A FAVOR DE LOS REGIDORES Gilberth Gonzalez, 
Teresita Venegas, Lourdes Villalobos Y DOS EN CONTRA DE LOS REGIDORES Ana Betty 
Valenciano, Ulises Araya:  PRIMERO:  Aprobar el dictamen de Comisión.  SEGUNDO:  Dar 
por recibida la moción.  TERCERO:  Rechazar la moción.  CUARTO:  Solicitar una campaña de 
comunicación sobre el modelo actual de recolección de residuos valorizables para que el 
Belemita entienda realmente ¿Por qué hacerlo? ¿Y por qué se realiza? 
 
ARTÍCULO 23.  Se conoce el Oficio SCO-16-2026. 
 
Se conoce el Acuerdo Municipal Ref.1904-2026. 
Se conoce el Oficio MB-024-2026 del Asesor Legal Luis Alvarez.  De conformidad con el 
requerimiento del Concejo Municipal mediante oficio N° Ref. 5435/2025 y oficio N° Ref. 
0311/2026, del 14 de enero de 2026; procede esta asesoría legal a emitir las siguientes 
consideraciones, aclarando de previo que los alcances del presente pronunciamiento 
constituyen una mera opinión jurídica que no involucra un pronunciamiento de carácter 
obligatorio y vinculante, el cual puede ser adicionado o aclarado por éste órgano asesor en caso 



  

de que así se requiera, indicando además que se basa en los aspectos consultados y limitado 
al estudio del expediente y documentos remitidos a estudio.  
  
PRIMERO: OBJETO DE LA CONSULTA.  Solicita el honorable Concejo Municipal se emita 
criterio legal respecto de los trámites N° 2832-2025 y 3278-2025 promovidos por ASOFATIMA, 
específicamente en relación con la posibilidad jurídica de realizar modificaciones al sistema de 
desfogue pluvial del proyecto denominado Condominio Residencial Distrito 7, sin requerir 
aprobación del Concejo Municipal, en razón del memorando N. MDU-0001-2026 emitido por 
David Umaña Corrales, Coordinador de la Unidad de Desarrollo Urbano y Control Constructivo, 
conocido en artículo 11 del acta la Sesión Ordinaria  03-2026, conforme al acuerdo  que indica:  
  

 
  
SEGUNDO: ANÁLISIS LEGAL DEL CASO CONCRETO.  En atención a la consulta planteada, 
esta asesoría estima necesario partir del criterio previamente desarrollado en el informe MB-
070-2026, en el cual se indicó que no resulta jurídicamente procedente modificar obras 
autorizadas sin la correspondiente modificación del permiso que les dio origen.  Este criterio se 
fundamenta en el principio de legalidad, conforme al cual toda actuación administrativa debe 
encontrar sustento en una competencia previamente atribuida por el ordenamiento jurídico, lo 
que implica que la Administración no puede alterar, de hecho, las condiciones bajo las cuales 
fue otorgada una autorización sin el correspondiente acto administrativo habilitante.  
  
Artículo 11.-  
  
1. La Administración Pública actuará sometida al ordenamiento jurídico y sólo podrá realizar 
aquellos actos o prestar aquellos servicios públicos que autorice dicho ordenamiento, según la 
escala jerárquica de sus fuentes.  
  
Artículo 13.-  
  
1. La Administración estará sujeta, en general, a todas las normas escritas y no escritas del 
ordenamiento administrativo, y al derecho privado supletorio del mismo, sin poder derogarlos ni 
desaplicarlos para casos concretos.  
  
Ahora bien, revisado el expediente administrativo y, en particular, el oficio técnico N° MDU-
0001-2026, se determina que, si bien el proyecto urbanístico en su configuración general fue 
conocido por el Concejo Municipal, el sistema específico de desfogue pluvial fue aprobado por 



  

la Unidad de Desarrollo Urbano y Control Constructivo, en el ejercicio de sus competencias 
técnicas. Este elemento resulta determinante, pues permite identificar con precisión el órgano 
que dictó el acto administrativo específico que se pretende eventualmente modificar.  A partir 
de esa premisa, la cuestión jurídica central radica en determinar cuál es el órgano competente 
para conocer y resolver una eventual modificación al sistema de desfogue pluvial, como una 
obra independiente al permiso de construcción propiamente otorgado para el desarrollo 
constructivo del proyecto denominado Condominio Residencial Distrito 7.  
  
Para ello, resulta necesario aplicar el principio de paralelismo de las formas, conforme al cual la 
modificación de un acto administrativo debe seguir el mismo procedimiento y ser emitida por el 
mismo órgano que lo dictó originalmente.  Este principio se encuentra desarrollado en el 
Dictamen C-088-2007 de la Procuraduría General de la República, que al efecto indica  
  
“Por último, está el principio del paralelismo de formas, comúnmente conocido bajo la expresión: 
‘de que las cosas se deshacen de la misma forma en que se hacen’, el que obliga al operador 
jurídico a seguir el mismo procedimiento y observar los mismos requisitos que se dieron para la 
creación una determinada institución, cuando pretende extinguirla o modificarla 
sustancialmente”.  
  
En aplicación de dicho principio, si el sistema de desfogue pluvial fue aprobado por la Unidad 
Técnica competente, concretamente por el Ing. David Umaña Corrales, Coordinador de la 
Unidad de Desarrollo Urbano y Control Constructivo, corresponde a ese mismo órgano, en 
principio, conocer y resolver sobre su eventual modificación, siempre que dicha variación no 
implique una alteración sustantiva del contenido esencial del acto administrativo aprobado por 
el Concejo Municipal.  Este razonamiento no contradice el criterio sostenido en el informe MB-
070-2026, sino que lo complementa y precisa. En efecto, se mantiene incólume la regla general 
según la cual no es posible modificar obras sin la correspondiente modificación del permiso; sin 
embargo, se aclara que dicha modificación debe ser emitida por el órgano que originalmente 
otorgó la autorización correspondiente, de acuerdo con la naturaleza del componente que se 
pretende variar.  
  
En este sentido, debe distinguirse entre modificaciones de carácter sustantivo y modificaciones 
de carácter técnico. Las primeras son aquellas que alteran la configuración urbanística esencial 
del proyecto o los elementos fundamentales del acto administrativo aprobado por el Concejo 
Municipal, tales como el punto de descarga, el cuerpo receptor o las condiciones hidráulicas que 
sirvieron de base para la aprobación. Las segundas corresponden a ajustes técnicos u 
operativos que no inciden en dichos elementos esenciales, tales como variaciones en el trayecto 
de conducción o mejoras constructivas dentro del mismo diseño aprobado.  Dicha distinción 
resulta coherente con el propio informe técnico MDU-0001-2026, el cual establece que una 
modificación jurídicamente relevante se configura únicamente cuando se alteran las condiciones 
esenciales del desfogue pluvial aprobadas, precisando además que, si se mantienen invariables 
la salida, el punto de descarga final, el cuerpo receptor y las condiciones de capacidad 
hidráulica, las variaciones en el trayecto de conducción no constituyen un proyecto distinto ni 
modifican el acto administrativo aprobado.  
  



  

Al respecto mediante oficio MDU-0001-2026 suscrito por el Ing. David Umaña Corrales, director 
de la Unidad Desarrollo Urbano y Control Constructivo se emitió informe en atención a la 
consulta formulada por el Concejo Municipal a la Alcaldía Municipal durante la sesión ordinaria 
073-2025, celebrada el 11 de diciembre de 2025 respecto a eventuales modificaciones del 
desfogue pluvial del proyecto Condominio Residencial Distrito 7, relacionado con el trámite # 
3278-2025 presentado por ASOFATIMA,  así como el Acuerdo Municipal con referencia  # 7214-
2025, adoptado en la sesión ordinaria # 072-2025 del 15 de diciembre de 2025, en el que se 
conoce el criterio jurídico #  MB-070-2025 emitido por esta asesoría en el cual se indica:   
  
Primero. Sobre el desfogue pluvial aprobado proyecto Condominio Residencial Distrito # 7.  
  
El proyecto cuenta con aprobación del sistema de desfogue pluvial, con punto de salida desde 
la finca mediante tanque de retención pluvial, ubicado sobre la ruta nacional # 129, al costado 
Norte del terreno, incluyendo las condiciones de capacidad hidráulica aprobadas (volúmenes de 
retención, caudales de descarga y parámetros de diseño. Dicho sistema, además cuenta con la 
autorización de conducción pluvial emitida por el Ministerio de Obras Públicas y Transportes 
(MOPT) sobre las rutas nacionales # 111 y # 129, con descarga final al río Segundo, condición 
que forma parte del diseño aprobado por el Concejo Municipal.  
  
Dicho sistema se mantiene invariable, no obstante, se hace de conocimiento que los interesados 
ingresaron para análisis de esta Municipalidad una propuesta orientada a reducir el trayecto de 
conducción pluvial sobre la ruta nacional, planteando una conexión anticipada a un colector 
ubicado sobre la ruta nacional # 129, que descarga hacia la servidumbre pluvial en finca Lehman 
y conduce finalmente hacia el río Segundo a través de un afluente de dominio público.  Al 
respecto, se aclara que dicha propuesta se encuentra actualmente en análisis por parte de esta 
Unidad Técnica, en atención a que el MOPT solicitó a los interesados la correspondiente 
autorización municipal para la eventual conexión indicada.  
  
Segundo. Criterios para la valoración de ajustes al sistema de desfogue pluvial.  
  
Ahora bien, respecto a la inquietud planteada por el Concejo Municipal en relación con la 
eventual modificación del desfogue pluvial de un proyecto previamente aprobado y su posible 
sometimiento a conocimiento y aprobación de dicho órgano, y conforme al análisis contenido en 
el oficio # MB-070-2025, emitido por el asesor legal externo, resulta pertinente precisar que 
dicho criterio jurídico se fundamenta en la premisa de que una modificación jurídicamente 
relevante se configura únicamente cuando se altera el lugar o las condiciones del desfogue 
pluvial aprobadas como parte del permiso de construcción, en tanto dichos elementos 
constituyen contenido esencial y vinculante del acto administrativo emitido por el Concejo 
Municipal.  
  
Desde esa perspectiva, resulta relevante señalar que, cuando se mantienen invariables la 
salida, el punto de descarga final, el cuerpo receptor y las condiciones de capacidad hidráulica 
previamente aprobadas, entendidas estas como los caudales, volúmenes de retención y 
parámetros hidráulicos que sustentaron la aprobación del proyecto, las variaciones que se 
limiten al trayecto de conducción de las aguas pluviales no suponen, en términos jurídicos, la 



  

ejecución de un proyecto distinto al aprobado, conforme al parámetro desarrollado en el oficio # 
MB-070-2025.  
  
En consecuencia, tales variaciones no inciden en el contenido esencial del acto administrativo 
aprobado por el Concejo Municipal, en el entendido de que únicamente las alteraciones 
sustantivas del proyecto, entendidas como aquellas que modifiquen la salida, el lugar del 
desfogue o las condiciones de capacidad hidráulica, activan la competencia del órgano 
deliberativo municipal. Bajo este criterio, la valoración de alternativas técnicas relativas al 
trayecto de conducción pluvial,  se sitúa en el ámbito de análisis de las Unidades Técnicas 
especializadas, sin perjuicio de las competencias que correspondan al Ministerio de Obras 
Públicas y Transportes (MOPT) cuando la infraestructura de conducción se ubique en rutas 
nacionales; limitándose, en tal caso, a la eventual autorización técnica de la conexión del 
sistema pluvial a un colector dentro del mismo trayecto de conducción, como mejora de carácter 
técnico, sin que ello constituya una modificación del acto administrativo aprobado por el Concejo 
Municipal.  
  
En el eventual supuesto de que, como resultado del análisis técnico integral, se determine que 
una propuesta de desfogue se encuentre fuera de las consideraciones anteriormente expuestas 
y configure una modificación sustantiva del proyecto, esta Unidad Técnica remitirá el criterio 
correspondiente al Concejo Municipal, a fin de que dicho órgano, en el ejercicio de sus 
competencias exclusivas, valore y resuelva lo que en derecho corresponda. Caso contrario, 
mientras se mantengan invariables las condiciones aprobadas y no exista detrimento en el 
régimen de escorrentías existente, esta Unidad Técnica, o aquella que la Municipalidad designe, 
contará con la competencia para la revisión y el análisis de la solicitud, y, en última instancia, 
para aprobar o rechazar dicha solicitud, conforme al marco técnico y normativo aplicable.  
  
Tercero. Valoración técnica de variaciones constructivas señaladas por el Concejo Municipal  
  
En cuanto a los eventuales cambios y/o modificaciones del proyecto señalados en los 
comentarios emitidos por el Concejo Municipal, se hace referencia al muro de retención ubicado 
en el sector colindante con las propiedades conocidas como Los Rodríguez y a la laguna de 
retardo. Al respecto, debe indicarse que no se han identificado cambios que afecten la 
configuración urbanística del Condominio, la cual fue oportunamente aprobada por el Concejo 
Municipal.  
  
De los casos puntuales mencionados, se determina una variación en el sistema constructivo del 
muro de retención proyectado en el sector colindante con las propiedades conocidas como Los 
Rodríguez, consistente en la sustitución del muro inicialmente propuesto en concreto por un 
muro de gaviones, con el objetivo de mejorar la capacidad de soporte y la estabilidad del talud.  
  
Dicho ajuste fue debidamente autorizado por esta Unidad Técnica mediante el permiso de 
construcción # 0030-2025, y responde a consideraciones exclusivamente técnicas, sin alterar la 
localización, función ni el alcance estructural de la obra aprobada. En consecuencia, este 
cambio constituye una variación de carácter técnico en el sistema constructivo, que no modifica 



  

la configuración del proyecto ni el acto administrativo aprobado por el Concejo Municipal, sino 
que se enmarca en las funciones ordinarias de control constructivo que ejerce esta oficina.  
En lo que respecta a la laguna de retardo, se identificó una reducción en sus dimensiones tal 
como fue aprobado, la cual se encuentra actualmente en proceso de subsanación por parte de 
los interesados, conforme a las observaciones técnicas formuladas por esta Unidad, y 
verificaciones efectuadas en sitio.  
  
Cuarto. Consideración Final.  
  
De conformidad con el criterio jurídico # MB-070-2025, emitido por la asesoría legal externa del 
Concejo Municipal, la competencia de dicho órgano se ejerce sobre la aprobación de la 
configuración urbanística esencial de los proyectos sometidos a su conocimiento, entendida 
como el conjunto de condiciones estructurales que definen el desarrollo autorizado, tales como 
el uso del suelo, la densidad, la organización general del proyecto, los accesos, la disposición 
de áreas comunes, servicios y la implantación del conjunto respecto de su entorno.  
  
En ese marco, requieren conocimiento y aprobación del Concejo Municipal aquellas actuaciones 
que impliquen una modificación sustantiva del proyecto aprobado, es decir, cambios que alteren 
la configuración urbanística que sirvió de base para la emisión del acto administrativo original, 
por cuanto suponen la ejecución de un proyecto distinto al autorizado y exceden el ámbito del 
control constructivo ordinario.  
  
Por el contrario, no requieren un nuevo acuerdo del Concejo Municipal aquellas variaciones de 
carácter técnico u operativo que se desarrollen dentro del marco del proyecto aprobado, siempre 
que no se altere la configuración urbanística ni las condiciones esenciales previamente avaladas 
por el órgano deliberativo. Dichas variaciones que pueden comprender ajustes constructivos, 
adecuaciones técnicas internas o mejoras funcionales de componentes del proyecto se 
inscriben dentro de las funciones ordinarias de las Unidades Técnicas especializadas, sin 
perjuicio de las competencias que correspondan a otras instituciones según la naturaleza de la 
infraestructura involucrada.  
  
En consecuencia, el criterio # MB-070-2025 no limita el ejercicio del control constructivo técnico, 
sino que delimita con claridad el umbral competencial a partir del cual una actuación deja de ser 
una adecuación técnica y requiere intervención del Concejo Municipal, asegurando así una 
correcta articulación entre la función deliberativa del órgano político y la función técnica de la 
Administración Activa, en resguardo del principio de legalidad, la seguridad jurídica y el 
adecuado ordenamiento urbanístico del cantón.  
  
Desde esta perspectiva, la competencia del Concejo Municipal se mantiene respecto de 
aquellas modificaciones que impliquen una alteración sustantiva del proyecto aprobado, en 
ejercicio de sus potestades en materia de ordenamiento urbano; mientras que las variaciones 
técnicas se sitúan dentro del ámbito de competencia de la Administración Activa, 
específicamente de la Unidad Técnica que aprobó el componente respectivo.  
  
Artículo 13.- Son atribuciones del concejo:  



  

  
(…)  
  
p) Dictar las medidas de ordenamiento urbano.  
  
Por su parte, la función de control técnico y constructivo de las obras corresponde a la 
Administración Activa municipal, en ejercicio de las competencias que le reconoce la normativa 
sectorial.  
  
Artículo 1 Ley de Construcciones:  
  
Las Municipalidades de la República son las encargadas de que las ciudades y demás 
poblaciones reúnan las condiciones necesarias de seguridad, salubridad, comodidad, y belleza 
en sus vías públicas y en los edificios y construcciones que en terrenos de las mismas se 
levanten sin perjuicio de las facultades que las leyes conceden en estas materias a otros 
órganos administrativos.  
  
De este modo, cualquier alteración sustancial de los elementos que estructuran el permiso, entre 
ellos, el trayecto de conducción del desfogue pluvial comporta una modificación del acto 
administrativo originario, lo que activa la exigencia de observar el mismo cauce procedimental 
que rigió su otorgamiento, por lo que le corresponde exclusivamente al órgano que aprobó el 
desfogue, la adopción de la decisión que lo modifique.  Adicionalmente, la Ley de 
Construcciones en su artículo 3 establece expresamente que las licencias municipales “dejan 
siempre a salvo los derechos del tercero”. En el caso del proyecto Condominio Residencial 
Distrito 7, el permiso original ampara un proyecto que integra el desfogue pluvial con un trayecto 
determinado. Por tanto, el permiso concedido obliga a cumplir íntegramente lo aprobado, sin 
perjuicio de que sea modificado por el órgano competente que lo otorgó conforme a los 
procedimientos establecidos al efecto.  
  
El artículo 87 de la Ley de Construcciones ordena que la municipalidad ejerza “vigilancia sobre 
las obras que se ejecuten en su jurisdicción”, al disponer:  
  
Artículo 87.- La municipalidad ejercerá vigilancia sobre las obras que se ejecuten en su 
jurisdicción, así como sobre el uso que se les dé. Además, tendrá la misión de vigilar la 
observancia de los preceptos de esta Ley.  
  
Al desarrollador, la entidad o empresa promotora de obras públicas o privadas que construyan 
nuevas urbanizaciones, centros comerciales, multifamiliares, construcciones sujetas al régimen 
de propiedad horizontal, industria y comercio, en general, así como cualquier otra edificación, 
les corresponderá instalar los hidrantes, conforme al ordenamiento jurídico respectivo. Esta 
disposición solo se aplica en los casos de edificaciones cuya área de construcción supere los 
2000 metros cuadrados, siempre y cuando no existan hidrantes cercanos, según los parámetros 
dispuestos en la normativa vigente.  
  



  

En consecuencia, el análisis integral del caso permite concluir que la regla jurídica aplicable no 
consiste en afirmar que toda modificación del desfogue pluvial requiere aprobación del órgano 
colegiado, sino en establecer que ninguna modificación puede ejecutarse sin el respectivo acto 
administrativo previo, el cual deberá ser emitido por el órgano competente que lo otorgó en 
respeto al principio de paralelismo de las formas.  En el caso concreto, ello implica que la Unidad 
Técnica que aprobó el sistema de desfogue pluvial es la competente para conocer su eventual 
modificación, siempre que no se afecten elementos esenciales del proyecto cuya aprobación 
corresponde al Concejo Municipal.  
  
TERCERO: CONCLUSIONES Y RECOMENDACIONES.  De conformidad con las 
consideraciones de hecho y de Derecho expuestas, se concluye lo siguiente:  
  
1. Se confirma el criterio jurídico contenido en el informe MB-070-2026, en cuanto establece 

que no resulta jurídicamente procedente modificar obras autorizadas sin la correspondiente 
modificación del permiso o acto administrativo que les dio origen, en estricto apego al 
principio de legalidad que rige la actuación administrativa.  
  

2. Del análisis del expediente administrativo y del oficio técnico N° MDU-0001-2026, se 
determina que el sistema de desfogue pluvial del proyecto Condominio Residencial Distrito 
7 fue aprobado por la Unidad de Desarrollo Urbano y Control Constructivo, en ejercicio de 
sus competencias técnicas, y no directamente por el Concejo Municipal.  
  

3. En consecuencia, el análisis integral del caso permite concluir que la regla jurídica aplicable 
no consiste en afirmar que toda modificación del desfogue pluvial requiere aprobación del 
órgano colegiado, sino en establecer que ninguna modificación puede ejecutarse sin el 
respectivo acto administrativo previo, el cual deberá ser emitido por el órgano competente 
que lo otorgó en respeto al principio de paralelismo de las formas.  
  

4. En aplicación del principio de paralelismo de las formas, la modificación del sistema de 
desfogue pluvial debe ser conocida y resuelta por el mismo órgano que emitió su 
aprobación original, es decir, la Unidad Técnica competente.  

   
SE ACUERDA CON TRES VOTOS A FAVOR DE LOS REGIDORES Teresita Venegas, Gilberth 
Gonzalez, Lourdes Villalobos Y DOS EN CONTRA DE LOS REGIDORES Ulises Araya, Ana 
Betty Valenciano:  Al no obtener mayoría se remite a la Comisión de Obras y Asuntos 
Ambientales para análisis y recomendación a este Concejo Municipal.  
  
LA COMISIÓN DE OBRAS Y ASUNTOS AMBIENTALES ACUERDA CON DOS VOTOS A 
FAVOR DE LOS REGIDORES Gilberth González González coordinador, Teresita Venegas 
Murillo, Y UN VOTO EN CONTRA DE LA REGIDORA Ana Betty Valenciano. RECOMENDAR 
AL CONCEJO MUNICIPAL: PRIMERO: Dar por recibido el Oficio. SEGUNDO: Aprobar el oficio 
del Asesor Legal. TERCERO: Se confirma el criterio jurídico contenido en el informe MB-070-
2026, en cuanto establece que no resulta jurídicamente procedente modificar obras autorizadas 
sin la correspondiente modificación del permiso o acto administrativo que les dio origen, en 
estricto apego al principio de legalidad que rige la actuación administrativa. CUARTO: Del 



  

análisis del expediente administrativo y del oficio técnico N° MDU-0001-2026, se determina que 
el sistema de desfogue pluvial del proyecto Condominio Residencial Distrito 7 fue aprobado por 
la Unidad de Desarrollo Urbano y Control Constructivo, en ejercicio de sus competencias 
técnicas, y no directamente por el Concejo Municipal. QUINTO: En consecuencia, el análisis 
integral del caso permite concluir que la regla jurídica aplicable no consiste en afirmar que toda 
modificación del desfogue pluvial requiere aprobación del órgano colegiado, sino en establecer 
que ninguna modificación puede ejecutarse sin el respectivo acto administrativo previo, el cual 
deberá ser emitido por el órgano competente que lo otorgó en respeto al principio de paralelismo 
de las formas. SEXTO: En aplicación del principio de paralelismo de las formas, la modificación 
del sistema de desfogue pluvial debe ser conocida y resuelta por el mismo órgano que emitió 
su aprobación original, es decir, la Unidad Técnica competente. 
  
La Regidora Propietaria Ana Betty Valenciano, presenta que como ustedes pudieron ver, yo 
tampoco voté a favor de este dictamen de Comisión. Si bien es cierto, en esa reunión se analizó 
el oficio MB-024, dándole respuesta al acuerdo de referencia 1904, que era con 2 trámites 
promovidos por la Asociación de Fátima, donde ellos solicitaban la posibilidad o la relación 
jurídica de realizar modificaciones al sistema del desfogue pluvial del proyecto denominado 
Condominio Residencial Distrito 7.  Voy a presentar mi dictamen de minoría, consta de 9 
páginas, pero voy a leer las conclusiones a las que llegamos nosotros. Conclusiones. Número 
1.  En el Acta 25 del 23 de abril del 2024, en su Artículo 20, se conoce el oficio SCO-15-2024 y 
el acuerdo tomado por el Concejo Municipal con 3 votos a favor de los regidores Maynor 
González, Zeneida Chávez, Eddie Méndez y 2 en contra de los regidores María Antonia Castro 
y Luis Rodríguez. Primero, avalar el memorándum MDU-0053-2023, suscrito por el señor David 
Umaña Corrales, coordinador de la Unidad de Desarrollo Urbano, por cuyo intermedio traslada 
para su revisión el permiso de construcción presentado por la Sociedad Vista de Rivera, 
Sociedad Anónima, para desarrollar un proyecto de condominio horizontal residencial. 2.  En 
dicho permiso de construcción, el MDU-0053-2023, se podrá encontrar en las páginas de la 13 
a la 17, el punto 4.2.1, desfogue pluvial, en donde se detalla por dónde desfogan las aguas, 
elementos claros y concretos sobre los cuales el Concejo Municipal avaló el permiso de 
construcción. Punto 3. Adicionalmente, en la disponibilidad de agua potable otorgada 
previamente al permiso de construcción, mediante el acuerdo del Concejo Municipal de 
Referencia 1115-2023, se avaló el CTA-008-2022, donde se indica con claridad que en el 
documento ODU-0093-2022 los aspectos 2 y 3 que son de sumo interés para el análisis. Y los 
leo. 2. La autorización del MOPT contempla en su totalidad el manejo de aguas sobre la 
infraestructura pública pluvial ubicada sobre la Ruta 129 hasta su descarga en el puente Río 
Segundo.  Por tal motivo, queda prohibido cualquier tipo de desvío y modificación. En especial 
interés no está permitido el uso del canal de aguas ubicado en la propiedad conocida como 
Finca Leman. 3.  Considerando que las obras de conducción pluvial conllevan mejores en la red 
de alcantarillado público existente, la Municipalidad podrá solicitarle adiciones y obras 
complementarias en la infraestructura pública pluvial que contribuyan a mejorar el manejo de 
aguas en el sector y como parte de la carga urbanística implícita en la aprobación de la 
disponibilidad de agua del proyecto por parte del Concejo Municipal. Esas son las conclusiones 
a las que nosotros llegamos y se va a incorporar el dictamen de minoría al acta de hoy. 
 

Belén, 30 de junio del 2026 



  

Señores (as) 
Concejo Municipal de Belén 
Presente   
 
Estimado (as) Señor (as): 
 
La suscrita integrante de la Comisión de Obras de la Municipal de Belén les notifica el dictamen 
de minoría tomado, en la Sesión Ordinaria No. 05-2026, celebrada el veinticinco de junio del 
dos mil veintiséis, que literalmente dice: 
 

CAPÍTULO III 
 

LECTURA, EXAMEN Y TRAMITACIÓN DE LA CORRESPONDENCIA 
 

ARTICULO 3. Se conoce el Acuerdo Municipal Ref.1904-2026. 
Se conoce el Oficio MB-024-2026 del Asesor Legal Luis Alvarez.  De conformidad con el 
requerimiento del Concejo Municipal mediante oficio N° Ref. 5435/2025 y oficio N° Ref. 
0311/2026, del 14 de enero de 2026; procede esta asesoría legal a emitir las siguientes 
consideraciones, aclarando de previo que los alcances del presente pronunciamiento 
constituyen una mera opinión jurídica que no involucra un pronunciamiento de carácter 
obligatorio y vinculante, el cual puede ser adicionado o aclarado por éste órgano asesor en caso 
de que así se requiera, indicando además que se basa en los aspectos consultados y limitado 
al estudio del expediente y documentos remitidos a estudio.  
  
PRIMERO: OBJETO DE LA CONSULTA.  Solicita el honorable Concejo Municipal se emita 
criterio legal respecto de los trámites N° 2832-2025 y 3278-2025 promovidos por ASOFATIMA, 
específicamente en relación con la posibilidad jurídica de realizar modificaciones al sistema de 
desfogue pluvial del proyecto denominado Condominio Residencial Distrito 7, sin requerir 
aprobación del Concejo Municipal, en razón del memorando N. MDU-0001-2026 emitido por 
David Umaña Corrales, Coordinador de la Unidad de Desarrollo Urbano y Control Constructivo, 
conocido en artículo 11 del acta la Sesión Ordinaria  03-2026, conforme al acuerdo  que indica:  
  

 
  
SEGUNDO: ANÁLISIS LEGAL DEL CASO CONCRETO.  En atención a la consulta planteada, 
esta asesoría estima necesario partir del criterio previamente desarrollado en el informe MB-
070-2026, en el cual se indicó que no resulta jurídicamente procedente modificar obras 
autorizadas sin la correspondiente modificación del permiso que les dio origen.  Este criterio se 



  

fundamenta en el principio de legalidad, conforme al cual toda actuación administrativa debe 
encontrar sustento en una competencia previamente atribuida por el ordenamiento jurídico, lo 
que implica que la Administración no puede alterar, de hecho, las condiciones bajo las cuales 
fue otorgada una autorización sin el correspondiente acto administrativo habilitante.  
  
Artículo 11.-  
  
1. La Administración Pública actuará sometida al ordenamiento jurídico y sólo podrá realizar 
aquellos actos o prestar aquellos servicios públicos que autorice dicho ordenamiento, según la 
escala jerárquica de sus fuentes.  
  
Artículo 13.-  
  
1. La Administración estará sujeta, en general, a todas las normas escritas y no escritas del 
ordenamiento administrativo, y al derecho privado supletorio del mismo, sin poder derogarlos ni 
desaplicarlos para casos concretos.  
  
Ahora bien, revisado el expediente administrativo y, en particular, el oficio técnico N° MDU-
0001-2026, se determina que, si bien el proyecto urbanístico en su configuración general fue 
conocido por el Concejo Municipal, el sistema específico de desfogue pluvial fue aprobado por 
la Unidad de Desarrollo Urbano y Control Constructivo, en el ejercicio de sus competencias 
técnicas. Este elemento resulta determinante, pues permite identificar con precisión el órgano 
que dictó el acto administrativo específico que se pretende eventualmente modificar.  A partir 
de esa premisa, la cuestión jurídica central radica en determinar cuál es el órgano competente 
para conocer y resolver una eventual modificación al sistema de desfogue pluvial, como una 
obra independiente al permiso de construcción propiamente otorgado para el desarrollo 
constructivo del proyecto denominado Condominio Residencial Distrito 7.  
  
Para ello, resulta necesario aplicar el principio de paralelismo de las formas, conforme al cual la 
modificación de un acto administrativo debe seguir el mismo procedimiento y ser emitida por el 
mismo órgano que lo dictó originalmente.  Este principio se encuentra desarrollado en el 
Dictamen C-088-2007 de la Procuraduría General de la República, que al efecto indica  
  
“Por último, está el principio del paralelismo de formas, comúnmente conocido bajo la expresión: 
‘de que las cosas se deshacen de la misma forma en que se hacen’, el que obliga al operador 
jurídico a seguir el mismo procedimiento y observar los mismos requisitos que se dieron para la 
creación una determinada institución, cuando pretende extinguirla o modificarla 
sustancialmente”.  
  
En aplicación de dicho principio, si el sistema de desfogue pluvial fue aprobado por la Unidad 
Técnica competente, concretamente por el Ing. David Umaña Corrales, Coordinador de la 
Unidad de Desarrollo Urbano y Control Constructivo, corresponde a ese mismo órgano, en 
principio, conocer y resolver sobre su eventual modificación, siempre que dicha variación no 
implique una alteración sustantiva del contenido esencial del acto administrativo aprobado por 
el Concejo Municipal.  Este razonamiento no contradice el criterio sostenido en el informe MB-



  

070-2026, sino que lo complementa y precisa. En efecto, se mantiene incólume la regla general 
según la cual no es posible modificar obras sin la correspondiente modificación del permiso; sin 
embargo, se aclara que dicha modificación debe ser emitida por el órgano que originalmente 
otorgó la autorización correspondiente, de acuerdo con la naturaleza del componente que se 
pretende variar.  
  
En este sentido, debe distinguirse entre modificaciones de carácter sustantivo y modificaciones 
de carácter técnico. Las primeras son aquellas que alteran la configuración urbanística esencial 
del proyecto o los elementos fundamentales del acto administrativo aprobado por el Concejo 
Municipal, tales como el punto de descarga, el cuerpo receptor o las condiciones hidráulicas que 
sirvieron de base para la aprobación. Las segundas corresponden a ajustes técnicos u 
operativos que no inciden en dichos elementos esenciales, tales como variaciones en el trayecto 
de conducción o mejoras constructivas dentro del mismo diseño aprobado.  Dicha distinción 
resulta coherente con el propio informe técnico MDU-0001-2026, el cual establece que una 
modificación jurídicamente relevante se configura únicamente cuando se alteran las condiciones 
esenciales del desfogue pluvial aprobadas, precisando además que, si se mantienen invariables 
la salida, el punto de descarga final, el cuerpo receptor y las condiciones de capacidad 
hidráulica, las variaciones en el trayecto de conducción no constituyen un proyecto distinto ni 
modifican el acto administrativo aprobado.  
  
Al respecto mediante oficio MDU-0001-2026 suscrito por el Ing. David Umaña Corrales, director 
de la Unidad Desarrollo Urbano y Control Constructivo se emitió informe en atención a la 
consulta formulada por el Concejo Municipal a la Alcaldía Municipal durante la sesión ordinaria 
073-2025, celebrada el 11 de diciembre de 2025 respecto a eventuales modificaciones del 
desfogue pluvial del proyecto Condominio Residencial Distrito 7, relacionado con el trámite # 
3278-2025 presentado por ASOFATIMA,  así como el Acuerdo Municipal con referencia  # 7214-
2025, adoptado en la sesión ordinaria # 072-2025 del 15 de diciembre de 2025, en el que se 
conoce el criterio jurídico #  MB-070-2025 emitido por esta asesoría en el cual se indica:   
  
Primero. Sobre el desfogue pluvial aprobado proyecto Condominio Residencial Distrito # 7.  
  
El proyecto cuenta con aprobación del sistema de desfogue pluvial, con punto de salida desde 
la finca mediante tanque de retención pluvial, ubicado sobre la ruta nacional # 129, al costado 
Norte del terreno, incluyendo las condiciones de capacidad hidráulica aprobadas (volúmenes de 
retención, caudales de descarga y parámetros de diseño. Dicho sistema, además cuenta con la 
autorización de conducción pluvial emitida por el Ministerio de Obras Públicas y Transportes 
(MOPT) sobre las rutas nacionales # 111 y # 129, con descarga final al río Segundo, condición 
que forma parte del diseño aprobado por el Concejo Municipal.  
  
Dicho sistema se mantiene invariable, no obstante, se hace de conocimiento que los interesados 
ingresaron para análisis de esta Municipalidad una propuesta orientada a reducir el trayecto de 
conducción pluvial sobre la ruta nacional, planteando una conexión anticipada a un colector 
ubicado sobre la ruta nacional # 129, que descarga hacia la servidumbre pluvial en finca Lehman 
y conduce finalmente hacia el río Segundo a través de un afluente de dominio público.  Al 
respecto, se aclara que dicha propuesta se encuentra actualmente en análisis por parte de esta 



  

Unidad Técnica, en atención a que el MOPT solicitó a los interesados la correspondiente 
autorización municipal para la eventual conexión indicada.  
  
Segundo. Criterios para la valoración de ajustes al sistema de desfogue pluvial.  
  
Ahora bien, respecto a la inquietud planteada por el Concejo Municipal en relación con la 
eventual modificación del desfogue pluvial de un proyecto previamente aprobado y su posible 
sometimiento a conocimiento y aprobación de dicho órgano, y conforme al análisis contenido en 
el oficio # MB-070-2025, emitido por el asesor legal externo, resulta pertinente precisar que 
dicho criterio jurídico se fundamenta en la premisa de que una modificación jurídicamente 
relevante se configura únicamente cuando se altera el lugar o las condiciones del desfogue 
pluvial aprobadas como parte del permiso de construcción, en tanto dichos elementos 
constituyen contenido esencial y vinculante del acto administrativo emitido por el Concejo 
Municipal.  
  
Desde esa perspectiva, resulta relevante señalar que, cuando se mantienen invariables la 
salida, el punto de descarga final, el cuerpo receptor y las condiciones de capacidad hidráulica 
previamente aprobadas, entendidas estas como los caudales, volúmenes de retención y 
parámetros hidráulicos que sustentaron la aprobación del proyecto, las variaciones que se 
limiten al trayecto de conducción de las aguas pluviales no suponen, en términos jurídicos, la 
ejecución de un proyecto distinto al aprobado, conforme al parámetro desarrollado en el oficio # 
MB-070-2025.  
  
En consecuencia, tales variaciones no inciden en el contenido esencial del acto administrativo 
aprobado por el Concejo Municipal, en el entendido de que únicamente las alteraciones 
sustantivas del proyecto, entendidas como aquellas que modifiquen la salida, el lugar del 
desfogue o las condiciones de capacidad hidráulica, activan la competencia del órgano 
deliberativo municipal. Bajo este criterio, la valoración de alternativas técnicas relativas al 
trayecto de conducción pluvial,  se sitúa en el ámbito de análisis de las Unidades Técnicas 
especializadas, sin perjuicio de las competencias que correspondan al Ministerio de Obras 
Públicas y Transportes (MOPT) cuando la infraestructura de conducción se ubique en rutas 
nacionales; limitándose, en tal caso, a la eventual autorización técnica de la conexión del 
sistema pluvial a un colector dentro del mismo trayecto de conducción, como mejora de carácter 
técnico, sin que ello constituya una modificación del acto administrativo aprobado por el Concejo 
Municipal.  
  
En el eventual supuesto de que, como resultado del análisis técnico integral, se determine que 
una propuesta de desfogue se encuentre fuera de las consideraciones anteriormente expuestas 
y configure una modificación sustantiva del proyecto, esta Unidad Técnica remitirá el criterio 
correspondiente al Concejo Municipal, a fin de que dicho órgano, en el ejercicio de sus 
competencias exclusivas, valore y resuelva lo que en derecho corresponda. Caso contrario, 
mientras se mantengan invariables las condiciones aprobadas y no exista detrimento en el 
régimen de escorrentías existente, esta Unidad Técnica, o aquella que la Municipalidad designe, 
contará con la competencia para la revisión y el análisis de la solicitud, y, en última instancia, 
para aprobar o rechazar dicha solicitud, conforme al marco técnico y normativo aplicable.  



  

  
Tercero. Valoración técnica de variaciones constructivas señaladas por el Concejo Municipal  
  
En cuanto a los eventuales cambios y/o modificaciones del proyecto señalados en los 
comentarios emitidos por el Concejo Municipal, se hace referencia al muro de retención ubicado 
en el sector colindante con las propiedades conocidas como Los Rodríguez y a la laguna de 
retardo. Al respecto, debe indicarse que no se han identificado cambios que afecten la 
configuración urbanística del Condominio, la cual fue oportunamente aprobada por el Concejo 
Municipal.  
  
De los casos puntuales mencionados, se determina una variación en el sistema constructivo del 
muro de retención proyectado en el sector colindante con las propiedades conocidas como Los 
Rodríguez, consistente en la sustitución del muro inicialmente propuesto en concreto por un 
muro de gaviones, con el objetivo de mejorar la capacidad de soporte y la estabilidad del talud.  
  
Dicho ajuste fue debidamente autorizado por esta Unidad Técnica mediante el permiso de 
construcción # 0030-2025, y responde a consideraciones exclusivamente técnicas, sin alterar 
la localización, función ni el alcance estructural de la obra aprobada. En consecuencia, este 
cambio constituye una variación de carácter técnico en el sistema constructivo, que no modifica 
la configuración del proyecto ni el acto administrativo aprobado por el Concejo Municipal, sino 
que se enmarca en las funciones ordinarias de control constructivo que ejerce esta oficina.  
En lo que respecta a la laguna de retardo, se identificó una reducción en sus dimensiones tal 
como fue aprobado, la cual se encuentra actualmente en proceso de subsanación por parte de 
los interesados, conforme a las observaciones técnicas formuladas por esta Unidad, y 
verificaciones efectuadas en sitio.  
  
Cuarto. Consideración Final.  
  
De conformidad con el criterio jurídico # MB-070-2025, emitido por la asesoría legal externa del 
Concejo Municipal, la competencia de dicho órgano se ejerce sobre la aprobación de la 
configuración urbanística esencial de los proyectos sometidos a su conocimiento, entendida 
como el conjunto de condiciones estructurales que definen el desarrollo autorizado, tales como 
el uso del suelo, la densidad, la organización general del proyecto, los accesos, la disposición 
de áreas comunes, servicios y la implantación del conjunto respecto de su entorno.  
  
En ese marco, requieren conocimiento y aprobación del Concejo Municipal aquellas actuaciones 
que impliquen una modificación sustantiva del proyecto aprobado, es decir, cambios que alteren 
la configuración urbanística que sirvió de base para la emisión del acto administrativo original, 
por cuanto suponen la ejecución de un proyecto distinto al autorizado y exceden el ámbito del 
control constructivo ordinario.  
  
Por el contrario, no requieren un nuevo acuerdo del Concejo Municipal aquellas variaciones de 
carácter técnico u operativo que se desarrollen dentro del marco del proyecto aprobado, siempre 
que no se altere la configuración urbanística ni las condiciones esenciales previamente avaladas 
por el órgano deliberativo. Dichas variaciones que pueden comprender ajustes constructivos, 



  

adecuaciones técnicas internas o mejoras funcionales de componentes del proyecto se 
inscriben dentro de las funciones ordinarias de las Unidades Técnicas especializadas, sin 
perjuicio de las competencias que correspondan a otras instituciones según la naturaleza de la 
infraestructura involucrada.  
  
En consecuencia, el criterio # MB-070-2025 no limita el ejercicio del control constructivo técnico, 
sino que delimita con claridad el umbral competencial a partir del cual una actuación deja de ser 
una adecuación técnica y requiere intervención del Concejo Municipal, asegurando así una 
correcta articulación entre la función deliberativa del órgano político y la función técnica de la 
Administración Activa, en resguardo del principio de legalidad, la seguridad jurídica y el 
adecuado ordenamiento urbanístico del cantón.  
  
Desde esta perspectiva, la competencia del Concejo Municipal se mantiene respecto de 
aquellas modificaciones que impliquen una alteración sustantiva del proyecto aprobado, en 
ejercicio de sus potestades en materia de ordenamiento urbano; mientras que las variaciones 
técnicas se sitúan dentro del ámbito de competencia de la Administración Activa, 
específicamente de la Unidad Técnica que aprobó el componente respectivo.  
  
Artículo 13.- Son atribuciones del concejo:  
  
(…)  
  
p) Dictar las medidas de ordenamiento urbano.  
  
Por su parte, la función de control técnico y constructivo de las obras corresponde a la 
Administración Activa municipal, en ejercicio de las competencias que le reconoce la normativa 
sectorial.  
  
Artículo 1 Ley de Construcciones:  
  
Las Municipalidades de la República son las encargadas de que las ciudades y demás 
poblaciones reúnan las condiciones necesarias de seguridad, salubridad, comodidad, y belleza 
en sus vías públicas y en los edificios y construcciones que en terrenos de las mismas se 
levanten sin perjuicio de las facultades que las leyes conceden en estas materias a otros 
órganos administrativos.  
  
De este modo, cualquier alteración sustancial de los elementos que estructuran el permiso, entre 
ellos, el trayecto de conducción del desfogue pluvial comporta una modificación del acto 
administrativo originario, lo que activa la exigencia de observar el mismo cauce procedimental 
que rigió su otorgamiento, por lo que le corresponde exclusivamente al órgano que aprobó el 
desfogue, la adopción de la decisión que lo modifique.  Adicionalmente, la Ley de 
Construcciones en su artículo 3 establece expresamente que las licencias municipales “dejan 
siempre a salvo los derechos del tercero”. En el caso del proyecto Condominio Residencial 
Distrito 7, el permiso original ampara un proyecto que integra el desfogue pluvial con un trayecto 
determinado. Por tanto, el permiso concedido obliga a cumplir íntegramente lo aprobado, sin 



  

perjuicio de que sea modificado por el órgano competente que lo otorgó conforme a los 
procedimientos establecidos al efecto.  
  
El artículo 87 de la Ley de Construcciones ordena que la municipalidad ejerza “vigilancia sobre 
las obras que se ejecuten en su jurisdicción”, al disponer:  
  
Artículo 87.- La municipalidad ejercerá vigilancia sobre las obras que se ejecuten en su 
jurisdicción, así como sobre el uso que se les dé. Además, tendrá la misión de vigilar la 
observancia de los preceptos de esta Ley.  
  
Al desarrollador, la entidad o empresa promotora de obras públicas o privadas que construyan 
nuevas urbanizaciones, centros comerciales, multifamiliares, construcciones sujetas al régimen 
de propiedad horizontal, industria y comercio, en general, así como cualquier otra edificación, 
les corresponderá instalar los hidrantes, conforme al ordenamiento jurídico respectivo. Esta 
disposición solo se aplica en los casos de edificaciones cuya área de construcción supere los 
2000 metros cuadrados, siempre y cuando no existan hidrantes cercanos, según los parámetros 
dispuestos en la normativa vigente.  
  
En consecuencia, el análisis integral del caso permite concluir que la regla jurídica aplicable no 
consiste en afirmar que toda modificación del desfogue pluvial requiere aprobación del órgano 
colegiado, sino en establecer que ninguna modificación puede ejecutarse sin el respectivo acto 
administrativo previo, el cual deberá ser emitido por el órgano competente que lo otorgó en 
respeto al principio de paralelismo de las formas.  En el caso concreto, ello implica que la Unidad 
Técnica que aprobó el sistema de desfogue pluvial es la competente para conocer su eventual 
modificación, siempre que no se afecten elementos esenciales del proyecto cuya aprobación 
corresponde al Concejo Municipal.  
  
TERCERO: CONCLUSIONES Y RECOMENDACIONES.  De conformidad con las 
consideraciones de hecho y de Derecho expuestas, se concluye lo siguiente:  
  
1. Se confirma el criterio jurídico contenido en el informe MB-070-2026, en cuanto establece 

que no resulta jurídicamente procedente modificar obras autorizadas sin la correspondiente 
modificación del permiso o acto administrativo que les dio origen, en estricto apego al 
principio de legalidad que rige la actuación administrativa.  
  

2. Del análisis del expediente administrativo y del oficio técnico N° MDU-0001-2026, se 
determina que el sistema de desfogue pluvial del proyecto Condominio Residencial Distrito 
7 fue aprobado por la Unidad de Desarrollo Urbano y Control Constructivo, en ejercicio de 
sus competencias técnicas, y no directamente por el Concejo Municipal.  

  
3. En consecuencia, el análisis integral del caso permite concluir que la regla jurídica aplicable 

no consiste en afirmar que toda modificación del desfogue pluvial requiere aprobación del 
órgano colegiado, sino en establecer que ninguna modificación puede ejecutarse sin el 
respectivo acto administrativo previo, el cual deberá ser emitido por el órgano competente 
que lo otorgó en respeto al principio de paralelismo de las formas.  



  

  
4. En aplicación del principio de paralelismo de las formas, la modificación del sistema de 

desfogue pluvial debe ser conocida y resuelta por el mismo órgano que emitió su 
aprobación original, es decir, la Unidad Técnica competente.  

   
SE ACUERDA CON TRES VOTOS A FAVOR DE LOS REGIDORES Teresita 
Venegas, Gilberth Gonzalez, Lourdes Villalobos Y DOS EN CONTRA DE LOS REGIDORES 
Ulises Araya, Ana Betty Valenciano:  Al no obtener mayoría se remite a la Comisión de Obras y 
Asuntos Ambientales para análisis y recomendación a este Concejo Municipal.  
 
Conclusiones:  
 
1. En el Acta 25 del 23 de abril del 2024 en su artículo 20 se recibe ARTÍCULO 20. Se conoce 

el Oficio SCO-15-2024 y el acuerdo tomado por el concejo municipal CON TRES VOTOS 
A FAVOR DE LOS REGIDORES Minor Gonzalez, Zeneida Chaves, Eddie Mendez Y DOS 
EN CONTRA DE LOS REGIDORES María Antonia Castro, Luis Rodriguez: PRIMERO: 
Avalar el memorando N° MDU-0053-2023, suscrito por el señor David Umaña Corrales, 
Coordinador Desarrollo Urbano por cuyo intermedio traslada para su revisión el permiso de 
construcción presentada por la sociedad Vista de Rivera VDR, Sociedad Anonima para 
desarrollar un proyecto de Condominio Horizontal Residencial. 

 
2. En dicho permiso de construcción MDU-0053-2023, se podrá encontrar en las páginas de 

la 13 a la 17 el punto 4.2.1. DESFOQUE PLUVIAL, en donde se detalla por donde desfogan 
las aguas, elementos claros y concretos sobre los cuales el Concejo Municipal avaló el 
permiso de construcción.  
 

3. Adicionalmente en la disponibilidad de agua potable, otorgada previamente al permiso de 
construcción, mediante el acuerdo de Concejo Municipal de referencia 1115-2023, se avaló 
el CTA-008-2022 donde se indica con claridad, en el documento ODU-0093-2022 los 
aspectos 2 y 3, que son de sumo interés para el análisis:  

 

 
 

4. Nótese con claridad que la Unidad de Desarrollo Urbano, en el oficio supra citado se refiere 
a las obras de ese desfogue como carga urbanística implícita en la aprobación de la 
disponibilidad de agua del proyecto por parte del Concejo Municipal de Belén.   



  

 
LA COMISIÓN DE OBRAS Y ASUNTOS AMBIENTALES ACUERDA, CON EL VOTO A FAVOR 
DE LA REGIDORA ANA BETTY VALENCIANO, RECOMENDAR AL CONCEJO MUNICIPAL:  
PRIMERO: Dar por recibido y agradecer el oficio del Asesor Legal. SEGUNDO: Solicitar a la 
Administración Municipal mantener las características originales de la disponibilidad de agua 
potable y del permiso de construcción, según fueron otorgados, a efectos de que la inmobiliaria 
Casas Max cumpla, en todos sus alcances, con su carga urbanística, incluida la reseñada en el 
oficio ODU-0093-2022, por tratarse de un asunto de evidente interés público para la comunidad 
de barrio Fátima. TERCERO: Remitir el presente acuerdo, para su información, a la Asociación 
de Vecinos de Barrio Fátima, a la Unidad de Desarrollo Urbano y a la señora Ana Mariela Sancho 
Salas, del Departamento de Previsión Vial de la Dirección de Ingeniería del Ministerio de Obras 
Públicas y Transportes. 
 
El Presidente Municipal Gilberth Gonzalez, recomienda que compañeros, cabe hacer una 
corrección en el dictamen que acaba de leer yo, se iría a someter a votación y aprobación 
parcial, con este cambio, porque yo leí y fue error mío, MB 070-2026, cuando lo correcto es MB-
070-2025, no 2026. 
 
El Regidor Propietario Ulises Araya, detalla que en la propuesta de acuerdo que se hace en el 
dictamen de minoría se indica que se le solicita a la Administración Municipal mantener las 
características originales de la disponibilidad de agua potable y del permiso de construcción. 
Según fueron otorgados, efectos de que la inmobiliaria Casas Max cumpla en todos sus 
alcances con su carga urbanística, incluida la reseñada en el oficio ODU-0093-2022 por tratarse 
de un asunto de evidente interés público para la comunidad de Barrio Fátima.  Y luego se le 
emitía el acuerdo a otras asociaciones y demás interesados. Aquí, aunque el dictamen de 
minoría no vaya a ser aprobado y vaya a ser aprobado el dictamen de mayoría, lo cierto es que 
el dictamen de mayoría, que respetamos, pero no compartimos, está dándole la responsabilidad 
ya no al Concejo Municipal, sino a la Administración. Y es claro y los vecinos de Fátima deben 
saberlo, si se hubiera seguido el desfogue pluvial real y aprobado, hubiera habido obligación de 
la inmobiliaria de arreglar esas calles, arreglar las aceras y arreglar los cordones de caño.  
Quedará en la responsabilidad de la Administración si lo sostienen o alcahuetean, diciéndoles 
que se tiren por Leman fácilmente y de esa manera puedan no hacer todos los trabajos que 
dieron a derecho y que le dijeron a los vecinos, con panfleto en mano, que iban a hacer la gran 
mejora para Fátima. Va a quedar en la responsabilidad y en la conciencia de la Administración 
si al final le clavan una vez más la puñalada a Fátima y le dicen, señores, tranquilos, pueden 
echar las aguas a Leman, donde de por sí hay un informe que está pendiente de enviar donde 
potencialmente se cometió un delito ambiental enviado por nosotros, denunciado por nosotros 
en diciembre anterior y que la Administración aún no contesta, donde se cambió el cauce de 
agua, donde se pretende ahora desfogar esas aguas. Lo reseño aquí y que la historia juzgue a 
quienes vayan a tomar la decisión de modificar ese desfogue. 
 
El Presidente Municipal Gilberth Gonzalez, entiende que don Luis disculpe yo quiero que se 
aclare, porque esto no fue antojadizo ni nosotros lo decidimos, fue su análisis técnico-legal que 
realizó y por eso, basado en su análisis, es que este Concejo Municipal o el dictamen de mayoría 



  

está basado, yo sí quiero que quede aclarado, que quede en las actas porque no fue una 
decisión antojadiza de estos 3 Regidores. 
 
El Asesor Legal Luis Alvarez, cree que este tema, es reticente. Son 2 informes, de hecho, el 
MB70-2025 y recuerden que a partir de ese MB-70-2025 se le pidió a la Administración que 
hiciera una aclaración de cómo se había aprobado el desfogue y fue cuando casualmente la 
Dirección de Desarrollo Urbano remitió el oficio que se conoció en este Concejo y que generó 
justamente la necesidad de hacer un estudio del expediente.  Ese oficio de la Dirección de 
Desarrollo Urbano fue el MDU-001-2026, suscrito por don David y este genera el MB-024-2026, 
no es sólo un informe, son 2. Y en este 024-2026 se hizo un estudio completo del expediente y 
se determinó que el Concejo carece de competencia por el tema que se explica en el MB-70, 
pero se confirma en este estudio a partir de la revisión del expediente y con el oficio de David 
que efectivamente se confirma que con base en el expediente fue aprobado por la 
Administración.  Así las cosas. No es un tema que incluso sea político, es un tema técnico y a 
partir del criterio técnico debe aprobarlo el órgano técnico. 
 
El Regidor Propietario Ulises Araya, considera que no es nada distinto a lo que yo mencionaba. 
De hecho, le agradezco a don Luis Álvarez porque es efectivamente lo que decía.  Aquí se ha 
dicho que es que el Concejo Municipal tiene que dar la respuesta de por dónde va a desfogar. 
En ese dictamen de mayoría que no compartimos nosotros, lo que se está diciendo es que la 
responsabilidad ahora va a ser de la Administración. Y lo que pase en adelante, con ese 
desfogue, va a ser responsabilidad de la Administración, ya no del Concejo Municipal.  Nosotros 
en lo que estábamos diciendo en el dictamen de mayoría nuestro, no rechazábamos el MB de 
Luis Álvarez, lo que estábamos diciendo era una petición a la Administración de que, con base 
en el interés público de una carga urbanística, que era el de sustituir todas las tuberías, se 
mantuviera esa solución, se mantuviera lo que originalmente estaba pactado. Pero ahora le 
corresponderá a la Administración. Verá la Administración si se escuda en ropajes técnicos o 
no, pero lo cierto es que Fátima merecía que se le cumpliera lo que se le prometió.  Y repito una 
vez más, este Concejo Municipal está indilgando la responsabilidad ahora a la Administración y 
es únicamente la Administración la que tendrá que arrastrar las consecuencias y al final de 
cuentas se alcahuetea la inmobiliaria con tirar las aguas en el lugar más fácil, donde además, 
repito, potencialmente se cometió un delito ambiental en diciembre y noviembre anterior, con 
fotografías recabadas y con un informe que hasta la fecha, pasado medio año, aún la Alcaldía 
no ha subido a este Concejo Municipal. 
 
La Regidora Propietaria Ana Betty Valenciano, opina que, en realidad, en el seno de la 
Comisión, nosotros hicimos varias observaciones. Por ejemplo, cuando a mí me decían que el 
desfogue de las aguas pluviales se iba a desviar por Leman, a mí se me venía y lo he dicho en 
otras ocasiones acá, el día que estuvieron aquí los representantes de Leman en una Sesión 
Extraordinaria, donde al final nosotros no sabemos cómo se resolvió esa situación que ellos 
presentaron acá, porque el Concejo Municipal nunca fue informado de cuál fue la decisión que 
tomó la Administración, a uno le quedan todavía muchas dudas.  De hecho, don Luis, usted que 
estuvo en esa reunión de la Comisión, no sé si usted recuerda y los compañeros Tere y Gilbert, 
yo le pregunté al Ing. Umaña qué era lo que él había aprobado, porque yo le hice la consulta y 
yo le dije, don David, usted qué aprobó del desfogue, usted aprobó la descarga del sistema de 



  

retención o la autorización de descarga a la Ruta 129, a mí esa duda, a mí esa pregunta y la 
respuesta que me dio el Ing. Umaña me dejaron más dudas de las que llevaba cuando inicié la 
reunión.  Porque si ustedes recuerdan y ahí está la grabación, qué fue lo que él dijo, él dijo, yo 
autoricé la descarga del sistema de retención. Esa fue la respuesta que él dio. 
 
La Regidora Propietaria Lourdes Villalobos, establece que yo realmente no recibo lo que don 
Ulises dijo. Aquí nosotros nos acogemos siempre a la parte de la ley.  Y no sé si es que sabe 
más Ulises que don Luis, porque realmente ya uno dice, ¿a quién le hace caso, nosotros 
tenemos que levantar la mano, aquí tenemos una responsabilidad. Eso no puede ser una 
politiquería barata, donde le queramos vender al pueblo que esos 3 Regidores vamos a votar el 
desfoque y que es antojadísimo de nosotros, porque no es antojadísimo.  Para eso están los 
funcionarios que tienen su conocimiento y también es un asunto que se le delega a la 
Administración, no al Concejo. Nosotros, como lo dice don Luis, tenemos que hacer como dice 
él, con la legalidad que tiene que haber. Pero no puede ser que digan que, ah, no, como estos 
3 van a votar, esos 3 somos de la culpa.  No, no, no, no, no. Aquí se hacen las cosas legales, 
legales. Y la gente que me está viendo de Fátima, no es que nosotros somos antojadísimos en 
votar o en recibir o no recibir aquí a la gente.  No, señor. Aquí nosotros tenemos que llevar 
principios de legalidad, como nos indica la ley, valga la redundancia, y tenemos que hacerlo 
como lo manda la ley, porque si no los denunciados somos nosotros y no es justo. 
 
SE ACUERDA CON TRES VOTOS A FAVOR DE LOS REGIDORES Gilberth Gonzalez, 
Teresita Venegas, Lourdes Villalobos Y DOS EN CONTRA DE LOS REGIDORES Ana Betty 
Valenciano, Ulises Araya:  PRIMERO:  Aprobar el dictamen de la Comisión.  SEGUNDO:  Dar 
por recibido el Oficio.  TERCERO:  Aprobar el oficio del Asesor Legal.  CUARTO:  Se confirma 
el criterio jurídico contenido en el informe MB-070-2026 (léase correctamente MB-070-2025), en 
cuanto establece que no resulta jurídicamente procedente modificar obras autorizadas sin la 
correspondiente modificación del permiso o acto administrativo que les dio origen, en estricto 
apego al principio de legalidad que rige la actuación administrativa.  QUINTO:  Del análisis del 
expediente administrativo y del oficio técnico N° MDU-0001-2026, se determina que el sistema 
de desfogue pluvial del proyecto Condominio Residencial Distrito 7 fue aprobado por la Unidad 
de Desarrollo Urbano y Control Constructivo, en ejercicio de sus competencias técnicas, y no 
directamente por el Concejo Municipal.  SEXTO:  En consecuencia, el análisis integral del caso 
permite concluir que la regla jurídica aplicable no consiste en afirmar que toda modificación del 
desfogue pluvial requiere aprobación del órgano colegiado, sino en establecer que ninguna 
modificación puede ejecutarse sin el respectivo acto administrativo previo, el cual deberá ser 
emitido por el órgano competente que lo otorgó en respeto al principio de paralelismo de las 
formas.  SETIMO:  En aplicación del principio de paralelismo de las formas, la modificación del 
sistema de desfogue pluvial debe ser conocida y resuelta por el mismo órgano que emitió su 
aprobación original, es decir, la Unidad Técnica competente. 
 

CAPÍTULO VI 
 

INFORMES DE LOS ASESORES DEL CONCEJO MUNICIPAL. 
 



  

ARTÍCULO 24.  Se conoce el Oficio MB-056-2026 del Lic. Luis Álvarez Asesor Legal. De 
conformidad con el requerimiento del Concejo Municipal mediante oficio N° 3113/2026, del 3 de 
junio de 2026, procede esta asesoría legal a emitir las siguientes consideraciones, aclarando de 
previo que los alcances del presente pronunciamiento constituyen una mera opinión jurídica que 
no involucra un pronunciamiento de carácter obligatorio y vinculante, el cual puede ser 
adicionado o aclarado por éste órgano asesor en caso de que así se requiera, indicando además 
que se basa en los aspectos consultados y limitado al estudio del expediente y documentos 
remitidos a estudio. 
  
PRIMERO: OBJETO DE LA CONSULTA.  Criterio legal complementario en relación con el 
acuerdo comunicado mediante oficio Ref. 3113-2026, por medio del cual el Concejo Municipal 
remite a esta asesoría legal el oficio de la Alcaldía Municipal y el criterio de la Unidad de 
Planificación Institucional referente al cumplimiento del acuerdo municipal Ref. 2313-2026, 
específicamente en cuanto a la incorporación del proyecto del Teatro Municipal dentro de los 
instrumentos de planificación institucional y su eventual incidencia sobre las conclusiones 
emitidas previamente respecto de la utilización de la finca número 255849-000, adquirida para 
la construcción del Edificio Municipal y la consolidación de una Zona Institucional. 
  
SEGUNDO: ANÁLISIS LEGAL DEL CASO CONCRETO.  El presente criterio debe entenderse 
como complementario del informe legal MB-026-2026, de fecha 13 de abril de 2026, en el cual 
esta asesoría analizó la viabilidad jurídica de destinar la finca número 255849-000 a la eventual 
construcción del Teatro Municipal.  En dicho informe se concluyó, en lo esencial, que el inmueble 
fue adquirido para un fin público específico, vinculado con la construcción del Edificio Municipal 
y la consolidación de una Zona Institucional, por lo que la construcción del Teatro Municipal solo 
resultaría jurídicamente viable si se incorpora y articula válidamente dentro de ese destino 
institucional previamente definido, sea como parte del Edificio Municipal o como infraestructura 
comprendida material y funcionalmente dentro de la Zona Institucional autorizada.  Bajo esa 
línea, el análisis que ahora corresponde no consiste en reabrir la discusión sobre la naturaleza 
jurídica del inmueble ni sobre las limitaciones derivadas de su destino específico, sino en valorar 
si la nueva información remitida por la Alcaldía Municipal y por la Unidad de Planificación 
Institucional permite atender la observación formulada previamente por esta asesoría legal, en 
cuanto a la necesidad de justificar, desde los instrumentos de planificación institucional, la 
eventual incorporación del Teatro Municipal dentro del destino institucional del terreno. 
Según se desprende del oficio comunicado mediante Ref. 3113-2026, el Concejo Municipal 
conoció el oficio AM-MC-105-2026 de la Alcaldía Municipal, mediante el cual se remitió el 
memorando PI-14-2026, relacionado con el cumplimiento del acuerdo municipal Ref. 2313-
2026. En dicho documento se informa que la Unidad de Planificación Institucional realizó una 
revisión de los instrumentos de planificación relacionados con el proyecto del Teatro Municipal, 
particularmente el Plan de Desarrollo Estratégico Municipal 2025-2029 y el Plan Anual Operativo 
2026.  De la información remitida se desprende que el Plan de Desarrollo Estratégico Municipal 
2025-2029 contempla tanto el proyecto del Edificio Municipal como el proyecto del Teatro 
Municipal. Se indica, además, que dicho plan no constituye una autorización directa de ejecución 
de obra, sino un marco de programación inicial que orienta la acción institucional y que deja 
abierta la necesidad de fases posteriores para confirmar la viabilidad técnica, ambiental, legal y 
financiera de los proyectos. 



  

Esta precisión es jurídicamente relevante, pues permite distinguir entre dos planos distintos. Por 
una parte, el plano de la planificación institucional, en el cual se define la intención programática, 
la prioridad política, la estimación preliminar de recursos y la vinculación de los proyectos con 
los objetivos municipales. Por otra parte, el plano de la ejecución administrativa, técnica, 
presupuestaria, contractual y urbanística, en el cual deben adoptarse los actos concretos que 
permitan desarrollar válidamente el proyecto, con sujeción al bloque de legalidad.  
El Código Municipal establece, en su artículo 13 inciso a), que corresponde al Concejo Municipal 
“fijar la política y las prioridades de desarrollo del municipio, conforme al programa de gobierno 
inscrito por el alcalde municipal para el período por el cual fue elegido y mediante la participación 
de los vecinos”. Asimismo, el inciso l) del mismo artículo dispone que corresponde al Concejo 
“aprobar el Plan de Desarrollo Municipal y el Plan Anual Operativo que elabore la persona titular 
de la alcaldía, con base en su programa de gobierno e incorporando en él la diversidad de 
necesidades e intereses de la población para promover la igualdad y la equidad de género”, 
agregando expresamente que “estos planes constituyen la base del proceso presupuestario de 
las municipalidades”.  De esa norma se desprende que la incorporación de un proyecto en el 
Plan de Desarrollo Estratégico Municipal y en el Plan Anual Operativo sí tiene relevancia jurídica, 
en tanto permite acreditar que dicho proyecto responde a una definición institucional de política 
pública local y que forma parte de la programación municipal.  No obstante, esa incorporación 
no equivale, por sí misma, a una autorización definitiva para construir, contratar, comprometer 
fondos o disponer materialmente del inmueble, pues tales actuaciones requieren actos 
posteriores debidamente motivados, dictámenes técnicos suficientes, disponibilidad 
presupuestaria, definición del objeto, cumplimiento de la normativa urbanística y observancia 
del régimen jurídico del bien.  En el caso concreto, la información remitida señala que el Edificio 
Municipal se encuentra vinculado, dentro del PDEM 2025-2029, con la aspiración de contar con 
condiciones de espacio físico laboral adecuadas para los funcionarios municipales, así como 
con la mejora de las condiciones de trabajo en función de las normas de salud ocupacional y de 
la atención al cliente.  
También se indica que la justificación del proyecto responde a la existencia de infraestructura 
obsoleta, problemas de accesibilidad asociados a la Ley N° 7600, filtraciones, órdenes 
sanitarias y deficiencias estructurales, lo cual evidencia la necesidad de una sede moderna y 
funcional.  Por su parte, respecto del Teatro Municipal, se informa que el PDEM 2025-2029 lo 
vincula con la aspiración de brindar más espacios para el desarrollo cultural, social, formativo, 
recreativo y de apoyo, así como con el posicionamiento y reconocimiento social derivado de 
contar con mayor infraestructura cultural y recreativa. La justificación indicada consiste en 
ofrecer una oferta artística variada y servicios de calidad en instalaciones propias.  Estos 
elementos permiten concluir que, desde la perspectiva de planificación institucional, el Teatro 
Municipal no aparece como una iniciativa aislada o carente de respaldo programático, sino como 
un proyecto contemplado dentro de los instrumentos de planificación municipal. Este punto 
atiende parcialmente la observación realizada en el informe MB-026-2026, en cuanto a la 
necesidad de justificar la relación del proyecto con la planificación institucional y con los fines 
públicos municipales. 
Sin embargo, debe precisarse que dicha atención es parcial y no elimina las condiciones 
jurídicas previamente advertidas. La existencia de respaldo en el PDEM 2025-2029 y en el PAO 
2026 permite reforzar la justificación institucional del proyecto, pero no sustituye la necesidad 
de demostrar que la obra, en su diseño, ubicación y funcionamiento, se mantendrá dentro del 



  

destino autorizado del inmueble.  En otras palabras, la planificación institucional acredita la 
existencia de una política pública municipal orientada al desarrollo del Teatro Municipal, pero no 
resuelve por sí sola el problema jurídico relativo al uso específico de la finca número 255849-
000.  Lo anterior resulta especialmente importante porque la misma información remitida 
reconoce que el proyecto debe desarrollarse dentro de un proceso posterior de definición 
técnica, legal y financiera. Incluso se indica la posibilidad de elaborar un Máster Plan que integre 
los proyectos del Edificio Municipal y del Teatro Municipal, asegurando su desarrollo dentro del 
ciclo de vida del proyecto, es decir, desde la preinversión, inversión y postinversión.  
Esa recomendación resulta jurídicamente razonable, porque permitiría ordenar en un solo 
instrumento técnico la relación funcional, espacial, presupuestaria y operativa entre ambos 
proyectos.  Desde el punto de vista jurídico, la elaboración de un Máster Plan o instrumento 
técnico equivalente resultaría conveniente para evitar que el Teatro Municipal sea tratado como 
una obra autónoma y desvinculada del destino institucional del terreno. Por el contrario, 
permitiría acreditar que ambos proyectos forman parte de una solución integral de 
infraestructura pública municipal, dentro de la misma Zona Institucional, respetando las áreas 
públicas, reservas, accesos, normativa urbanística y demás restricciones que pesan sobre el 
inmueble.  En ese sentido, debe reiterarse que la finca número 255849-000 no puede ser tratada 
como un bien municipal de libre disposición. Su adquisición tuvo una finalidad pública 
determinada, relacionada con el Edificio Municipal y la Zona Institucional. Por ello, cualquier 
decisión que pretenda utilizar ese terreno para el Teatro Municipal debe estar motivada en la 
compatibilidad funcional e institucional del proyecto con ese destino previo.  
Si el Teatro Municipal se plantea como parte del conjunto institucional municipal, con una 
relación clara con la Zona Institucional y con los demás servicios municipales proyectados, la 
decisión podría encontrar sustento jurídico dentro de la línea ya desarrollada en el informe MB-
026-2026. Si, por el contrario, se plantea como un proyecto independiente, autónomo y 
desvinculado de ese destino, se mantendría la necesidad de analizar la ruta jurídica de 
modificación de la afectación o de las autorizaciones que correspondan. 
La Ley General de la Administración Pública establece en su artículo 11 que “la Administración 
Pública actuará sometida al ordenamiento jurídico y sólo podrá realizar aquellos actos o prestar 
aquellos servicios públicos que autorice dicho ordenamiento, según la escala jerárquica de sus 
fuentes”. Esta norma impone a la Municipalidad el deber de verificar que toda decisión sobre el 
inmueble se ajuste no solo a la conveniencia institucional, sino también al régimen jurídico que 
condiciona el uso del bien. 
Asimismo, el artículo 16 de la misma ley dispone que “en ningún caso podrán dictarse actos 
contrarios a reglas unívocas de la ciencia o de la técnica, o a principios elementales de justicia, 
lógica o conveniencia”. Por ello, la decisión final no puede apoyarse únicamente en una 
manifestación general de interés cultural o en la inclusión programática del proyecto en el PDEM 
y el PAO, sino que debe contar con sustento técnico suficiente sobre ubicación, áreas 
disponibles, integración con el Edificio Municipal, accesibilidad, impacto funcional, presupuesto, 
fuente de financiamiento y compatibilidad urbanística. 
También debe observarse el artículo 136 de la Ley General de la Administración Pública, 
conforme al cual deben ser motivados, al menos de manera sucinta, los actos que impongan 
obligaciones limiten derechos, se separen de criterios previos o se dicten en ejercicio de 
potestades discrecionales.  En este caso, cualquier acuerdo que adopte el Concejo Municipal 
sobre la continuidad del proyecto debe estar debidamente motivado, con referencia expresa a 



  

los informes técnicos, criterios de planificación, instrumentos presupuestarios y antecedentes 
legales que sustenten la decisión.  La información remitida por la Unidad de Planificación 
Institucional constituye, entonces, un insumo relevante para la motivación del acto 
administrativo, pero no agota la motivación requerida. Debe incorporarse al expediente 
administrativo el respaldo documental completo del PDEM 2025-2029, del PAO 2026 y de los 
demás instrumentos citados, de modo que el expediente permita verificar objetivamente la 
trazabilidad entre la planificación institucional, la programación presupuestaria y la eventual 
decisión de avanzar con el proyecto. 
Desde la perspectiva del control interno, esta exigencia también resulta necesaria. La Ley 
General de Control Interno dispone en su artículo 8 que el sistema de control interno comprende 
las acciones ejecutadas por la administración activa para proporcionar seguridad en la 
consecución, entre otros, de los objetivos de “proteger y conservar el patrimonio público contra 
cualquier pérdida, despilfarro, uso indebido, irregularidad o acto ilegal”, “exigir confiabilidad y 
oportunidad de la información”, “garantizar eficiencia y eficacia de las operaciones” y “cumplir 
con el ordenamiento jurídico y técnico”.  En consecuencia, tratándose de un proyecto de 
inversión pública sobre un inmueble municipal afectado a un fin específico, el expediente debe 
estar completo, ordenado y respaldado con información confiable, suficiente y oportuna.  En 
virtud de lo anterior, esta asesoría considera que la información remitida mediante el oficio 
conocido por el Concejo Municipal permite tener por atendida, en grado preliminar, la 
observación relativa a la existencia de respaldo en la planificación institucional del proyecto del 
Teatro Municipal.  
No obstante, ese cumplimiento debe entenderse limitado al plano programático y de 
planificación, sin que pueda interpretarse como una autorización jurídica definitiva para construir 
el teatro en cualquier ubicación o bajo cualquier modalidad.  Por tanto, para avanzar 
válidamente, la Administración debe precisar técnicamente si el Teatro Municipal será 
concebido como parte del Edificio Municipal, como componente de un conjunto institucional 
integrado o como infraestructura ubicada dentro de la Zona Institucional autorizada, pero 
siempre bajo una relación material y funcional clara con el destino original del inmueble.  Esa 
definición debe constar en un instrumento técnico suficiente, preferiblemente mediante un 
Máster Plan o documento equivalente, que integre el Edificio Municipal, la Biblioteca Pública 
Municipal, las áreas institucionales, las áreas públicas, los accesos, reservas, eventuales 
segregaciones y demás elementos necesarios para asegurar la legalidad y viabilidad del 
proyecto. 
En consecuencia, el Concejo Municipal puede tomar conocimiento favorable del criterio de la 
Unidad de Planificación Institucional como insumo complementario del expediente, pero debería 
evitar adoptar acuerdos que impliquen aprobación definitiva de ejecución, contratación o 
construcción del Teatro Municipal hasta tanto conste una definición técnica integral sobre su 
emplazamiento y su compatibilidad con el destino institucional de la finca número 255849-000. 
  
TERCERO: CONCLUSIONES Y RECOMENDACIONES.  De conformidad con las 
consideraciones de hecho y de derecho expuestas, se concluye lo siguiente: 
1. La información remitida mediante oficio Ref. 3113-2026 constituye un insumo 

complementario relevante para el expediente administrativo, en tanto permite acreditar, 
según lo informado por la Alcaldía Municipal y la Unidad de Planificación Institucional, que 
el proyecto del Teatro Municipal se encuentra contemplado dentro de los instrumentos de 



  

planificación institucional de la Municipalidad de Belén, particularmente en el Plan de 
Desarrollo Estratégico Municipal 2025-2029 y en el Plan Anual Operativo 2026.  

2. Por ello, puede tenerse por atendida, en grado preliminar y desde el plano programático, 
la observación formulada previamente por esta asesoría legal respecto de la necesidad de 
justificar institucionalmente dicho proyecto y su relación con los fines públicos municipales. 

3. No obstante, la existencia de respaldo en los instrumentos de planificación municipal no 
equivale, por sí misma, a una autorización jurídica definitiva por parte del Concejo para 
ejecutar, contratar o construir el Teatro Municipal en la finca número 255849-000. Tales 
instrumentos constituyen una base de planificación y programación institucional, pero no 
sustituyen los estudios técnicos, legales, presupuestarios, urbanísticos y administrativos 
que deben anteceder cualquier decisión concreta de ejecución. 

4. Se mantiene incólume la conclusión emitida en el informe legal MB-026-2026, en el sentido 
de que la construcción del Teatro Municipal en la finca número 255849-000 solo resulta 
jurídicamente viable si el proyecto se incorpora y articula válidamente dentro del destino 
institucional previamente definido para dicho inmueble, sea como parte del Edificio 
Municipal, como componente de un conjunto institucional integrado o como infraestructura 
comprendida material y funcionalmente dentro de la Zona Institucional autorizada. Si se 
pretendiera desarrollar como un proyecto autónomo, independiente o desvinculado del 
destino original del inmueble, deberá analizarse previamente la ruta jurídica 
correspondiente para modificar la afectación actual del bien o gestionar las autorizaciones 
que en Derecho resulten necesarias. 

5. Se recomienda al Concejo Municipal tener por conocido el criterio remitido por la Alcaldía 
Municipal y la Unidad de Planificación Institucional, e incorporarlo formalmente al 
expediente administrativo como insumo complementario del informe legal MB-026-2026, 
junto con copia íntegra de las páginas pertinentes del Plan de Desarrollo Estratégico 
Municipal 2025-2029, del Plan Anual Operativo 2026 y de cualquier otro documento de 
planificación citado. 

6. Asimismo, previo a adoptar acuerdos de aprobación definitiva, contratación o ejecución de 
obra, se recomienda requerir a la Administración Municipal un Máster Plan o instrumento 
técnico equivalente que defina la relación espacial, funcional, técnica y presupuestaria 
entre el Edificio Municipal, el Teatro Municipal, la Biblioteca Pública Municipal, las áreas 
institucionales, las áreas públicas, las reservas, los accesos y demás componentes 
vinculados con la finca número 255849-000, de manera que cualquier decisión posterior se 
encuentre debidamente motivada y permita verificar la compatibilidad del proyecto con el 
destino institucional del inmueble y el principio de legalidad. 

 
El Presidente Municipal Gilberth Gonzalez, puntualiza que don Luis. Una consulta, es que 
nosotros aquí habíamos aprobado la administración nos había subido en un momento que 
analizó la Comisión de Cultura, 3 propuestas y se había elegido la 3 que se iba a hacer el edificio 
del teatro hacia el fondo donde estaba la Biblioteca Pública, el terreno que seguía. Eso se 
aprobó, sin embargo, me parece que eso no es un master plan, porque no dice, no se justifica 
en sí sola la necesidad y cuántas personas lo van a utilizar, que le entendían su oficio, que eso 
es el master plan. O estoy equivocado. 
 



  

El Asesor Legal Luis Alvarez, explica que sí, correcto. Vamos a ver, es una propuesta de 
ubicación, pero por qué esa y no otra, por qué se justifica que ahí hay un teatro, cuál es la razón 
de ser, se excluye con ese teatro el uso principal o el uso principal es compatible, conviviente 
con el uso del área del teatro como parte de la zona institucional, por eso les digo, desde el 
punto de vista de planificación, uno pensaría, es compatible, pero tienen que ponernos en esos 
estudios suficientes argumentos técnicos, legales, administrativos, presupuestarios y no 
solamente programáticos que nos permitan justificarlo.  Lo último que ocupamos es que venga 
un cuestionamiento externo de una unidad de fiscalización y nos diga que están alterando el 
uso. Eso tiene algunas condiciones delicadas, es decir, dentro de la conceptualización del 
desvío de la naturaleza, lo último que ocupamos es que se puede interpretar que estamos 
alterando la naturaleza demanial. Es un argumento técnico complejo que nos permita justificar 
por qué vamos a poner ahí un teatro y no solamente una propuesta que nos diga en cuál 
proporción va al teatro. 
 
El Presidente Municipal Gilberth Gonzalez, precisa que perfecto, don Luis, muy claro. Yo sí 
quiero que el teatro salga, compañeros, yo voy a hacer como el debido proceso corresponde y 
como yo sí quiero que ese teatro se construya, si don Luis me dice hay que hacer A, B, C y D, 
yo haré A, B, C y D, porque sí quiero que salga el teatro. 
 
La Regidora Propietaria Lourdes Villalobos, habla que Don Luis, yo soy la Coordinadora de 
Cultura y este tema del teatro a mí me interesa mucho, aparte que todo este Concejo Municipal 
quiere que el teatro se haga, ese era, como dicen, el iceberg que tenemos para que todos 
estemos de acuerdo con que el teatro se construya.  Al leer su oficio y las recomendaciones que 
usted da, yo quiero que me conteste, había sacado 12 preguntas, pero le voy a hacer 4, porque 
sí quiero que queden exactas. Dice, es correcto decir que el criterio no prohíbe construir el teatro 
municipal en esa finca, es correcto que la construcción del teatro sería jurídicamente viable si 
se integra al edificio municipal o a la zona institucional, el criterio recomienda hacer un master 
plan precisamente para unir en un solo diseño el edificio municipal, el teatro, la Biblioteca y las 
demás áreas públicas, este master plan serviría para demostrar que el teatro no es un proyecto 
separado, sino parte del mismo complejo institucional, don Luis. 
 
El Asesor Legal Luis Alvarez, expresa que lo que les puedo decir más bien es, con lo que 
tenemos, esas respuestas no se pueden dar. No alcanza. En principio, estamos orientados a 
que va a ser compatible, pero esa respuesta nos la va a dar el master plan o el informe completo 
al que se refiere.  Lo que estamos diciendo es, tenemos en mente, en idea, de planificar que ahí 
vaya un teatro. Y la gran pregunta es, los informes técnicos lo justifican, las proporciones, por 
ejemplo, vamos a hacer un teatro en un 90% del terreno y va a sobrar un 10% para el edificio.  
Eso no es así, pero tenemos que ponerlo en el documento y tenemos que justificarlo. Y en eso, 
vean, tenemos a los mejores. Yo he visto aquí información, incluso, de justificación que ha dado 
la Dirección Técnica Operativa cuando ha justificado, por ejemplo, en algunos inmuebles, la 
aclaración de que un área de, por ejemplo, de laguna del retardo no es incompatible con la zona 
verde.  Y se dio una justificación perfecta. Creo que fue el caso de Soleares, me parece, uno de 
los proyectos que en algún momento se discutió y se dio técnicamente una justificación 
razonable y lógica. Lo que a mí me preocupa es decir simplemente que el uso del teatro puede 
ser compatible con el edificio sin que haya ningún otro respaldo, más que la interpretación 



  

programática de que ahí queremos un teatro podría ser peligroso.  Pero ustedes son los que lo 
van a aprobar. A mí me parece que todavía no tenemos información suficiente para darle 
contenido a un acto o a un acuerdo de este tipo. Pero, precisamente, lo que dice este informe 
es, esta información que nos están dando, sí, es programática, es un norte, pero ahora hay que 
darle contenido técnico, jurídico a esto.  Artículo 16 de la Ley General de Administración Pública. 
Son criterios que tienen que acogerse, no a los intereses solamente de hacer un teatro, sino a 
los criterios técnicos que le den contenido a un acuerdo del Concejo Municipal. Y me parece 
que todavía no lo tenemos. 
 
La Regidora Suplente Francina Quesada, enumera que don Luis, don José Zumbado hizo una 
propuesta, se hicieron 3, nos explicó la propuesta 3 y justamente lo que habíamos hablado es 
que, como originalmente el terreno es para el edificio municipal, que está fundamentado su 
necesidad, que teníamos que unirlo, él ya tenía el lugar distribuido, dónde estaba y demás, la 
propuesta 3 tiene todo eso armado. Tiene también eso armado que hasta se nos habló de los 
parqueos, la cantidad de personas que le caben al teatro tienen que ir en relación al parqueo 
que tenemos y nos explicó además por qué teníamos que sacar permisos porque dependiendo 
del tamaño de la Municipalidad y de ese teatro, así es la aprobación de los parqueos, eso lo 
tendríamos.  Este argumento técnico con estos estudios, don Luis, tendrían que hacerlo los 
técnicos de la Municipalidad que son los especialistas tanto a nivel financiero como la parte de 
cultura que también le den un fundamento por qué hacemos un teatro y no un auditorio, porque 
todas las Municipalidades tienen auditorio, tienen que tener un espacio.  Eso es lógico. Pero, 
por qué un teatro, eso tiene que venir con un fundamento técnico, lo que nos falta es ese 
respaldo para poder acoger la Propuesta 3 y que sea robusta y no que se nos caiga a medio 
camino. 
 
El Regidor Propietario Ulises Araya, avala que yo voy a plantearme inquietud, yo comprendo 
por supuesto que todo eso tiene que estar bien justificado, tiene que estar con documentos 
técnicos. Lo que pasa es que ya nosotros en el acuerdo de referencia ya les digo, del Artículo 
23, Acta 22-2026 ya se hizo lo que se pidió en este MB en el punto 4 y en el punto 6 ya se dio 
el estudio de un master plan que tenía un diseño geométrico de sitio y eso incluso fue a la 
Comisión de Cultura lo dictaminó, ya como dijeron se dictaminó el punto 3. Cuando uno ve con 
base en qué lo dictaminaron, fue en base en un informe técnico el UPU-012-2026 de la Unidad 
de Planificación Urbana. Informe que se hizo, escuchen ustedes bien, por un acuerdo que pedía, 
concretamente la Administración, un diseño geométrico master plan donde se localicen las 
áreas a respetar de parque, facilidades comunales, edificio municipal y zona institucional. Lo 
anterior por remisión del Concejo Municipal referencia acuerdo 6023-2025.  Es decir, ya esto 
está ya se hizo y el informe técnico de Ligia Franco es de 17 páginas donde venían diseños 
donde venían argumentos se colocaban distintas zonas y ya está integrado ahí, ahí se observa 
dónde está el edificio municipal, dónde está la zona de la Biblioteca y dónde va a ir el teatro. 
Teatro que también si nos vamos a la historia no es nuevo el que se fuera a colocar ahí ya desde 
hace muchos años existía la propuesta de hacer en aquella época ya se hablaba de un anfiteatro 
obviamente ya el anfiteatro no, es un teatro lo que se quiere, pero ya eso existía yo vi esos 
planos, una vez que aquí hubo una protesta en el 2014 porque se estaba recortando unos 
presupuestos en aquella época para los planos del teatro, de hecho ya estamos acá recuerdo 
que al burumbón que se hizo Horacio nos pasó a todos los que estábamos ahí en la barra del 



  

público a la oficina y nos sacó los planos y nos enseñó el plano donde en esa misma ubicación 
iba el entonces anfiteatro, ahora queremos teatro es decir, hay ya caminos recorridos con este 
tema mi propuesta sería más bien que en lugar de avalarlo podamos tener una sesión de trabajo 
o enviarlo a la Comisión de Cultura para verlo ahí con Don Luis Álvarez y verlo a nivel 
comparativo con este informe UPU-012-226 que ya fue avalado por este Concejo Municipal que 
ya tenía un master plan y que tenía un diseño geométrico del sitio, me parece que avanzaríamos 
más rápido porque si nosotros avalamos esto y va la administración, la administración podría 
decir, qué más quieren, porque ya lo hicimos y a qué otro funcionario lo haría, en este momento 
tenemos a la Dirección Técnica Operativa con el tema de los reglamentos del Plan Regulador 
en qué tiempo van a hacer esto y sabiendo que tenemos en el presupuesto 200 millones para 
planos que si no los ejecutamos este año otra vez quedarán para el 2000 ahora 27 y eso será 
atrasarnos más y el sueño que todos queremos de ver el teatro se va a desvanecer porque no 
lo vamos a tener a tiempo. 
 
La Presidenta Municipal Teresita Venegas, solicita que yo creo que es claro y verídico que todo 
el Concejo Municipal en pleno desea la construcción del teatro yo avalaría la propuesta que 
hace el compañero Ulises de que hagamos una reunión con la Comisión que involucre a la 
administración al Asesor Legal porque creo que este Master Plan tal vez este es el ese es el 
que yo creo que le hizo falta a Don Luis que le dejó el vacío de toda esa diseño o aspectos 
técnicos ya propiamente de ingeniería que requería para la aprobación de este oficio yo sí creo 
importante que deberíamos de remitirlo a la Comisión pero con la administración y con Don Luis 
para que llenemos esa parte que nos hace falta, esto con el fin de agilizar y no atrasar más el 
asunto del seguimiento a la construcción del teatro. 
 
El Presidente Municipal Gilberth Gonzalez, informa que yo considero compañeros que para 
avanzar y que esto ya no se quede preferiría una sesión de trabajo donde esté la administración 
donde esté Don Luis Álvarez y nosotros en pleno el Concejo Municipal para estar todos no se 
saca acuerdos pero la Presidencia puede llevar el acuerdo en Asuntos de la Presidencia y yo si 
estoy comprometido con el tema del teatro y me parece importantísimo que estos nublados los 
aclaremos para que podamos seguir avanzando a mí me parece importante. 
 
El Regidor Suplente Sigifredo Villegas, avisa que ya verán que escuchando todo esto me viene 
a mí a la mente cuando en 1997 en el 90 Aniversario de este Cantón mi persona junto con un 
poco de compañeros en un año construimos un teatro, Teatro del Nacimiento hicimos una obra 
paralelamente histórica del Cantón Potrerillos 1907, 2 cosas en 1 año hicimos por encomienda 
del Concejo Municipal estando Don Víctor Víquez de Ejecutivo y lo único que le pedimos al 
Concejo fueron 500 mil colones y todo lo demás fue aporte nuestro a mí me mueve un poco 
saber cómo esa palabra expedito se queda tan corta viendo este informe yo creía que eran 
temas que ya habíamos avanzado en la Comisión de Cultura de la cual Francina y yo y Lourdes 
fuimos partes hasta mayo pasado, ya estos temas supuestamente los habíamos avanzado el 
diseño del sitio ya había sido hecho con zonas verdes parqueos eso es una hectárea que la 
Municipalidad compró claro, traía un destino el edificio municipal hacia el costado oeste, media 
hectárea nadie ha dicho que no ahora que no se haya definido que el edificio es allá o es aquí 
es otra cosa, la Biblioteca haya estado yo no sé si cuando ahora se planeó el edificio del Area 
Social hubo tanta cosa pero ahí va en el centro y el teatro hacia el lado oeste, así estaba 



  

claramente y así Doña Ligia nos lo presentó aquí en 3 opciones y nosotros escogimos la opción 
3 por eso todo esto no ha sido antojadizo todo esto ha venido con un proceso ya largo porque 
la moción para esto que fue Centro Cívico, no estoy hablando de auditorio era un Centro Cívico 
que conllevaba el teatro fue en el 2024, ya llevaba más de 2 años y uno a veces nos dice, no sé 
cómo es que pudiera esto avanzar con un ritmo más adecuado para ver si antes de que nosotros 
terminemos poder ver esa obra este va a ser plan del que mencionó Don Luis no sé si sea la 
Unidad de Cultura con la Comisión Cultural que se junten y hagan una redacción en compañía 
de la parte técnica al respecto y avanzar con esto porque la verdad que es muy lento un poco 
deprimente uno quisiera que le metiéramos más el acelerador a este proyecto y no sé, me 
recuerdo que hasta Doña Lourdes presentó en su momento una moción para la adquisición del 
terreno que está enfrente de ese potencial teatro derivado de lo que Doña Ligia nos dijo y Don 
José Zumbado nos dijo que no daba espacio para el tema de parqueo y Doña Lourdes presentó 
una moción y venía sobre eso así que todo esto ha tenido un proceso y un proceso que uno 
quisiera que fuera avanzando con más rapidez pero en fin, aquí como que hay que armarse con 
una paciencia Franciscana con esos temas y Dios quiera que nos dé la cuerda para 
antecedernos a ver ese proyecto. 
 
El Presidente Municipal Gilberth Gonzalez, indica que compañeros, para avanzar y no 
dispersarnos mucho del tema, la propuesta que voy a hacer es dar por recibido el oficio del 
Asesor Legal y segundo aprobar una sesión de trabajo, para que lo tomen en cuenta aprobar 
una sesión de trabajo el jueves 23 de julio a las 4 de la tarde acá en el Salón de Sesiones con 
la administración, los Regidores y Don Luis Álvarez para que lo tomen en cuenta yo ahí dejo en 
valoración a la administración, yo supondría que deberían traer a la Dirección Técnico Operativa 
en el caso de Don José Zumbado, Doña Ligia Franco la Unidad de Cultura Doña Carla y la 
Dirección Jurídica porque ellos tienen que tener su asesor legal y en el caso del Concejo 
Municipal nuestro Asesor Legal. 
 
El Asesor Legal Luis Alvarez, especifica que nada más para informarles si ustedes quieren 
aprobar el dictamen que menciona Don Ulises y Don Sigifredo, pueden aprobarlo la asesoría 
legal nada más da una recomendación que no es vinculante, si ustedes el día de hoy incluso 
quieren aprobar ese proyecto con ese dictamen, adelante, no hay nada que lo impida si atienden 
un dictamen de Comisión y se cumple el requisito de tener un dictamen para someterlo a 
votación para el día 23 yo nada más les informo, yo no puedo estar porque voy a someterme a 
un tratamiento médico y voy a estar incapacitado pero si ustedes quieren tomar ese acuerdo es 
cuestión de redactarlo el informe ya dice cuáles son los insumos, esos insumos nada más se 
incorporan en los considerandos de un dictamen, pero si ustedes quieren aprobar ese dictamen, 
hoy pueden hacerlo, si consideran que es suficiente. 
 
El Presidente Municipal Gilberth Gonzalez, comunica que no, yo no quiero que se caiga el tema 
del teatro Don Luis quiero que salga y si el debido proceso es ese pues así me mantendré. 
 
El Regidor Propietario Ulises Araya, pide que yo creo que es importante la sesión de trabajo, 
pero me parece que Don Luis, en definitiva ese jueves no podría acompañarnos porque yo creo 
que es esencial su presencia, porque el dictamen del que usted menciona, eso ya se aprobó 
eso se aprobó en el acuerdo de referencia del Artículo 23 Acta 22-2026, el pasado 14 de abril 



  

del 2026 ya está aprobado el tema del diseño geométrico, el master plan y las ubicaciones de 
cada cosa yo sí considero que es importante que para que también Don Luis, porque usted su 
opinión es demasiado importante para este Concejo Municipal, sí creo fundamental que en la 
propuesta de reunión ojalá usted pudiera estar presente, si se le facilita de alguna otra manera, 
ya sea que fuera virtual o fuera otra hora, pero creo que sí es importante. 
 
ACUERDO 24.  SE ACUERDA POR UNANIMIDAD Y EN FORMA DEFINITIVAMENTE 
APROBADO:  PRIMERO:  Dar por recibido el oficio del Asesor Legal.  SEGUNDO:  Aprobar 
una sesión de trabajo, el jueves 23 de julio a las 4:00 pm en el Salón de Sesiones con la 
administración, los Regidores y Don Luis Álvarez (de forma virtual), para valoración a la 
administración, deberían estar la Dirección Técnico Operativa en el caso de Don José Zumbado, 
Doña Ligia Franco la Unidad de Cultura Doña Carla Villegas y la Dirección Jurídica. 
 
ARTÍCULO 25.  Se conoce el Oficio MB-057-2026 del Asesor Legal Luis Alvarez.  De 
conformidad con el requerimiento del Concejo Municipal mediante oficio N° Ref. 2331/2026, del 
29 de abril de 2026; procede esta asesoría legal a emitir las siguientes consideraciones, 
aclarando de previo que los alcances del presente pronunciamiento constituyen una mera 
opinión jurídica que no involucra un pronunciamiento de carácter obligatorio y vinculante, el cual 
puede ser adicionado o aclarado por éste órgano asesor en caso de que así se requiera, 
indicando además que se basa en los aspectos consultados y limitado al estudio del expediente 
y documentos remitidos a estudio. 
 
PRIMERO: OBJETO DE LA CONSULTA.  Procede esta asesoría legal a emitir criterio legal con 
relación al análisis de las actuaciones que debe adoptar el Concejo Municipal frente a la gestión 
presentada por los señores Carlos Andrés Seas Rodríguez y Víctor Julio González Cordero, 
tramitada bajo el número 1628-2026, relativa al seguimiento del cumplimiento de la sentencia 
constitucional N° 2026006234. 
 
SEGUNDO: ANÁLISIS LEGAL DEL CASO CONCRETO.  El asunto sometido a conocimiento 
del Concejo Municipal exige determinar el alcance de sus competencias frente a una gestión 
ciudadana vinculada con el cumplimiento de una sentencia constitucional, así como la 
procedencia jurídica de trasladar su atención a la Alcaldía Municipal, en su condición de órgano 
ejecutor de la Administración activa.  En primer término, conforme al principio de legalidad, la 
actuación del Concejo Municipal debe sujetarse estrictamente al marco de competencias que le 
han sido atribuidas por el ordenamiento jurídico, de conformidad con lo dispuesto en el artículo 
11.1 de la Ley General de la Administración Pública, el cual establece literalmente que: 
 
“Artículo 11.- 

 
1. La Administración Pública actuará sometida al ordenamiento jurídico y sólo podrá realizar 
aquellos actos o prestar aquellos servicios públicos que autorice dicho ordenamiento, según la 
escala jerárquica de sus fuentes.”. 
 
En ese sentido, resulta indispensable diferenciar las funciones del Concejo Municipal respecto 
de la Alcaldía, en tanto esta última, conforme al artículo 17 inciso a) del Código Municipal, 



  

ostenta la condición de administrador general y jefe de las dependencias municipales, lo cual 
implica la dirección técnica, operativa y ejecutiva de la gestión administrativa.  Bajo esta lógica, 
la atención material del requerimiento planteado —incluyendo inspecciones, verificación de 
hechos, coordinación interinstitucional y ejecución de acciones necesarias para el cumplimiento 
de la sentencia constitucional— corresponde a la Alcaldía Municipal y a las dependencias 
técnicas bajo su dirección, por lo que cualquier actuación del Concejo que implique sustituir 
dichas funciones ejecutivas podría constituir una extralimitación competencial. 
 
No obstante, el Concejo Municipal sí conserva competencias de control político y fiscalización, 
particularmente en el marco del sistema de control interno. En este sentido, el artículo 8 inciso 
d) de la Ley General de Control Interno dispone que uno de los objetivos del sistema de control 
interno es: 
 
“Artículo 8º-Concepto de sistema de control interno. Para efectos de esta Ley, se entenderá 
por sistema de control interno la serie de acciones ejecutadas por la administración activa, 
diseñadas para proporcionar seguridad en la consecución de los siguientes objetivos: 

 
(…) 

 
d) Cumplir con el ordenamiento jurídico y técnico.”. 
 
Mientras que el artículo 12 inciso b) del mismo cuerpo normativo establece como deber del 
jerarca: 
 
“Artículo 12.-Deberes del jerarca y de los titulares subordinados en el sistema de control interno. 
En materia de control interno, al jerarca y los titulares subordinados les corresponderá cumplir, 
entre otros, los siguientes deberes: 

 
b) Tomar de inmediato las medidas correctivas, ante cualquier evidencia de desviaciones o 
irregularidades.”. 
 
En consecuencia, resulta jurídicamente procedente que el Concejo requiera a la Alcaldía un 
informe de cumplimiento respecto de la sentencia constitucional, a efectos de mitigar riesgos de 
responsabilidad administrativa o eventuales litigios por incumplimiento.  Por otra parte, en 
cuanto a la atención al administrado, debe aplicarse el principio de simplificación administrativa 
contenido en el artículo 2 de la Ley N° 8220, el cual dispone literalmente que: 
 
“Artículo 2º-Presentación única de documentos. La información que presenta un administrado 
ante una entidad, órgano o funcionario de la Administración Pública, no podrá ser requerida de 
nuevo por estos, para ese mismo trámite u otro en esa misma entidad u órgano. De igual 
manera, ninguna entidad, órgano o funcionario público, podrá solicitar al administrado, 
información que una o varias de sus mismas oficinas emitan o posean. 

 



  

Para que una entidad, órgano o funcionario de la Administración Pública pueda remitir 
información del administrado a otra entidad, órgano o funcionario, la primera deberá contar con 
el consentimiento del administrado. 

 
Quedan exceptuadas de la aplicación de este artículo las personerías jurídicas.”. 
 
Esta disposición impone a la Municipalidad la obligación de gestionar internamente la 
información necesaria, evitando trasladar cargas innecesarias al administrado.  Finalmente, en 
tutela del derecho de petición y del principio de servicio público, el artículo 4 de la Ley General 
de la Administración Pública establece que: 
 
“Artículo 4º.- La actividad de los entes públicos deberá estar sujeta en su conjunto a los 
principios fundamentales del servicio público, para asegurar su continuidad, su eficiencia, su 
adaptación a todo cambio en el régimen legal o en la necesidad social que satisfacen y la 
igualdad en el trato de los destinatarios, usuarios o beneficiarios.”. 
 
En este contexto, la Administración se encuentra obligada a brindar una respuesta oportuna, 
motivada y eficaz al gestionante, lo cual se satisface por parte del Concejo Municipal, en este 
caso, comunicándole que su gestión ha sido trasladada a la Alcaldía Municipal, como órgano 
competente para su atención técnica y operativa.  En consecuencia, desde el punto de vista 
jurídico, resulta procedente que el Concejo Municipal disponga el traslado del asunto a la 
Alcaldía Municipal, requiera un informe de cumplimiento en ejercicio del control interno 
institucional, y garantice la debida respuesta al administrado, en apego al principio de legalidad, 
eficiencia administrativa y respeto de las competencias propias de la Administración activa. 
 
TERCERO: CONCLUSIONES Y RECOMENDACIONES.  De conformidad con las 
consideraciones de hecho y de Derecho expuestas, se concluye lo siguiente: 
 
1) El Concejo Municipal carece de competencia para atender directamente en sede técnica y 

operativa la gestión presentada por el administrado, en tanto dichas actuaciones 
corresponden a la Alcaldía Municipal, en su condición de administrador general y jefe de 
las dependencias administrativas, conforme al artículo 17 inciso a) del Código Municipal 
 

2) Resulta jurídicamente procedente disponer el traslado formal del asunto a la Alcaldía 
Municipal, a efectos de que atienda el requerimiento planteado por el administrado, realice 
las valoraciones técnicas correspondientes y adopte las acciones necesarias para el 
cumplimiento de la sentencia constitucional N° 2026006234. 

 
3) En ejercicio de las competencias de control político y bajo el marco del sistema de control 

interno, el Concejo Municipal debe requerir a la Alcaldía Municipal la remisión de un informe 
integral, debidamente fundamentado, sobre el estado de cumplimiento de la sentencia, las 
acciones ejecutadas, las pendientes y los riesgos identificados, en atención a lo dispuesto 
en los artículos 8 inciso d) y 12 inciso b) de la Ley General de Control Interno. 
 



  

4) La Administración Municipal se encuentra obligada a brindar una respuesta oportuna, 
completa y fundamentada al administrado, en respeto del derecho de petición y de los 
principios de eficiencia y continuidad del servicio público establecidos en el artículo 4 de la 
Ley General de la Administración Pública. 
 

5) Se recomienda al Concejo Municipal adoptar un acuerdo en el que: i) se disponga el 
traslado del asunto a la Alcaldía Municipal para su atención inmediata, ii) se requiera la 
presentación de un informe de cumplimiento dentro de un plazo razonable, y iii) se instruya 
por medio de la secretaría municipal, la comunicación formal al administrado, informándole 
sobre el traslado de su gestión al órgano competente, en este caso la alcaldía municipal 
de la Municipalidad de Belén. Una vez recibida la respuesta requerida lo que procede es 
que el Concejo Municipal remita la misma a la Sala Constitucional a efectos de acreditar el 
cumplimiento de la sentencia constitucional N° 2026006234. 

 
Se recomienda además que este acuerdo sea notificado a los señores Carlos Andrés Seas 
Rodríguez y Víctor Julio González Cordero en respuesta a la gestión tramitada bajo el número 
1628-2026.  
 
El Regidor Propietario Ulises Araya, apunta que Patri le compartí una fotografía tomada el 
pasado 28 de Junio a las 11:29 de la mañana de la quebrada en función de la que estamos 
hablando la fotografía como se podrá evidenciar tiene las aguas absolutamente negras con un 
olor que yo percibo y yo tomé esta foto absolutamente nauseabundo terrible y a mi lo que me 
da cuenta es que a este momento no se ha avanzado en una solución no se han quitado los 
puntos de contaminación y yo seguiré insistiendo acá vehementemente de que en lugar de 
preocuparnos por ver como tirar más aguas residuales de un futuro condominio a la zona 
primero tendría la administración si es responsable con el ambiente y son congruentes con el 
discurso que limpiar esa quebrada que sigue igual de contaminada con todo y una orden de la 
Sala Constitucional que a este momento al menos al 28 de Junio tal como luce esa quebrada 
no se ha limpiado nada. 
 

 
 

SE ACUERDA POR UNANIMIDAD:  PRIMERO:  Dar por recibido el Oficio del Asesor Legal.  
SEGUNDO:  Aprobar las recomendaciones del oficio. TERCERO:  El Concejo Municipal carece 
de competencia para atender directamente en sede técnica y operativa la gestión presentada 
por el administrado, en tanto dichas actuaciones corresponden a la Alcaldía Municipal, en su 
condición de administrador general y jefe de las dependencias administrativas, conforme al 



  

artículo 17 inciso a) del Código Municipal.  CUARTO:  Resulta jurídicamente procedente 
disponer el traslado formal del asunto a la Alcaldía Municipal, a efectos de que atienda el 
requerimiento planteado por el administrado, realice las valoraciones técnicas correspondientes 
y adopte las acciones necesarias para el cumplimiento de la sentencia constitucional N° 
2026006234.  QUINTO:  En ejercicio de las competencias de control político y bajo el marco del 
sistema de control interno, el Concejo Municipal debe requerir a la Alcaldía Municipal la remisión 
de un informe integral, debidamente fundamentado, sobre el estado de cumplimiento de la 
sentencia, las acciones ejecutadas, las pendientes y los riesgos identificados, en atención a lo 
dispuesto en los artículos 8 inciso d) y 12 inciso b) de la Ley General de Control Interno.  SEXTO:  
La Administración Municipal se encuentra obligada a brindar una respuesta oportuna, completa 
y fundamentada al administrado, en respeto del derecho de petición y de los principios de 
eficiencia y continuidad del servicio público establecidos en el artículo 4 de la Ley General de la 
Administración Pública.  SETIMO:  Adoptar un acuerdo en el que: i) se disponga el traslado del 
asunto a la Alcaldía Municipal para su atención inmediata, ii) se requiera la presentación de un 
informe de cumplimiento dentro de un plazo razonable, y iii) se instruya por medio de la 
Secretaría Municipal, la comunicación formal al administrado, informándole sobre el traslado de 
su gestión al órgano competente, en este caso la Alcaldía Municipal de la Municipalidad de 
Belén. Una vez recibida la respuesta requerida lo que procede es que el Concejo Municipal 
remita la misma a la Sala Constitucional a efectos de acreditar el cumplimiento de la sentencia 
constitucional N° 2026006234.  OCTAVO:  Notificar este acuerdo a los señores Carlos Andrés 
Seas Rodríguez y Víctor Julio González Cordero en respuesta a la gestión tramitada bajo el 
número 1628-2026.  
 
ARTÍCULO 26.  Se conoce el Oficio MB-058-2026 del Asesor Legal Luis Alvarez.  De 
conformidad con el requerimiento del Concejo Municipal mediante oficio N° Ref. 0916/2026, del 
18 de febrero del 2026; procede esta asesoría legal a emitir las siguientes consideraciones, 
aclarando de previo que los alcances del presente pronunciamiento constituyen una mera 
opinión jurídica que no involucra un pronunciamiento de carácter obligatorio y vinculante, el cual 
puede ser adicionado o aclarado por éste órgano asesor en caso de que así se requiera, 
indicando además que se basa en los aspectos consultados y limitado al estudio del expediente 
y documentos remitidos a estudio. 
 
PRIMERO: OBJETO DE LA CONSULTA.  Procede esta asesoría legal a emitir criterio con 
relación a la viabilidad legal del Proyecto de Ley “Reforma del artículo 27 de la Ley de Patentes 
de la Municipalidad de Belén”, en cuanto a la delimitación del destino de los recursos asignados 
al sector salud. 
 
SEGUNDO: ANÁLISIS LEGAL DEL CASO CONCRETO.  Con base en la lectura integral de la 
reforma específica propuesta al artículo 27 de la Ley de Patentes de la Municipalidad de Belén, 
puede afirmarse que se trata de una iniciativa coherente, técnicamente bien orientada y 
jurídicamente sólida, cuyo eje central recae en la delimitación precisa del destino de los recursos 
que pretenden cubrir las necesidades de salud de la ciudadanía del cantón de Belén, Heredia.   
 

a) Sobre los alcances de la autonomía municipal 
 



  

En este sentido, es importante aludir a la autonomía municipal, máxima constitucional regulada 
en el cardinal 170 de la Carta Magna, leyéndose: 
 
“ARTÍCULO 170.-Las corporaciones municipales son autónomas. En el Presupuesto Ordinario 
de la República, se les asignará a todas las municipalidades del país una suma que no será 
inferior a un diez por ciento (10%) de los ingresos ordinarios calculados para el año económico 
correspondiente. 

 
La ley determinará las competencias que se trasladarán del Poder Ejecutivo a las 
corporaciones municipales y la distribución de los recursos indicados. (...)”  
 
A partir de esta disposición, la jurisprudencia constitucional y la doctrina han señalado de forma 
reiterada que la autonomía municipal comprende, entre otros aspectos, la potestad de 
autoorganización, la gestión de sus intereses locales y la administración de sus recursos, sin 
perjuicio de las regulaciones generales que el legislador pueda establecer en ejercicio de sus 
competencias constitucionales.  
 
Asimismo, en la sentencia N.º 05445 de la Sala Constitucional de la Corte Suprema de Justicia 
del 14 de Julio de 1999, se determina que:  
  
“ (...) las municipalidades son gobiernos representativos con competencia sobre un 
determinado territorio (cantón), con personalidad jurídica propia y potestades públicas frente a 
sus munícipes (habitantes del cantón); operan de manera descentralizada frente al Gobierno 
de la República, y gozan de autonomía constitucionalmente garantizada y reforzada que se 
manifiesta en materia política, al determinar sus propias metas y los medios normativos y 
administrativos en cumplimiento de todo tipo de servicio público para la satisfacción del bien 
común en su comunidad. Puede decirse, en síntesis, que las municipalidades o gobiernos 
locales son entidades territoriales de naturaleza corporativa y pública no estatal, dotadas de 
independencia en materia de gobierno y funcionamiento, lo que quiere decir, por ejemplo, que 
la autonomía municipal involucra aspectos tributarios, que para su validez requieren de la 
autorización legislativa, la contratación de empréstitos y la elaboración y disposición de sus 
propios ingresos y gastos, con potestades genéricas.”  
 
Analizado lo anterior desde un punto de vista jurídico-doctrinario, esta autonomía debe 
entenderse como la potestad que tienen las Municipalidades para decidir libremente y bajo su 
propia responsabilidad, todo lo referente a la organización de las localidades que se encuentren 
dentro de su competencia territorial.  En virtud de ello, la autonomía municipal no es absoluta, 
por el contrario, se ejerce al amparo de la ley, la cual contempla la intervención del legislador 
cuando ésta persigue fines constitucionalmente válidos y se realiza de manera razonable, 
proporcional y respetuosa del núcleo esencial de dicha autonomía.  
 
Asimismo, la supra citada resolución N.º 05445-99 de la Sala Constitucional expresa:  
 
“Así, algún sector de la doctrina ha dicho que esa autonomía implica la libre elección de sus 
propias autoridades; la libre gestión en las materias de su competencia; la creación, 



  

recaudación e inversión de sus propios ingresos; y específicamente, se refiere a que abarca 
una autonomía política, normativa, tributaria y administrativa (...) 

 
(...) esa gestión municipal es y debe ser autónoma, que se define como libertad frente a los 
demás entes del Estado para la adopción de sus decisiones fundamentales.”  
 

b) Sobre el contenido del proyecto de reforma. 
 
En torno al proyecto de reforma específica de ley foco del presente criterio, debe señalarse que 
la iniciativa legislativa incide directamente en el mejoramiento de los servicios de salud, 
especialmente en el desarrollo de actividades esenciales de atención, acompañamiento y apoyo 
en temas de salud pública, atención de emergencias, cuidado de adultos mayores y apoyo a 
personas con condiciones de salud crónicas o terminales, contribuyendo de manera significativa 
a la comunidad.  Para los intereses del presente criterio, se pretende reformar específicamente 
el artículo 27 de la Ley de Patentes de la Municipalidad de Belén, para que indique lo siguiente: 
 
“ARTÍCULO 27.-Desglose de recursos. Las partidas que a continuación se indican serán 
destinadas específicamente y calculadas sobre dos colones por cada mil colones (~2,00 x 
~1.000) del ingreso. El restante cero coma cinco colones por cada mil colones (~0,5 x ~1.000) 
se dedicará a obras de inversión, según la programación que se realice entre la Administración 
y el Concejo Municipal. Estos destinos no se podrán variar. La contabilidad municipal tomará 
nota de que con los recursos del impuesto de patentes se financiarán específicamente las 
siguientes actividades: Porcentaje imponible destino calculado sobre dos colones por cada mil 
colones (~2,00 x ~1.000).   

 
65,0 % De forma libre 
7,5 % Aporte a deportes y recreación  
2,5 % Mantenimiento de instalaciones deportivas 
5,0 % Aporte a la cultura 
5,0 % Aporte a la salud, distribuido específicamente de la siguiente forma:  
 
1.72 % Comité Auxiliar de la Cruz Roja de Belén 
1.72 % Fundación de Cuidados Paliativos de Belén 
1.00% Asociación de Adultos belemitas 
0.56% Para las asociaciones de salud del cantón.  
 
5,0 % Aporte a la educación 
5,0 % Aporte a la seguridad 
2,5 % Administración de la biblioteca municipal 
2,5 % Aporte para el medio ambiente  
 

La administración municipal velará por que se cumpla el desglose anterior y porque cada uno 
de los beneficiarios de los recursos le dé el destino correcto, en la aplicación de sus actividades. 
La Municipalidad podrá destinar hasta un diez por ciento (10%) de los recursos asignados a 
cada partida, para contratar asesoramiento en la formulación de proyectos. Asimismo, se 



  

incluirán medios para ejercer el control adecuado y la evaluación de proyectos, a fin de que los 
recursos asignados tengan una ejecución más eficiente y eficaz. Rige a partir de su 
publicación”.  Desde una perspectiva jurídica, institucional y humana, la reforma al artículo 27 
de la Ley ya mencionada, resulta adecuada y favorable, toda vez que pretende precisar el 
destino de los recursos presupuestarios correspondientes al 5% ya establecido en la Ley de 
Patentes de la Municipalidad de Belén.  
 
Cabe destacar que, en todo caso, la reforma no implica un incremento en la carga tributaria ni 
una modificación del porcentaje asignado al sector salud.  De igual manera y atendiendo al 
marco de legalidad que empapa la actuación de las entidades públicas, las organizaciones 
beneficiarias deberán cumplir con los requisitos establecidos en el reglamento de transferencias 
municipales y en el marco normativo aplicable, asegurando la correcta utilización de los fondos 
y la debida rendición de cuentas.  Considerando que los Señores Regidores y la Señora 
Alcaldesa ya han mantenido mesas de trabajo en conjunto con las Juntas Directivas del Comité 
Auxiliar de la Cruz Roja Costarricense en San Antonio de Belén, el Centro Diurno del Adulto 
Mayor, la Fundación de Cuidados Paliativos y las Asociaciones de Salud, de las cuáles se 
determinó que existe un déficit económico importante que limita la operatividad de las mismas, 
resulta pertinente encontrar una solución para el mismo con el fin de garantizar la efectividad de 
los servicios de salud. 
 
Pretender definir con exactitud el destino de los recursos económicos destinados a la partida de 
salud, no modifica de manera alguna la carga tributaria de la Ley en cuestión, así como tampoco 
implica cambio alguno a lo ya asignado al aporte de salud en la misma Ley.  Por el contrario, 
pretende una redefinición clara y precisa de su destino, con el fin de garantizar un uso legítimo, 
eficiente y socialmente justo de los recursos públicos municipales.  Esta redefinición resulta 
coherente con el principio de legalidad que enmarca a la Administración Pública de forma 
general y contribuye a evitar el uso ilegítimo de los fondos públicos, destinándolos 
detalladamente a las Asociaciones pertinentes, resultando en un beneficio directo para los 
habitantes del cantón de Belén, Heredia.  
 
En síntesis, la reforma propuesta específicamente al artículo 27 de la Ley de Patentes de la 
Municipalidad de Belén, puede valorarse como positiva, coherente y jurídicamente adecuada, 
en la medida en que clarifica precisamente el uso de los recursos públicos sin modificar la 
cantidad asignada a la partida de salud y sin imponer cargas adicionales a las personas que 
habitan en el cantón mencionado. Todo lo anterior ejerciéndose dentro de los márgenes 
razonables y proporcionales del ordenamiento jurídico.  
 
TERCERO: CONCLUSIONES Y RECOMENDACIONES.  De conformidad con las 
consideraciones de hecho y de Derecho expuestas, se concluye lo siguiente: 
 
1. Conforme al artículo 170 de la Constitución Política y la jurisprudencia constitucional, la 

reforma propuesta se enmarca dentro del ámbito de la autonomía municipal, en tanto regula 
la administración y destino de recursos propios, lo cual constituye una manifestación 
legítima de la potestad de gestión financiera y organizativa del gobierno local. 

 



  

2. La iniciativa “Reforma Específica al Artículo 27 de la Ley de Patentes de la Municipalidad 
de Belén” resulta jurídicamente viable, en tanto no modifica elementos esenciales del 
tributo ni incrementa la carga tributaria existente, limitándose a precisar el destino de un 
porcentaje ya establecido en la Ley de Patentes de la Municipalidad de Belén, lo cual es 
compatible con el principio de legalidad. 
 

3. Desde una perspectiva técnica y normativa, la reforma presenta coherencia interna y 
adecuada estructuración, al establecer de forma clara, específica y vinculante el desglose 
de los recursos destinados al sector salud, lo que contribuye a fortalecer la seguridad 
jurídica y la correcta ejecución presupuestaria. 
 

4. La delimitación expresa del destino de los recursos públicos favorece la transparencia, el 
control y la rendición de cuentas, al permitir una trazabilidad clara de los fondos y reducir 
riesgos de uso indebido o desviación de los mismos, en concordancia con los principios de 
eficiencia y eficacia en la gestión pública. 

 
5. En consecuencia, la propuesta de reforma al artículo 27 de la Ley de Patentes de la 

Municipalidad de Belén puede considerarse jurídicamente procedente, proporcional y 
alineada con el ordenamiento jurídico, por lo que resulta viable el aval del Concejo 
Municipal para que continúe el trámite de aprobación por parte de la Asamblea Legislativa. 
Para estos efectos se recomienda que el Concejo remita la misma al trámite de comisión 
para contar con el dictamen correspondiente, que puede ser verificado por la Asamblea 
Legislativa en el trámite de aprobación correspondiente, o en su defecto dispensar de 
trámite de comisión en caso de qué los señores y señoras regidoras lo consideren 
procedente. 

 
El Regidor Propietario Ulises Araya, estipula que agradecerle en primer término a Don Luis 
Álvarez por el informe que como vemos es absolutamente viable y el texto aprobador cumple 
con lo que se sugirió en el punto segundo de la moción que se leyó en su momento en el Acta 
9-2026 del 10 de febrero ya se daba la invitación a los 5 Diputados en aquella época eran 6, 
ahora son 5 Diputados de la provincia de Heredia para que los 5 la firmaran de mi parte yo creo 
que sabiendo de que grupos como por ejemplo el Adulto Mayor tienen crisis económica fuerte, 
en mi opinión esto deberíamos eximirlo del trámite de Comisión y aprobarlo para que se mande 
ojalá en ADA a la Asamblea Legislativa y sea dirigido precisamente a los 5 Diputados de la 
provincia de Heredia y ojalá puedan darle el trámite más expedito al proyecto de ley para que 
ojalá se apruebe lo más pronto posible y tener ya eso regulado como debimos haberlo tenido 
hace mucho tiempo en la Municipalidad montos específicos para cada grupo organizado. 
 
El Presidente Municipal Gilberth Gonzalez, describe que yo totalmente de acuerdo máximo y de 
Don Luis Álvarez y respetando el criterio técnico y legal que nos da nuestro Asesor Legal hoy 
yo si considero pertinente eximirlo del trámite de Comisión para que siga su camino. 
 
La Regidora Propietaria Ana Betty Valenciano, menciona que yo quisiera recordar que esta 
iniciativa nace a raíz de varias sesiones de trabajo que tuvimos con las diferentes 
organizaciones yo creo que la mayoría de los Regidores y los miembros de este Concejo 



  

Municipal estuvimos allá en una sesión de trabajo en el Comité de la Cruz Roja luego estuvimos 
en una sesión de trabajo con los representantes del Adulto Mayor en algunas ocasiones nos 
hemos reunido con el personal de la Fundación de Cuidados Paliativos y yo creo que ninguno 
de nosotros desconoce las situaciones económicas que están pasando, las instituciones que 
definitivamente impactan en todo nuestro Cantón con los servicios que dan igual para las 
Asociaciones de Salud que sirven de apoyo al personal técnico y profesional que elaboran en 
los EBAIS y realmente lo que se pretendía es que de la Ley de Patentes que tiene la 
Municipalidad que se divide en varios rubros un 5% de la Ley de Patentes va destinado a salud 
y lo que se pretende es que ese 5% sea distribuido en estas organizaciones símbolo en nuestro 
Cantón y que por ley ellos reciban los recursos año a año para que puedan realizar su gestión 
operativa. Yo creo que es de sentirnos muy satisfechos el día de hoy compañeros Regidores de 
que el aval perdón, que el informe del Asesor Legal sea positivo a la modificación del Artículo 
27 de la Ley de Patentes porque eso le garantiza a estas organizaciones que a futuro ellos van 
a tener los recursos para poder realizar la parte operativa de las funciones que desarrollan en 
cada una de las organizaciones yo me siento muy contenta, me siento muy satisfecha de que 
esto haya sido aprobado en forma unánime y ahora lo que nos queda es hacer el lobby con los 
Diputados de la provincia de Heredia para que nos ayuden en la Asamblea Legislativa y que 
esta modificación se apruebe lo antes posible para que ya las organizaciones puedan contar 
con estos recursos. 
 
La Presidenta Municipal Teresita Venegas, cuenta que agradecerle a don Luis por tan buena 
noticia un informe positivo que va a beneficiar definitivamente a las organizaciones que ejecutan 
la salud para la comunidad belemita, tanto para el Adulto Mayor como la Cruz Roja y los otros 
Asociaciones en Salud yo fundamentaría mi voto y estaría muy de acuerdo en que se dispense 
de Comisión para agilizar y desde ya empezar a trabajar con ese lobby político, no dudo que los 
Diputados de la provincia de Heredia ya se nos han manifestado los deseos de colaborar y 
trabajar a favor de lo que es todo el Area de Salud de Belén, por lo tanto yo me alegro y créame 
que estaría muy de acuerdo en votarlo dispensando lo de Comisión y en ADA para que salga lo 
más pronto posible. 
 
ACUERDO 26.  SE ACUERDA POR UNANIMIDAD Y EN FORMA DEFINITIVAMENTE 
APROBADO:  PRIMERO:  Dar por recibido el oficio del Asesor Legal.  Segundo:  Dispensar el 
trámite de Comisión.  TERCERO:  Aprobar las recomendaciones del oficio del Asesor Legal.  
CUARTO:  Conforme al artículo 170 de la Constitución Política y la jurisprudencia constitucional, 
la reforma propuesta se enmarca dentro del ámbito de la autonomía municipal, en tanto regula 
la administración y destino de recursos propios, lo cual constituye una manifestación legítima 
de la potestad de gestión financiera y organizativa del gobierno local.  QUINTO:  La iniciativa 
“Reforma Específica al Artículo 27 de la Ley de Patentes de la Municipalidad de Belén” resulta 
jurídicamente viable, en tanto no modifica elementos esenciales del tributo ni incrementa la 
carga tributaria existente, limitándose a precisar el destino de un porcentaje ya establecido en 
la Ley de Patentes de la Municipalidad de Belén, lo cual es compatible con el principio de 
legalidad.  SEXTO:  Desde una perspectiva técnica y normativa, la reforma presenta coherencia 
interna y adecuada estructuración, al establecer de forma clara, específica y vinculante el 
desglose de los recursos destinados al sector salud, lo que contribuye a fortalecer la seguridad 
jurídica y la correcta ejecución presupuestaria.  SETIMO:  La delimitación expresa del destino 



  

de los recursos públicos favorece la transparencia, el control y la rendición de cuentas, al permitir 
una trazabilidad clara de los fondos y reducir riesgos de uso indebido o desviación de los 
mismos, en concordancia con los principios de eficiencia y eficacia en la gestión pública.  
OCTAVO:  En consecuencia, la propuesta de reforma al artículo 27 de la Ley de Patentes de la 
Municipalidad de Belén puede considerarse jurídicamente procedente, proporcional y alineada 
con el ordenamiento jurídico, por lo que resulta viable el aval del Concejo Municipal para que 
continúe el trámite de aprobación por parte de la Asamblea Legislativa.  

 
CAPÍTULO VII 

 
LECTURA, EXAMEN Y TRAMITACIÓN DE LA CORRESPONDENCIA. 

 
ARTÍCULO 27.  Se conoce el Trámite 2658-2026 de Andrés Seas, carlosseas93@gmail.com.  
Quisiera reportar una descarga de aguas provenientes del Condominio Distrito 7, por medio de 
la laguna de retención del proyecto, el video lo tomé hoy viernes 26 de junio a las 11:44 am. Sin 
embargo, ni ayer ni hoy ha llovido. Solicito se copie al Concejo Municipal. Agradezco la atención 
brindada.  
  
El Regidor Propietario Ulises Araya, dice que el día que ocurrió ese incidente, yo pasé el video 
al chat del Concejo Municipal, la Alcaldesa nos informó por ese medio que habían ido a hacer 
una revisión y que aparentemente se debía que estaban limpiando filtros de no sé filtros de la 
planta de tratamiento o de la laguna, porque la agua estaba en la laguna de retardo laguna de 
retardo que solamente puede recibir aguas pluviales, no ninguna otra agua voy a pasarles al 
chat un video que fue tomado esta tarde a las 5 y 50 de la tarde donde se ve de abajo donde 
está esa laguna, como está saliendo agua que cae al pluvial es una denuncia que a mi modo 
de ver no puede resolverse únicamente con decir que otra vez hoy estaban limpiando filtros, 
considero que potencialmente por otros videos que hemos visto y como ya había informado la 
Unidad de Alcantarillado Sanitario a esa laguna están arrojando aguas que no son solamente 
pluviales y eso es una inconsistencia bastante grave, yo por eso en el acuerdo quería solicitar 
que el informe que se levante venga con copia del Concejo Municipal porque ese tema de Casas 
Max y el uso que le están dando a la laguna de retardo es bastante cuestionable e idealmente 
sería que el Concejo Municipal esté informado de los trámites que está haciendo la 
administración municipal para parar esta situación tan bochornosa y que está afectando a los 
vecinos de Fátima. 
 
SE ACUERDA POR UNANIMIDAD:  PRIMERO:  Dar por recibido el trámite.  SEGUNDO:  
Remitir a la administración para lo que corresponda e informe al Concejo Municipal.   
 
ARTÍCULO 28.  Se conoce el Trámite 2664-2026 de Alberto Cabezas Secretario de Relaciones 
Nacionales e Internacionales – CUT Coordinador de Inclusión Social – Sindicato de Periodistas 
y Comunicadores de Costa Rica Secretario – ADASFRO, secretaria@adasfro.org 
Asunto: Comunicación de acuerdo municipal de referencia para su conocimiento y eventual 
valoración de iniciativa similar 
Reciban un cordial saludo. Me dirijo a ustedes en mi condición de Secretario de Relaciones 
Nacionales e Internacionales de la Confederación Unitaria de Trabajadores (CUT), Coordinador 
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de Inclusión Social del Sindicato de Periodistas y Comunicadores de Costa Rica y Secretario de 
la Asociación Agencia para el Desarrollo Accesible sin Fronteras (ADASFRO). El motivo de la 
presente es dar a conocer a ese honorable Concejo Municipal el acuerdo adoptado por el 
Concejo Municipal de Paraíso en Sesión Ordinaria N.° 133-2026, celebrada el 16 de junio de 
2026, mediante el cual se declara al cantón de Paraíso como “Cantón Promotor de la Amistad, 
la Convivencia Pacífica, la Inclusión, el Respeto y Libre de Discriminación entre los Pueblos de 
Costa Rica y Nicaragua”. Dicho acuerdo constituye una experiencia relevante de gobernanza 
local orientada a la promoción de la convivencia pacífica, la inclusión social, la cultura de paz, 
la accesibilidad universal y el respeto a la diversidad cultural, en el marco de los derechos 
humanos y el fortalecimiento de la cohesión social. En ese sentido, se traslada la presente 
iniciativa como referencia, con el fin de que ese Concejo Municipal pueda valorar la posibilidad 
de analizar y, de considerarlo pertinente, impulsar una moción o declaratoria de naturaleza 
similar, adaptada a la realidad del cantón de Cartago. Entre los ejes principales que dicha 
iniciativa promueve se destacan: 
• La convivencia pacífica y la cultura de paz. 
• La inclusión social y la no discriminación. 
• La accesibilidad universal y la igualdad de oportunidades. 
• El reconocimiento del aporte de las personas migrantes y comunidades diversas al desarrollo 
local. 
• El fortalecimiento de la cooperación entre gobierno local, instituciones públicas y sociedad civil.  
Esta gestión no responde a intereses partidarios ni a fines de financiamiento, sino al 
fortalecimiento de la democracia local, la participación ciudadana y la promoción de valores de 
respeto, solidaridad y derechos humanos desde el ámbito municipal.  Con sentimientos de la 
más alta consideración y estima. 
  
SE ACUERDA POR UNANIMIDAD:  Dar por recibido el trámite. 
 
ARTÍCULO 29.  Se conoce el Trámite 2694-2026 de Víctor González Cordero, 
vgcordero50@gmail.com.  Por medio del presente documento, deseo aportar respetuosamente 
algunas consideraciones, sobre la presencia de zanates en el centro de San Antonio de Belén, 
particularmente en el sector del bulevar, la iglesia, las áreas verdes y los comercios aledaños.  
Como vecino del cantón, comprendo la preocupación de quienes se han visto afectados por la 
acumulación de excrementos, el ruido y las molestias que genera la permanencia de estas aves 
en determinados sectores. No obstante, también considero que las soluciones que se adopten 
deben estar fundamentadas en criterios técnicos, científicos y ambientales, procurando un 
equilibrio entre el bienestar de la comunidad y la protección de la fauna silvestre.  
Diversos especialistas en manejo de fauna urbana han señalado que la eliminación o sacrificio 
de estas aves no constituye una solución efectiva a largo plazo, ya que, si las condiciones del 
sitio permanecen iguales, otros individuos ocuparán nuevamente esos espacios.  
Por ello, respetuosamente solicito que cualquier medida que llegue a valorarse sea respaldada 
por el criterio de profesionales en biología, ornitología y manejo de fauna silvestre, quienes 
cuentan con los conocimientos necesarios para determinar las acciones más adecuadas.  
Entre las alternativas que podrían ser analizadas por dichos especialistas se encuentran:  
- Reducir las fuentes de alimento mediante una adecuada gestión de residuos y campañas de 
concientización ciudadana. 

mailto:vgcordero50@gmail.com


  

- Realizar podas técnicas y selectivas de los árboles utilizados como dormideros, cuando sea 
ambientalmente procedente y bajo supervisión profesional. 
- Implementar métodos de dispersión no letales que hayan demostrado ser efectivos y que 
cuenten con la autorización de las autoridades competentes. 
- Fortalecer la limpieza y el mantenimiento de los espacios públicos más afectados. 
- Coordinar acciones con especialistas y con las instituciones ambientales competentes para 
desarrollar un plan de manejo integral basado en evidencia científica. 
Estoy convencido de que nuestra comunidad puede encontrar soluciones responsables que 
atiendan las preocupaciones de vecinos y comerciantes sin recurrir a medidas que afecten 
innecesariamente la fauna silvestre o que, con el tiempo, resulten poco efectivas.  
Respetuosamente solicito al Concejo Municipal que valore la posibilidad de solicitar el 
acompañamiento de especialistas en la materia antes de adoptar decisiones sobre este tema, 
de manera que cualquier acción responda a criterios técnicos, científicos y de sostenibilidad 
ambiental.  Agradezco la atención brindada a este aporte ciudadano y reitero mi disposición de 
colaborar, desde mi condición de vecino del cantón, en todas aquellas iniciativas que 
contribuyan al bienestar de nuestra comunidad y a la conservación de nuestro patrimonio 
natural.   
  
El Regidor Propietario Ulises Araya, cita que son elementos muy valiosos los que envía don 
Víctor González. El acuerdo de referencia en el que se aprobó la moción sobre este mismo 
problema en la Plaza de San Antonio es el 3832-2026 no sé si lo que voy a decir es políticamente 
incorrecto o impresentable, pero voy a decirlo porque me parece que es la verdad la forma 
efectiva que se ha utilizado en este cantón para quitar los zanates de una manera en la que no 
se cause daño a ellos, no se les afecte, de una manera mortal ha sido en anteriores ocasiones 
con bombetas durante varios días de manera que ellos por el ruido sientan ya no es seguro y 
se marchan a otro lugar, pero para que eso se haga tendría que haber alguien que asuma la 
responsabilidad de ir a hacerlo que eso es lo que está complicado y es un asunto que por eso 
estamos viéndolo técnicamente con la administración municipal, pero para no inventar el agua 
tibia, lo cierto es que esa es la forma en la que años anteriores se había logrado ese cometido. 
 
SE ACUERDA POR UNANIMIDAD:  PRIMERO:  Dar por recibido el trámite.  SEGUNDO:  
Remitir a la Unidad de Ambiente para lo que corresponda.  
 
ARTÍCULO 30.  Se conoce el Trámite 2710-2026 Oficio ANEP-EUDO-077-26 de Elian Jiménez 
Campos Asesor Sindical de la Asociación Nacional de Empleados Públicos y Privados ANEP 
dirigido a Zeneida Chaves Fernández Alcaldesa Municipal, Yanory Abarca Alvarado Unidad de 
Gestión del Talento Humano y al Honorable Concejo Municipal, elianjimenez@anep.or.cr 
Asunto: Solicitud de información y certificación del estado del procedimiento de reubicación y 
permuta de la funcionaria María de los Ángeles Álvarez Villalobos. 
El suscrito Elían Jiménez Campos, Asesor Sindical de la Asociación Nacional de Empleados 
Públicos y Privados en representación de nuestra afiliada María de los Ángeles Álvarez 
Villalobos, cédula de identidad 111900842, funcionaria de esta Municipalidad, respetuosamente 
comparezco y expongo:  Es de conocimiento de esta representación sindical que doña María 
solicitó una permuta por las condiciones laborales que presenta con su jefatura, por lo que pasó 
a expresar lo siguiente: 

mailto:elianjimenez@anep.or.cr


  

I. Antecedentes 

1.Como es de conocimiento de esta Administración, durante los últimos meses doña María ha 
enfrentado una condición de salud mental derivada del ambiente laboral en el que desempeña 
sus funciones, situación que ha sido debidamente acreditada mediante dictámenes médicos, 
psicológicos y psiquiátricos emitidos por la Caja Costarricense de Seguro Social. 
2.Asimismo, el Ministerio de Trabajo y Seguridad Social intervino mediante actuaciones de 
inspección y emitió las correspondientes prevenciones dirigidas a esta Municipalidad, 
relacionadas con las condiciones laborales que afectan su salud. 
3.En atención a dicha situación, la Municipalidad promovió un proceso de reorganización y 
posterior permuta de puestos, el cual consta, entre otros documentos, en el oficio OF-GTH-606-
2025, de fecha 5 de noviembre de 2025, mediante el cual se comunicó la propuesta de traslado 
temporal al Archivo Municipal, mientras concluía mi proceso de formación técnica en Archivística 
y Gestión Documental, con miras a una posterior permuta definitiva. 
4.Dicha propuesta contó con el visto bueno de la Alcaldía Municipal y posteriormente se 
impulsaron las modificaciones necesarias al Manual Descriptivo de Puestos para hacer viable 
dicho proceso. 
5.De igual forma, la Caja Costarricense de Seguro Social emitió el Dictamen Médico HSVP-
JMCE-DICTAMEN-1870-2026, en el cual se establece expresamente que, como parte del 
proceso terapéutico y de recuperación, se recomendó la realización de actividades académicas 
relacionadas con el Técnico en Archivística y Gestión Documental, precisamente para facilitar 
el traslado y eliminar el detonante específico identificado como su puesto de trabajo actual. 
6.No obstante, lo anterior, se ha tenido conocimiento de que el procedimiento de reubicación y 
permuta no ha sido ejecutado y que la Municipalidad realizó consultas adicionales a la Caja 
Costarricense de Seguro Social, desconociendo el estado actual del procedimiento 
administrativo y las razones jurídicas por las cuales se encuentra suspendido o paralizado. 

PETICIÓN 
Con fundamento en los artículos 11, 27 y 30 de la Constitución Política, así como en la Ley 
General de la Administración Pública, respetuosamente solicito: 
PRIMERO: Se me informe de manera detallada cuál es el estado actual del procedimiento 
administrativo relacionado con el traslado, reubicación y posterior permuta al Archivo Municipal 
de la señora María Álvarez. 
SEGUNDO: Se certifique si dicho procedimiento continúa vigente o si ha sido suspendido, 
archivado, modificado o dejado sin efecto, indicando el acto administrativo que respalda tal 
decisión. 
TERCERO: Se me informe cuál dependencia administrativa tiene actualmente a cargo el 
procedimiento y qué funcionario ostenta la competencia para resolverlo. 
CUARTO: Se remita copia certificada de todos los actos administrativos, informes técnicos, 
estudios de puestos, criterios jurídicos, memorandos, acuerdos, oficios y demás documentos 
elaborados dentro del procedimiento de reorganización, traslado y permuta. 
QUINTO: Se remita copia de la consulta realizada por la Municipalidad a la Caja Costarricense 
de Seguro Social respecto del Dictamen Médico HSVP-JMCE-DICTAMEN-1870-2026, así como 
de la respuesta emitida por dicha institución, en caso de existir. 
SEXTO: Se indique expresamente cuáles son las razones jurídicas y técnicas por las cuales no 
se ha ejecutado la reubicación aprobada, considerando que la propia Administración impulsó el 



  

procedimiento, gestionó la reorganización institucional y promovió las modificaciones necesarias 
para materializarla.  
SÉTIMO: Se informe si actualmente existe algún impedimento legal, presupuestario, técnico o 
administrativo que imposibilite la ejecución de la permuta y, de existir, se identifique la norma 
jurídica en la que se fundamenta dicho impedimento. 
OCTAVO: Se conceda acceso integral al expediente administrativo relacionado con este 
procedimiento, permitiendo a doña María obtener copia de la totalidad de sus actuaciones. 
Consideración Final.  La presente gestión tiene como finalidad conocer el estado real del 
procedimiento administrativo relacionado con la reubicación, garantizar el ejercicio efectivo del 
derecho de defensa y de acceso a la información administrativa, así como verificar el 
cumplimiento de las recomendaciones médicas emitidas por la Caja Costarricense de Seguro 
Social y de las actuaciones previamente impulsadas por esta Municipalidad para proteger la 
salud de doña María.  Solicito respetuosamente que la presente gestión sea resuelta dentro del 
plazo legal correspondiente y que la respuesta sea debidamente motivada. 
  
El Regidor Propietario Ulises Araya, manifiesta que yo precisamente como la administración lo 
tiene me preocupa que pasado tanto tiempo el tema no se haya resuelto don Elian nos hace 
una petición o hace una petición general a la administración municipal y a la Municipalidad como 
un todo sobre los actos y acuerdos que generaron esto yo quisiera decir que cuando la 
administración presentó al Concejo Municipal la propuesta de la permuta y modificar para ello 
el Manual de Puestos de la plaza del Archivo se conoció eso en el Artículo 5 del Acta de la 
Sesión Ordinaria 44-2025 y se agregó un informe que es el GTH-RH-456-2025 con fecha del 22 
de julio del 2025, mismo que se pasó a Comisión en ese momento y en la Comisión se habló ya 
con amplitud se explicó cuál era la razón de ese cambio y ese dictamen de Comisión se aprobó 
en el Artículo 38 del Acta 59-2025 dictamen de Comisión CGAJ-46-2025 esto ocurrió el 7 de 
octubre del 2025 yo en esto está bien no voy a decir el nombre pero si quiero solidarizarme con 
la funcionaria porque vean que esto se aprobó el 7 de octubre desde el 7 de octubre esta 
persona que tuvo el acompañamiento del Ministerio de Trabajo, con una resolución del 
Ministerio de Trabajo, ha visto imposibilitado que se solucione su problema y había ya una 
promesa de que se iba a hacer pero lo que me parece más impresentable todavía yo en esto 
soy enfático con la administración de que nos diga cuáles son las razones, cuáles son los 
motivos la propia administración le dijo que tenía que sacar a la señora funcionaria un título sacó 
el título estudió y ahora le dicen que no, porque no sé qué hay que preguntarle a la Caja si el 
informe del dictamen médico o sea un cuestionamiento de la Municipalidad, un dictamen médico 
de la Caja del Seguro Social, si ese dictamen médico es válido o no, cuando fue la propia 
Municipalidad la que le hizo la recomendación, en qué situación quedamos yo le digo a don 
Elian que además de las peticiones que él hace yo le recomiendo mucho que pida a la Secretaría 
del Concejo Municipal la grabación del 24 de septiembre del 2025 de la Comisión de Gobierno 
Administración y Asuntos Jurídicos porque él ahí va a poder evidenciar y ver los informes que 
también no se pusieron en los textos pero sí en el informe verbal de lo que dijo la administración 
porque yo me parece esto que es impresentable para con una funcionaria que ha entregado 
tantos años de trabajo a esta Municipalidad que se la ha reconocido innumerables veces y ahora 
se le está haciendo la barbaridad de lo que se le está haciendo, no solo a ella porque también 
a la otra funcionaria que se le prometió venir y que estaba de acuerdo, igualmente la dejaron en 
ese puesto, cuál es la razón de por qué la administración nos pidió esto al Concejo Municipal y 



  

luego por las razones que fuesen no lo terminó, es algo que tendrá que contestar la 
administración, me parece que se enreda la propia administración en los mercantes con este 
tema y lo ideal es que hubieran cumplido con lo que desde el principio propusieron a la hora de 
hacer esa permuta. 
 
SE ACUERDA POR UNANIMIDAD:  PRIMERO:  Dar por recibido el trámite.  SEGUNDO:  
Remitir a la administración para lo que corresponda.  
  
ARTÍCULO 31.  Se conoce el Oficio del expediente 26-002394-1027-CA-1 de la Licda. Karla 
Solís Valverde, jueza del Tribunal Contencioso Administrativo, dmejia@Poder-Judicial.go.cr 
EXPEDIENTE: 26-002394-1027-CA - 1 

PROCESO: Jerarquía Impropia Municipal 
ACTOR/A: LAURA CAROLINA GARRIGUES HERRERA 

DEMANDADO/A: CONCEJO MUNICIPAL DE BELÉN 

Vistos los escritos presentados en fecha 23 de junio del año en curso, se tiene por cumplida 
parcialmente la prevención de las siete horas quince minutos del diecisiete de junio de dos mil 
veintiséis; toda vez que, si bien es cierto, aportó el documento requerido y señala que no se 
presentó recurso en contra del mismo, omitió indicar de manera certificada, que en caso de 
haberse presentado los recursos ordinarios contra el permiso de construcción citado, quien era 
la autoridad competente para conocer tanto la revocatoria como la apelación en este asunto. 
Por lo que para cumplir con lo anterior, se le concede el plazo máximo de VEINTICUATRO 
HORAS, contados a partir del día siguiente a la recepción del presente oficio. Es todo.   
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El Asesor Legal Luis Alvarez, determina que tal vez para que les quede el respaldo, esa gestión 
se coordinó entre la asesoría legal y la Secretaría del Concejo ese comprobante se subió desde 
mi usuario del Poder Judicial y quedó debidamente presentado el día jueves el Tribunal dio 24 
horas no había tiempo para que el Concejo lo viera de previo, pero se gestionó de oficio para 
que quede la acreditación de la gestión. 
 
El Regidor Propietario Ulises Araya, pregunta que la pregunta que ha hecho este Tribunal 
Contencioso Administrativo dos veces es quien era la autoridad competente para conocer tanto 
la Revocatoria como la Apelación en este asunto, el permiso de construcción lo dio la 
administración lo dio la Unidad de Desarrollo Urbano pero casualmente ese es el elemento que 



  

se ha objetado desde el inicio de esta gestión y eso nosotros lo hemos dicho desde el principio 
el Concejo Municipal de Belén en el acuerdo de referencia 3525-2022 aprobó la disponibilidad 
de agua potable con proceso 897 solicitó 20 disponibilidades de agua potable, 2 para áreas 
comunales para casas en condominio mediante el oficio AC-44-2022 quiero resaltar condominio 
y el Artículo 41 del Reglamento del Acueducto Municipal perdón, del Reglamento de Permisos 
de Construcción señala en el Artículo 21 se exceptúan de la aprobación de la Unidad de 
Desarrollo Urbano las solicitudes de permisos de construcción para urbanizaciones y 
condominios como dio don David ese permiso de construcción y nos brincó nosotros como 
Concejo Municipal pregunto yo y es lo que desde el principio hemos mencionado hay una 
anomalía muy grande donde el Concejo Municipal fue vulgarmente brincado y creo yo que eso 
es lo que al final de cuentas desde el puro inicio se está objetando porque hay varios temas que 
están presentes si al final se cambió de condominio a otra cosa y no es un condominio donde 
están las áreas públicas, si era una urbanización, o que era eso y son preguntas que hasta la 
fecha uno se pregunta porque se hizo de esa manera que llevó a la administración a brincarse 
al Concejo Municipal cuando el Concejo Municipal le ha aprobado, debo decirlo con unanimidad, 
una disponibilidad potable para esos apartamentos en condominio de mi parte yo no sé lo que 
se le contestó al Tribunal supongo que esto que estoy diciendo lo va a ver el Tribunal cuando 
se le conteste el acuerdo de referencia por parte de doña Patricia pero si quiero dejar 
enfáticamente claro de que según el Reglamento de Permisos de Construcción de esta 
Municipalidad en su Artículo 21 le correspondía al Concejo Municipal aprobar ese permiso de 
construcción y no fue el Concejo Municipal el que lo aprobó sino que lo aprobó directamente la 
Unidad de Desarrollo Urbano con el funcionario don David Umaña, si eso no es una irregularidad 
que alguien me diga como se llama la obra. 
 
SE ACUERDA CON TRES VOTOS A FAVOR DE LOS REGIDORES Gilberth Gonzalez, 
Teresita Venegas, Lourdes Villalobos Y DOS EN CONTRA DE LOS REGIDORES Ana Betty 
Valenciano, Ulises Araya:  PRIMERO:  Dar por recibido el oficio.  SEGUNDO:  Se aclara que 
el mismo fue respondido según comprobante adjunto. 
 
ARTÍCULO 32.  Se conoce el Trámite 2718-2026 de Carolina Quirós Méndez Presidente 
Gimnasia Artística Belén dirigido al Honorable Concejo Municipal de Belen y a Maribel Sancho 
García Auditora interna Municipalidad de Belén, Administración@gimnasiabelen.com.  Por este 
medio denunciamos a ustedes los siguientes hechos: 
1)Que el Comité Cantonal continúa realizando acciones para procrastinar la firma del Convenio 
de uso de instalaciones con la Asociación deportiva de Gimnasia Artística de Belen, sírvase ver 
acuerdo de Junta directiva Comité Cantonal REF AA-0134-07-12-2026 donde nuevamente 
piden actualización de toda la información ya enviada y nuevos requisitos como inventario de 
equipos y nuevas certificaciones indicando que no se aceptaran las anteriormente presentadas. 
(Se adjunta oficio del CCDRB). 
2)Que el Comité Cantonal indicó a la Asociación en oficio AA-0117-07/10/2026 que deberá 
continuar pagando el alquiler en el tanto no se firme el convenio. Advertimos al Concejo y a la 
Auditoria que no hay un contrato vigente que justifique estos cobros y que esta acción podría 
justificar una renovación automática del Contrato de alquiler por tacita reconducción. (Se adjunta 
oficio del CCDRB). 

mailto:Administración@gimnasiabelen.com


  

3)Que la Asociación de Gimnasia artística de Belen es la única Asociación adscrita al Comité 
Cantonal a la que se le cobra alquiler por las instalaciones, a la que se le tazan sus ingresos, se 
le quieren regulan sus mensualidades y se le exigen todo tipo de términos abusivos para poder 
operar dentro del polideportivo de Belén donde el resto de las Asociaciones operan sin convenio 
y con instalaciones gratuitas desde 2021. Generándole grave afectación para los atletas de esta 
disciplina quienes no reciben los mismos beneficios que el resto de la población deportiva. 
4)Que el Comité Cantonal al mismo tiempo que estaba en la última mesa de trabajo y definición 
de términos del contrato se encontraba ofreciendo al Club Carbonell el proceso de gimnasia 
Belemita, denotando que no existe la más mínima intención de firmar el convenio con Asociación 
de Gimnasia Artística de Belén. 
5)Que tanto la Alcaldesa Zeneida Chaves como la presidenta del Comité Cantonal Rocio Mora 
aceptaron públicamente en la última mesa de trabajo haberse reunido con miembros de la Junta 
directiva anterior de Gimnasia Belen y que, el Gimnasio Carbonell (a quien el Comité le ofreció 
el proceso de gimnasia) coincidentemente con estos hechos, acaba de contratar al yerno de 
Marisol González y Manuel Murillo, anteriores miembros de Junta directiva de Gimnasia Belén 
para trabajar. 
6)Que a la fecha siguen sin entregarnos el plano eléctrico para que podamos completar los 
requisitos para renovación del permiso de Salud de la Asociación, son 8 meses solicitando este 
documento. 
7)Que con la aprobación de este Convenio el Concejo Municipal estaría violando varias leyes: 
a) Solicitud de libros legales: violenta los artículos Artículo 11 de la Constitución Política: 
Principio de Legalidad y Prohibición de Exceso de Poder de la Administración donde se 
establece el principio de legalidad, indicando que los funcionarios públicos no tienen más 
facultades que las que expresamente les otorga la ley. Artículos 39 y 56 de la Constitución 
Política: Principios de Proporcionalidad, Razonabilidad y Debido Proceso. Artículo 33 de la Ley 
8292 Ley General de Control Interno que indica que solamente la Auditoria Interna Municipal 
puede solicitar la revisión de los libros legales de una entidad privada que trabaje con fondos 
públicos. b) Porcentaje de ingresos del 22.6%, Pago de costas de desmontaje de equipos y 
seguros: Representa una afectación patrimonial en pérdidas de 6,911,664.24 en mensualidades 
y 3,900,000.00 colones en seguros y desmonte de equipos para la Asociacion, violando la Ley 
9986 de la Contratación Pública, artículo 8 inciso I) Principio de intangibilidad patrimonial: la 
Administración está obligada a observar el equilibrio financiero del contrato y evitar, para ambas 
partes, una afectación patrimonial, por lo que la Administración podrá hacer un ajuste en los 
términos económicos del contrato cuando la causa no sea atribuible al contratista, o bien, 
medien causas de caso fortuito o de fuerza mayor, de conformidad con lo regulado en esta ley. 
c) El Convenio está tazando un porcentaje de los ingresos de la Asociacion y no el beneficio 
otorgado que es el alquiler de la bodega. Viola la Ley 8131 y Ley de Administración Pública. 
Sujeción Legal: Las leyes de administración financiera obligan a cualquier entidad, ente público 
no estatal o empresa privada a rendir cuentas sobre los recursos públicos que reciban, 
administren o dispongan. En este caso el recurso es el alquiler y sobre ese rubro debe trabajar 
el convenio, no sobre los ingresos de la Asociacion. La Asociacion había aceptado todos los 
términos solicitados para la firma del convenio incluso siendo ilegales y generándole afectación 
patrimonial grave en pro de los atletas Belemitas de Gimnasia. Pero el Comité Cantonal ha 
realizado y continúa realizando acciones para la no firma del Convenio y lograr que la Asociacion 
se canse y abandone el proceso y el Cantón de Belén. 



  

  
El Regidor Propietario Ulises Araya, denuncia que al inicio de la Sesión en los informes del 
Comité de Deportes quise guardarme esta intervención para este momento precisamente 
porque es lo que está legando Gimnasia Artística en política el relato político pero al final de 
cuentas termina siendo el meollo de todos los asuntos quien tiene la verdad en un asunto y 
quien no la tiene a mí me llama la atención que ahora se dice por parte del Comité de Deportes 
que no fueron ellos los que no quisieron firmar pero señores, hace cuanto nosotros aprobamos 
en este Concejo Municipal el convenio y desde ese momento pidieron nuevos elementos nuevos 
elementos el último elemento que pidieron, que no estaba acordado fue el inventario de todos 
los bienes que tiene esa Asociación, que eran bienes privados como los que tiene cualquier otra 
Asociación, la verdad de los hechos es que hubo una campaña constante para evitar que ese 
convenio se firmara, nosotros como Concejo Municipal, debo decirlo, cumplimos, hubo sesiones 
de trabajo pero donde no se cumplió fue en el Comité de Deportes que estuvieron empecinados 
en todo momento en que pasara lo que ya pasó que tanto va al cántaro al agua hasta que se 
rompe fue demasiado el acoso que hubo para esta Asociación hasta que dijeran simplemente, 
mejor renunciamos y nos vamos antes de seguir con lo mismo tengo información de que incluso 
la semana pasada se les arrojaron aparentemente 2 ratas muertas en el gimnasio todo en una 
constante forma de que no se hiciera una vivencia pacífica en ese lugar yo creo que aquí no 
hay que esconderse las cartas entre gitanos, creo que aquí había personas que sabían desde 
un inicio que se estaba intentando traer a otra Asociación o formar una nueva Asociación y dado 
que la carta lo pregunta yo sí creo que es importante que la administración de Doña Zeneida 
conteste concretamente lo que ahí se está acusando hablaron o no hablaron con el club 
Carbonell para que venga el club Carbonell a sentarse a Gimnasia aquí en Belén, va a venir el 
club Carbonell que se alega ahí a una obra caritativa a no buscar lucro, creo que tiene que 
contestarlo la Alcaldesa me parece que esa acusación que está haciendo Gimnasia Artística es 
suficientemente grave, también ya se había dicho semanas atrás de que en una reunión de 
trabajo en la cual invitó la Alcaldesa que no se invitó a la Asociación en ese momento sino los 
padres de familia se les había ofrecido ya que conformaran una Asociación, no nos escondamos 
las cartas entre gitanos, si ya había la intención de quitarlos a ellos y poner otra Asociación para 
qué hacer perder tanto tiempo y recursos públicos a esta Municipalidad, a todas las partes 
incluso a los más afectados que son los chiquitos que en este momento no sabemos qué va a 
pasar con las competencias a las que iban a asistir es muy delicado lo que pasó pero la 
responsabilidad política no va a ser pareja si aquí pasa algo lamentable donde Gimnasia no 
puede trabajar la responsabilidad política, la digo, no va a ser pareja, porque hubo personas 
aquí que se prestaron para este juego contra esta Asociación. 
 
La Alcaldesa Municipal Zeneida Chaves, sugiere que vea don Ulises le voy a pedir y mirando a 
los ojos por favor vuélvame a ver a los ojos no difame le solicito que denuncie, yo no he tenido 
ni he sostenido ninguna reunión para que usted venga a afirmarlo ahí y le solicito que denuncie 
si usted cree que eso me va a intimidar no señor, yo fui de frente les invité a ellos a venir, a que 
lográramos de qué manera tenían ese convenio de aquí salimos todas las partes contentos, 
felices y después de eso, qué pasó, así que yo le digo y lo invito de nuevo denúncienme pero 
no me continúe difamando ya estoy cansada de eso y se lo digo categóricamente porque no 
venga ni es recibo que usted venga a afirmar mentiras y faltas a la verdad, y mucho menos 
decirlo como que si venga Alcaldesa a decir la verdad no señor, así no funciona y así está el 



  

Guacho preguntándome y de nuevo reitero aquí sólo hubo una intención y esa intención se llevó 
hasta llegar a ir a convocar a una Sesión Extraordinaria para definirle a esos atletas, porque se 
negaban a ajustarle ese porcentaje de disminución, como lo dijo don Luis Álvarez, a los atletas 
se le tenía que disminuir eso defenderé hasta el final el deporte y moriré haciendo que el deporte 
se beneficie y tengan los niños, los jóvenes las oportunidades porque creo en eso y siempre 
van a tener una Alcaldía abierta si es para hablar con la verdad con transparencia, pero no con 
injurias y calumnias, como hoy lo acaba de decir usted y a mí, si usted quiere de nuevo lo invito, 
denuncie pero no difame por favor. 
 
El Regidor Suplente Sigifredo Villegas, ratifica que yo creo que leyendo este oficio de Gimnasia 
yo lo puse ahí en el chat del Concejo esto pareciera que era la crónica de una muerte anunciada 
ante un ambiente tan hostil en esto terminó así se le pagó a una de las disciplinas que más 
medallas aportó en los Juegos pasados de Limón la que en tercer lugar aportó más ese fue el 
pago que recibieron porque aquí pareciera que las mesas de trabajo se llegaban en muy buena 
armonía pero fuera de aquí las cosas cambiaban y esta nota que mandan ellos aquí que es 
prácticamente la despedida a mí me llama la atención el punto 4 de esta nota, donde dice que 
el Comité Cantonal el mismo tiempo que estaba en la última mesa de trabajo y en los términos 
del contrato ofreciendo al Club Carbonel el proceso de Gimnasia belemita denotando que no 
existe la más mínima intención de firmar el convenio con la Asociación Artística de Belen me 
parece que este punto a mí me llamó demasiado la atención, estamos aquí poniendo la cara 
pero estamos con la otra mano haciendo otra diligencia y en esto desató, quién puede estar en 
una Asociación bajo este estrés, nunca hubo una armonía, el Comité como ente central debe 
mantener una armonía con todas sus asociaciones pero pareciera que se empecinaron con esta 
en darle una y otra vez por ejemplo en el punto 6 que ellos ponen aquí que a la fecha sin 
entregarnos el plano eléctrico para que podamos completar los requisitos de renovación del 
permiso de salud de la Asociación pasaron 8 meses solicitando ese documento esto no son 
inventivas esto está en el documento y no creo que ellos se vayan a atrever a poner tanta 
mentira así que aquí el papel habla y muy lamentable yo le pido disculpas a doña Carolina 
Quiroz ya lo hice personalmente, me dolió mucho porque yo tuve un acercamiento allá en sus 
sesiones de entrenamiento y vi la mística con la que han trabajado y me duele mucho pero creo 
que la paciencia tiene un límite también y ellos para una salud también espiritual de ellos y 
profesional tuvieron que hacer el retiro semejante compromiso quiere ahora el Comité de 
Deportes al ya no estar ellos que nos van a ofrecer ahora será cierto que este Carbonel del que 
hablan va a aparecer, ya veremos la verdad es el tiempo y el compromiso de llegar a igualar a 
una disciplina como esta con lo que hizo en los Juegos pasados de Limón es un compromiso 
bien grande pero el Comité de Deportes está llamado a mantener la armonía la armonía en 
todas sus agrupaciones y no estas ambientes tan hostiles. 
 
El Regidor Propietario Ulises Araya, siente que Alcaldesa no hay que gritar para poder conversar 
el punto 5 de la nota que usted como Alcaldesa debe haber leído porque si viene en las sesiones 
usted también está obligada a leer no a venirse a dar sorpresas la menciona usted junto con 
Rocío Mora en ese asunto de Carbonel creo que por eso le digo no es a mi quien tiene que 
darme explicaciones, se las está pidiendo la Asociación Deportiva de Gimnasia Artística por 
escrito y con copia a la Auditoría habrá que ver a futuro si van a comportarse de esta manera el 
Comité de Deportes midiendo con barras distintas a quien miden con barras distintas a otros si 



  

pidámosles todo y a otros no, a otros más bien como cierta Sociedad Anónima alfombra roja 
alfombra roja para la Municipalidad siendo una Sociedad Anónima cuestionada pero ya 
sabemos cómo son las cosas acá a veces con la política metida en el deporte. 
 
La Regidora Propietaria Ana Betty Valenciano, pronuncia que realmente a mí me duele mucho 
el comunicado que vi hoy en la tarde donde la Asociación de Gimnasia Artística comunicaba 
que se iba del Cantón que bueno por todas las razones que se pusieron en ese comunicado se 
hacía muy difícil continuar tratando de llegar a un acuerdo con la Junta Directiva del Comité de 
Deportes y lo digo por los muchachos por los atletas porque ahora ellos van a quedar en una 
incertidumbre no sabemos si ellos van a poder continuar representando al Cantón de Belén en 
los Juegos Deportivos Nacionales y en otros niveles en los cuales ellos participaban y muy 
orgullosamente representaban nuestro Cantón, no sabemos ahora en que condición van a 
quedar ellos esas cosas duelen porque nosotros desde septiembre del año pasado que 
recibimos los primeros oficios de esta situación que estaba enfrentando la Asociación de 
Gimnasia Artística con el Comité con la Junta Directiva del Comité Cantonal de Deportes, el 
Concejo Municipal tomó un papel como de facilitador en todo el proceso para tratar de que 
ambas partes quedaran satisfechas y al final se cumplieran los 3 aspectos en los cuales 
habíamos basado las sesiones de trabajo que era la firma del convenio sacar la licitación para 
contratar los servicios de Gimnasia Artística y el tema de ver reflejado en las tarifas que pagan 
mensualmente los atletas, el pago del alquiler que hacían en su momento la Asociación de 
Gimnasia Artística esos fueron los puntos que el Concejo Municipal trató de conciliar con ambas 
partes, a mi lo que si me preocupa doña Zeneida y no es por una cuestión personal ni es una 
cuestión de denuncia ni nada por el estilo, pero en 2 oficios que ha enviado doña Carolina ha 
hecho mención de que en una reunión que se tuvo había participado un representante de la 
Alcaldía, no mencionaba el nombre, nada más decía que era un representante de la Alcaldía y 
que esa persona que estuvo en esa reunión le insinuó a los padres de familia que estaban 
presentes que hicieran una nueva Asociación de Gimnasia Artística y ahora acá, en este oficio 
que estamos recibiendo, en el punto 5, dice y lo voy a leer literalmente, dice tanto la Alcaldesa 
doña Zeneida Chávez como la Presidenta del Comité, doña Rocío Mora, aceptaron 
públicamente en la última mesa de trabajo haberse reunido con miembros de la Junta Directiva 
anterior de Gimnasia Belén y el gimnasio Carbonelli. Coincidentemente y hace otra mención, yo 
lo que digo es que, si esto no es cierto, yo creo que usted debería aclararlo. Puedo seguir. Yo 
creo que usted debería aclararlo. Por qué, porque si nosotros, digo nosotros, en pleno el 
Concejo Municipal trató de hacer 3 sesiones de trabajo, de conciliar con las partes para que 
esto saliera de la mejor forma posible y hoy tenemos un resultado muy diferente a lo que 
habíamos acordado tanto en las mesas de trabajo en los acuerdos del Concejo Municipal, hay 
que aclararle, no sólo a la señora Carolina, sino a la comunidad sobre cuál fue la verdadera 
situación que se dio para que no existan este tipo de confusiones. Es lo que yo creo. 
 
El Presidente Municipal Gilberth Gonzalez, confirma que perfecto. Le tocará a la Alcaldesa en 
su momento hacer las acciones que vaya a realizar. Yo creo que el tema está suficientemente 
discutido.  Yo sí quiero que quede claro que este Concejo Municipal hizo todo. Y en la última 
sesión de trabajo estuvieron todas las partes y estuvieron de acuerdo. Y lo que se le solicitó y 
lo último que estaba solicitando el Comité de Deportes, fue un acuerdo que tomó este Concejo 



  

Municipal acá, nosotros vamos en la dirección de que queríamos ayudarles a los chicos, no a 
una Asociación, sino a los niños. 
 
SE ACUERDA CON TRES VOTOS A FAVOR DE LOS REGIDORES Gilberth Gonzalez, 
Teresita Venegas, Lourdes Villalobos Y DOS EN CONTRA DE LOS REGIDORES Ana Betty 
Valenciano, Ulises Araya:  Dar por recibido el oficio.  
 
ARTÍCULO 33.  Se conoce el Oficio MQ-CM-870-26-2024-2028 de Licda. Alma López Ojeda 
Secretaria Concejo Municipal Municipalidad de Quepos, concejo@muniquepos.go.cr 
La Comisión Municipal Permanente de Asuntos Jurídicos, en ejercicio de sus competencias y 
en atención al traslado ordenado por este Concejo mediante el Acuerdo No. 03 de la Sesión 
Ordinaria No. 169-2026, procede a emitir el presente dictamen técnico-jurídico sobre la 
propuesta de ley que pretende reformar el modelo eléctrico nacional. 
I. ANTECEDENTES 

1.Mediante el oficio 1387-2026, la Licda. Yoselyn Mora Calderón, Secretaria del Concejo 
Municipal de Goicoechea, remitió el Acuerdo No. 23 de dicho órgano, en el cual se externa una 
firme oposición al proyecto de ley N.º 23.414, denominado "Ley de Armonización del Sistema 
Eléctrico Nacional". 
2.El proyecto de ley en cuestión, impulsado por el Poder Ejecutivo, tiene como objetivo 
declarado modernizar el Sistema Eléctrico Nacional (SEN), buscando eficiencia y sostenibilidad 
mediante la introducción de nuevos esquemas de competencia y la creación de un mercado 
eléctrico mayorista. 
3.El Concejo Municipal de Quepos, en Sesión Ordinaria No. 169-2026 del 02 de junio de 2026 
(ratificado en la No. 171-2026), adoptó el Acuerdo No. 03, disponiendo trasladar esta 
comunicación a la Comisión de Asuntos Jurídicos para su correspondiente estudio y dictamen. 
4.Que en sesión celebrada el 22 de junio de 2026, esta Comisión Municipal Permanente de 
Asuntos Jurídicos conoció y analizó integralmente la documentación aportada, con la 
participación de sus miembros y asesores de fracción quienes se refirieron al tema en mención. 
II. RESULTANDO 

ÚNICO: Que tras el análisis de la fuente documental remitida y del contenido del proyecto de 
ley 23.414, esta Comisión identifica que la propuesta legislativa plantea una transformación 
sustancial del régimen jurídico de la electricidad, pasando de un modelo de "servicio 
público"  solidario a uno de "actividad de interés general" basado en la competencia de mercado. 
III. CONSIDERANDO 

PRIMERO: Que el suministro de energía eléctrica en Costa Rica ha sido históricamente 
concebido como un servicio público esencial fundamentado en los principios de continuidad, 
universalidad, accesibilidad y solidaridad tarifaria, pilares que han garantizado el bienestar social 
y la estabilidad del sistema nacional por más de 70 años. 
SEGUNDO: Que el proyecto de ley N.° 23.414 plantea una transformación sustancial del modelo 
eléctrico, al excluir expresamente de la definición de "servicio público" las actividades de 
generación y comercialización mayorista, sustituyendo el régimen solidario por esquemas de 
competencia de mercado que podrían debilitar el acceso equitativo a la energía. 
TERCERO: Que diversas organizaciones técnicas, académicas y sindicales advierten que la 
creación de nuevas estructuras administrativas como el Ente Coordinador del Sistema Eléctrico 
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Nacional (ECOSEN) y la imposición de nuevos cánones de energía generarán costos operativos 
adicionales que se trasladarían indefectiblemente a las tarifas del consumidor final. 
CUARTO: Que existe una seria preocupación por la posible fragmentación operativa y el 
debilitamiento estratégico del Instituto Costarricense de Electricidad (ICE), al trasladar sus 
funciones históricas de planificación y operación técnica a órganos de naturaleza política, 
poniendo en riesgo la seguridad energética nacional. 
QUINTO: Que importantes gobiernos locales, tales como Goicoechea, Bagaces y Los Chiles, 
han externado su firme oposición a este expediente legislativo, solicitando su archivo definitivo 
por considerar que lesiona el modelo eléctrico solidario costarricense. 
SEXTO: Que de acuerdo con información técnica y periodística reciente, el Poder Ejecutivo ha 
procedido al retiro temporal del proyecto de ley N.° 23.414 de la Asamblea Legislativa con el fin 
de replantear la propuesta y corregir debilidades señaladas por diversos sectores. 
POR TANTO:  El Concejo Municipal de Quepos, en defensa de los intereses de sus munícipes 
y del modelo de desarrollo social del país, acuerda recomendar al Concejo Municipal de Quepos 
lo siguiente: 
1. Tener por recibido el conocimiento y análisis técnico-jurídico del expediente legislativo N.° 
23.414, "Ley de Armonización del Sistema Eléctrico Nacional", asumiendo como propias las 
preocupaciones sobre la desnaturalización del servicio público y el riesgo de aumento en las 
tarifas eléctricas. 
2. Reconocer y tomar nota del retiro del proyecto por parte del Poder Ejecutivo, lo cual valida 
las dudas razonables externadas por este y otros concejos municipales del país. 
3. Mantener el asunto bajo una etapa formal de vigilancia, estudio y análisis, permaneciendo a 
la espera de la presentación del nuevo proyecto de ley o propuesta sustitutiva por parte de la 
Administración Central. 
4. Suspender la emisión de un acuerdo definitivo de aprobación o improbación sobre el fondo 
del asunto hasta contar con el nuevo texto legislativo, con el fin de evaluar si las nuevas 
disposiciones garantizan la solidaridad tarifaria, la planificación técnica y la estabilidad del ICE. 
5. Comunicar el presente acuerdo a la Asamblea Legislativa, a los Concejos Municipales que 
han manifestado su interés en este tema, reafirmando el compromiso de este gobierno local con 
la protección de las personas usuarias finales del servicio eléctrico. -  
ACUERDO NO. 23: EL CONCEJO ACUERDA: Aprobar en todos sus términos la recomendación 
del Dictamen MQ-CMAJ-041-26-2026-2028, de la Comisión Municipal Permanente de Asuntos 
Jurídicos. Adoptándola como acuerdo del Concejo Municipal. Por tanto: 1-Tener por recibido el 
conocimiento y análisis técnico-jurídico del expediente legislativo N.° 23.414, "Ley de 
Armonización del Sistema Eléctrico Nacional", asumiendo como propias las preocupaciones 
sobre la desnaturalización del servicio público y el riesgo de aumento en las tarifas eléctricas. 
2-Reconocer y tomar nota del retiro del proyecto por parte del Poder Ejecutivo, lo cual valida las 
dudas razonables externadas por este y otros concejos municipales del país. 3-Mantener el 
asunto bajo una etapa formal de vigilancia, estudio y análisis, permaneciendo a la espera de la 
presentación del nuevo proyecto de ley o propuesta sustitutiva por parte de la Administración 
Central. 4-Suspender la emisión de un acuerdo definitivo de aprobación o improbación sobre el 
fondo del asunto hasta contar con el nuevo texto legislativo, con el fin de evaluar si las nuevas 
disposiciones garantizan la solidaridad tarifaria, la planificación técnica y la estabilidad del ICE. 
5-Comunicar el presente acuerdo a la Asamblea Legislativa, a los Concejos Municipales que 



  

han manifestado su interés en este tema, reafirmando el compromiso de este gobierno local con 
la protección de las personas usuarias finales del servicio eléctrico.  
  
SE ACUERDA POR UNANIMIDAD:  PRIMERO:  Dar por recibido el oficio.  SEGUNDO:  
Comunicar que, en este caso, que este Concejo Municipal ha manifestado formalmente su 
oposición al proyecto de ley número 23.414, en 2 ocasiones, mediante el acuerdo de referencia 
número 6533-2023 y el acuerdo municipal de referencia 3330-2024.   
 
ARTÍCULO 34.  Se conoce el Oficio CARTA-SCM-317-2026 de Milena Fonseca Cubero 
Secretaria a.i Concejo Municipal Municipalidad de San Rafael de Heredia, 
concejo@munisrh.go.cr 
CONSIDERANDO: 
PRIMERO: Que mediante la Resolución N° 2026-022274 de las nueve horas treinta minutos del 
diecinueve de junio de dos mil veintiséis, dictada dentro del expediente N° 25-010565-0007-CO, 
la Sala Constitucional desarrolló importantes criterios sobre la protección de las aguas 
subterráneas, los perímetros de protección de los pozos de abastecimiento público y las 
obligaciones de las instituciones públicas en la tutela del recurso hídrico. 
SEGUNDO: Que dicha resolución reviste especial importancia para todas las municipalidades 
del país, por cuanto reitera que la protección del agua para consumo humano constituye un 
derecho fundamental derivado del artículo 50 de la Constitución Política, y que los gobiernos 
locales deben incorporar y respetar los criterios técnicos relacionados con las áreas de 
protección de los pozos y acuíferos dentro de sus procesos de planificación territorial y 
otorgamiento de permisos.  
TERCERO: Que la sentencia evidencia la necesidad de fortalecer la coordinación entre las 
municipalidades, los operadores de los sistemas de abastecimiento de agua potable, el Servicio 
Nacional de Aguas Subterráneas, Riego y Avenamiento (SENARA), el Instituto Costarricense 
de Acueductos y Alcantarillados y la Dirección de Aguas del Ministerio de Ambiente y Energía, 
con el propósito de garantizar una gestión preventiva y responsable del recurso hídrico. 
CUARTO: Que el cantón de San Rafael de Heredia alberga una parte importante de las zonas 
de recarga acuífera que abastecen de agua potable no solo al propio cantón, sino también a 
comunidades vecinas, por lo que resulta indispensable que este Concejo Municipal conozca de 
manera integral el estado actual y futuro de la infraestructura de captación de agua existente en 
el territorio. 
QUINTO: Que la planificación territorial responsable requiere información técnica completa, 
actualizada y oficial sobre la ubicación de los pozos existentes y proyectados, de forma que las 
decisiones municipales se adopten con base en información objetiva y en estricto apego al 
principio precautorio ambiental. 
POR TANTO:  Con fundamento en los anteriores considerandos y en los numerales 11 de la 
Constitución Política; 4 y 11 de la Ley General de la Administración Pública; 13 y 44 del Código 
Municipal Concejo Municipal de San Rafael, Acuerda: 
PRIMERO: Comunicar oficialmente la Resolución N° 2026-022274 de la Sala Constitucional a 
todos los Concejos Municipales de Costa Rica, para su conocimiento y valoración dentro de los 
procesos de planificación territorial, ordenamiento urbano, protección de acuíferos y 
otorgamiento de permisos relacionados con el desarrollo urbano. 
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SEGUNDO: Remitir copia del presente acuerdo y de la citada resolución a la representación de 
la Universidad Nacional quien lleva el desarrollo de la propuesta de Plan de Ordenamiento 
Territorial, a la Junta Directiva de la Empresa de Servicios Públicos de Heredia S.A., a la 
Gerencia General de dicha institución y a la Dirección de Aguas de la Empresa de Servicios 
Públicos, para su conocimiento y para los fines que estimen pertinentes dentro de sus procesos 
y competencias legales. 
TERCERO: Solicitar formalmente a la Gerencia General de la Empresa de Servicios Públicos 
de Heredia S.A. que remita a este Concejo Municipal un informe técnico que contenga, como 
mínimo: 
a) El inventario actualizado de todos los pozos destinados al abastecimiento de agua potable 
administrados por la institución que se ubican dentro del cantón de San Rafael de Heredia. 
b) La ubicación georreferenciada de cada uno de esos pozos. 
c) El detalle de los pozos que actualmente se encuentran en construcción, indicando su 
ubicación, estado de avance y fecha estimada de entrada en operación. 
d) El detalle de los nuevos pozos cuya construcción se encuentre proyectada o planificada por 
la institución, indicando su ubicación y cronograma estimado. 
e) La información anterior tanto para proyectos ubicados dentro del cantón de San Rafael de 
Heredia como para aquellos ubicados fuera del cantón que formen parte del sistema de 
abastecimiento administrado por la Empresa de Servicios Públicos de Heredia S.A. o que 
puedan tener incidencia sobre el abastecimiento de agua del cantón. 
CUARTO: Solicitar que dicho informe sea remitido a este Concejo Municipal dentro del plazo 
máximo de quince días hábiles, con el fin de fortalecer los procesos de planificación territorial, 
protección del recurso hídrico y toma de decisiones de interés público. 
QUINTO: Declarar el presente acuerdo como definitivamente aprobado y comunicarlo de 
inmediato a las instituciones correspondientes. 
  
El Regidor Propietario Ulises Araya, comenta que gracias a Gilbert porque me parece que el 
tema no es para menos. Casi que esto es como una, ha sido como una especie de pequeña 
crisis que todos los operadores de acueductos están teniendo.  A razón de esta resolución de 
la Sala Constitucional que habla de que los pozos de agua tienen que tener el área de protección 
que señala la Ley de Aguas, es decir, 200 metros. La ESPH no lo aplica así, el AyA no lo aplica 
así, nosotros, nuestro Acueducto local no lo aplica así, nosotros aplicamos únicamente un radio 
de únicamente 40 metros a la redonda de los pozos, la idea, don Luis, es si usted puede analizar 
esa resolución de la Sala Constitucional para ver si, se presta, aquí únicamente se interprete 
que es para el caso San Rafael o podría ser algo que se preste para todos los operadores de 
acueductos del país. 
 
SE ACUERDA POR UNANIMIDAD:  PRIMERO:  Dar por recibido el oficio.  SEGUNDO:  Remitir 
al Asesor Legal para análisis y recomendación a este Concejo Municipal. 
 
ARTÍCULO 35.  Se conoce el Oficio CNN-018-2026 de Marcelo Castro Flores Secretario 
Suplente Comisión Nacional de Nomenclatura Analista del Territorio Geografía y Geomática - 
Instituto Geográfico Nacional, comision.nomenclatura@rnp.go.cr.  En atención a su gestión 
relacionada a la solicitud de bautizo, me permito transcribir el acuerdo tomado en la sesión 
ordinaria N° 06-2026, del 2 de julio de 2026, que a la letra dice lo siguiente: 
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“ARTÍCULO 2. Se reciben oficios Ref.3027-2026, Ref.3133-2026 y Ref.3513-2026 de la 
secretaría de Municipalidad de Belén en continuación al trámite iniciado por Andrés Seas 
Rodríguez para bautizo de calles 164 y avenida 20 en La Ribera de Belén. 
ACUERDO 2. LA COMISIÓN NACIONAL DE NOMENCLATURA, DE CONFORMIDAD A LAS 
ATRIBUCIONES QUE LE CONFIERE LA LEY 3535 Y SUS REFORMAS, CON EL VISTO 
BUENO DEL CONCEJO MUNICIPAL, ACUERDA BAUTIZAR LA CALLE 164 COMO 
“EMILIANO RODRÍGUEZ CAMPOS” Y LA AVENIDA 20 QUE SE DESPRENDE DE ESTA 
CALLE COMO “MARINA RODRÍGUEZ CAMPOS”. 
Acuerdo aprobado por unanimidad en firme.” 
Agradecemos su interés en la correcta aplicación de la nomenclatura territorial y quedamos a 
su disposición para cualquier aclaración adicional. 
  
SE ACUERDA POR UNANIMIDAD:  PRIMERO:  Dar por recibido el oficio.  SEGUNDO:  Remitir 
a la Alcaldía y la Dirección Técnica Operativa para que se realice la actualización de la rotulación 
vial y demás trámites correspondientes.  
 
ARTÍCULO 36.  Se conoce el Trámite 2744-2026 de Carlos Andrés Seas Rodríguez,  
carlosseas@gmail.com.  Por este medio me permito remitir el oficio CNN-018-2026, mediante 
el cual la Comisión Nacional de Nomenclatura comunica el acuerdo adoptado en su sesión 
ordinaria N.° 06-2026, celebrada el 2 de julio de 2026, por el que, con el visto bueno del Concejo 
Municipal de Belén, se aprobó oficialmente el bautizo de la calle 164 como "Emiliano Rodríguez 
Campos" y de la avenida 20, que se desprende de esta, como "Marina Rodríguez Campos", 
acuerdo aprobado por unanimidad y en firme.  Aprovecho la ocasión para expresar mi sincero 
agradecimiento a la Alcaldía y al Concejo Municipal de Belén por el respaldo brindado a esta 
iniciativa y por las gestiones realizadas durante su tramitación, las cuales hicieron posible la 
aprobación definitiva de este merecido homenaje, que reconoce el aporte histórico de ambas 
personas al desarrollo de nuestra comunidad de Barrio Fátima.  
Asimismo, solicito respetuosamente que se proceda con las gestiones administrativas y 
operativas necesarias para la ejecución de este acuerdo, incluyendo la actualización de la 
rotulación vial, los registros municipales y cualquier otra actuación que corresponda.  En ese 
mismo sentido, respetuosamente solicito que se disponga el retiro de la rotulación actualmente 
instalada en estas vías, aun cuando la nueva señalización oficial no haya sido colocada, toda 
vez que la nomenclatura existente no corresponde a la oficialmente aprobada y, en 
consecuencia, su permanencia podría generar confusión entre los vecinos de la comunidad, las 
instituciones públicas, los cuerpos de emergencia y los distintos servicios que hacen uso de 
estas direcciones.  Agradezco nuevamente el apoyo brindado durante todo este proceso y 
quedo a disposición para colaborar en lo que resulte necesario. 
  
SE ACUERDA POR UNANIMIDAD:  PRIMERO:  Dar por recibido el oficio.  SEGUNDO:  Remitir 
a la Alcaldía y la Dirección Técnica Operativa para que se realice la actualización de la rotulación 
vial y demás trámites correspondientes. 
 
ARTÍCULO 37.  Se conoce el Trámite 2777-2026 de Alberto Cabezas Villalobos Secretario 
Asociación Agencia para el Desarrollo Accesible Sin Fronteras (ADASFRO), 
secretaria@adasfro.org 
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Asunto: Seguimiento al oficio Ref. 3841/2026 y solicitud de atención prioritaria por condición de 
discapacidad 

Reciban un cordial saludo. En mi condición de Secretario de la Asociación Agencia para el 
Desarrollo Accesible Sin Fronteras (ADASFRO), me permito dar seguimiento al oficio 
Ref.3841/2026, mediante el cual se nos informó el acuerdo adoptado por el Concejo Municipal 
de Belén respecto a nuestra solicitud de audiencia. Agradecemos la respuesta brindada y la 
disposición manifestada por ese Concejo Municipal. Asimismo, confirmamos respetuosamente 
que sí estaremos realizando el viaje al Concejo Municipal del cantón de Belén para asistir de 
manera presencial a la audiencia programada para el próximo 16 de julio de 2026. No obstante, 
considerando que quienes asistiremos somos personas con discapacidad y que nuestro 
desplazamiento implica mayores esfuerzos de movilidad, tiempos de traslado y necesidades de 
accesibilidad, respetuosamente solicitamos que nuestra audiencia pueda ser ubicada como el 
primer punto del orden del día correspondiente a las atenciones o audiencias, como un ajuste 
razonable orientado a garantizar la igualdad de oportunidades, la accesibilidad y la participación 
efectiva. Esta solicitud se fundamenta en los principios de accesibilidad universal, ajustes 
razonables y no discriminación reconocidos en la Convención sobre los Derechos de las 
Personas con Discapacidad, la legislación costarricense y el deber de las instituciones públicas 
de adoptar medidas que faciliten la participación plena de las personas con discapacidad en los 
asuntos de interés público. Agradecemos de antemano la consideración que puedan brindar a 
esta gestión y quedamos atentos a la confirmación correspondiente, reiterando nuestro interés 
de mantener un diálogo constructivo con ese Concejo Municipal sobre acciones que fortalezcan 
la promoción, protección de los derechos humanos y la inclusión de las personas con 
discapacidad. 
Sin otro particular, les reitero las muestras de mi más alta consideración y estima 
  
SE ACUERDA POR UNANIMIDAD:  PRIMERO:  Dar por recibido el oficio.  SEGUNDO: 
Informar que se encuentran para ser atendidos en la audiencia como primer punto de agenda.  
 

A las 8:16 p.m., finalizó la Sesión Municipal. 
 
 
 

Ana Patricia Murillo Delgado    Gilberth González González 
Secretaria Municipal      Presidente Municipal 

 


